
[bookmark: _Toc366755199]ACTA
Nº 26-2020
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del tres de agosto de dos mil veinte.
Sesión ordinaria virtual con asistencia de los másteres Miguel Ovares Chavarría y Mauricio Villalta Fallas, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas y del licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Debido a que el máster Carlos Montero Zúñiga fue convocado para otra actividad preside la sesión el Licenciado Arnoldo Hernández Solano.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como colaborador de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII.
[bookmark: _Toc47033604]APROBACIÓN DEL ORDEN DEL DÍA
[bookmark: _Toc47033605]ARTÍCULO I 
DOCUMENTO N° 796-2020.
Se aprueba el orden del día
[bookmark: _Toc47033607]ARTÍCULO II 
DOCUMENTO N° 672-2020.
Se aprueba el acta N° 25-2020 del 20 de julio de 2020.
La licenciada Moya Aguilar y el máster Villalta Fallas se abstienen de votar por no haber participado en esa sesión.
[bookmark: _Toc47033610]ARTÍCULO III 
DOCUMENTO N°  652-2020.
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 2706-DE-2020 del 23 de julio de 2020, remitió:
“Para conocimiento y fines consiguientes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, traslado oficio N° 936-TE-2020 de fecha 20 de julio en curso, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, referente a los pagos cuota SEM del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
- 0 –
A esos efectos, se trascribe el citado oficio.
“Para su estimable conocimiento, en virtud de la inscripción del patrono Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, cédula 3-007-792932, ante la Caja Costarricense del Seguro Social con el fin de efectuar de forma mensual el reporte respectivo a SICERE, de forma atenta se indica:

· Que el día 20 de julio de 2020 se consultó vía correo electrónico al señor Minor Zúñiga Sedó del Área de Facturación de Cuotas Obreras y Patronales de la Dirección del Sistema Centralizado de Recaudación, sobre la forma de pago de la cuota estatal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (pago de la cuota SEM), a partir del cambio de patrono (anteriormente el reporte a SICERE se realizaba con el segregado 101 a nombre de Corte Suprema de Justicia). El mismo día el señor Zúñiga Sedó brindó la siguiente respuesta vía correo electrónico:

[…] “la cuota estatal del Seguro de Salud (0,25%), correspondiente a la cédula jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial será cobrada al Estado, como parte del aporte que el Estado debe realizar sobre la totalidad de los salarios de todos los trabajadores del país […]” (subrayado no es del original).

En razón de lo anterior, el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a partir de la inscripción del patrono Junta Administradora, no deberá cancelar monto alguno por concepto de cuota SEM a la C.C.S.S., por lo tanto, los recursos presupuestados para el pago de dicha cuota no serán utilizados.”
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Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 2706-DE-2020, mediante el cual la Máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunica el oficio N° 936-TE-2020, relacionado con el pago de la cuota SEM para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a partir de la inscripción del patrono Junta Administradora ante la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033613][bookmark: _Toc12950878][bookmark: _Toc14773338]ARTÍCULO IV
Documento N°622-2020

[bookmark: _Hlk47513231]Las másteres Floribel Campos Solano, Andrea Valerín Arroyo y Xinia Campos Solís, por su orden, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, Jefa del Proceso de Tesorería y Jefa del Subproceso Egresos, todas del Departamento Financiero Contable, mediante oficios N°750, 751, 752, 754, 755, 756-TE-2020 del 8 de julio de 2020, comunicaron lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica: 

1. Que este Macroproceso remitió al Banco de Costa Rica, el oficio N° 676-TE-2020 de fecha 10 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco de Costa Rica (BCR) la recuperación de la suma de ¢228.530,02 correspondiente al monto del beneficio de la segunda quincena de mayo de 2020, girado a la pensionada judicial NOMBRE 001, fallecida el día 01 de marzo de 2020. 

2. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 10 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 229-32-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el BCR, se refleja el depósito N° 6761 de fecha 10 de junio de 2020 por la suma de ¢228.530,02; monto parcial que corresponde al beneficio de pensión girado en la segunda quincena de mayo de 2020 a favor de la señora NOMBRE 001. 

3. Que del monto de la devolución efectuada por el BCR, ¢228.530,02 deben contemplarse ¢213.294,69 para cancelar la obligación por cobrar y la suma de ¢15.235,33 como parte de la obligación por pagar a los beneficiarios (as), cuando se presente el proceso sucesorio sea en Despacho Judicial o Sede Notarial (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 406-TE-2020 de fecha 31 de marzo de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica:

1. Que este Macroproceso remitió al Banco de Costa Rica, el oficio N° 676-TE-2020 de fecha 10 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco de Costa Rica (BCR) la recuperación de la suma de ¢297.542,60 correspondiente al monto  del beneficio de la primera quincena de abril de 2020, girado a la pensionada judicial NOMBRE 002, fallecida el día 04 de abril de 2020.

2. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 10 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 229-32-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el BCR, se refleja el depósito N° 6762 de fecha 10 de junio de 2020 por la suma de ¢297.542,60; monto parcial que corresponde al beneficio de pensión girado en la primera quincena de abril de 2020 a favor de la señora NOMBRE 002.

Que el monto total de la devolución efectuada por el BCR, debe contemplarse para abonar a la obligación por cobrar (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 486-TE-2020 de fecha 30 de abril de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica:

1. Que este Macroproceso remitió al Banco de Costa Rica, el oficio N° 676-TE-2020 de fecha 10 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco de Costa Rica (BCR) la recuperación de la suma de ¢106.965,33 correspondiente al monto  del beneficio de la segunda quincena de abril de 2020, girado al pensionado judicial NOMBRE 003, fallecido el día 24 de abril de 2020.

1. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 10 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 229-32-9 que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el BCR, se refleja el depósito N° 6763 de fecha 10 de junio de 2020 por la suma de ¢106.965,33; monto parcial que corresponde al beneficio de jubilación girado en la segunda quincena de abril de 2020 a favor de la señor NOMBRE 003.

1. Que el monto total de la devolución efectuada por el BCR, debe contemplarse para abonar a la obligación por cobrar (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 609-TE-2020 de fecha 25 de mayo de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica:

6. Que este Macroproceso remitió al Banco Nacional de Costa Rica, el oficio N° 677-TE-2020 de fecha 03 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) la recuperación de la suma de ¢362.940,37 correspondiente al monto  del beneficio de la segunda quincena de marzo de 2020, girado a la jubilada judicial NOMBRE 004, fallecida el día 24 de marzo de 2020.

7. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 09 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 1234-0  que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco Nacional de Costa Rica, se refleja el depósito N° 20218739 de fecha 08 de junio de 2020 por la suma de ¢361.766,37(monto con comisión por traslado de fondos, generando una diferencia de ¢1.1174,00); monto que corresponde al beneficio de jubilación girado en la segunda quincena de marzo de 2020 a favor de la señora NOMBRE 004.

8. Que del monto de la devolución efectuada por el BCR, ¢361.766,37 deben contemplarse ¢164.579.06 para cancelar la obligación por cobrar y la suma de ¢197.187,31 como parte de la obligación por pagar a los beneficiarios (as), cuando se presente el proceso sucesorio sea en Despacho Judicial o Sede Notarial (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 473-TE-2020 de fecha 21 de abril de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica:

1. Que este Macroproceso remitió al Banco Nacional de Costa Rica, el oficio N° 677-TE-2020 de fecha 03 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) la recuperación de la suma de ¢396.969,19 correspondiente al monto  del beneficio de la segunda quincena de marzo de 2020, girado a la jubilada judicial NOMBRE 005, fallecida el día 20 de marzo de 2020.

2. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 09 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 1234-0  que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco Nacional de Costa Rica, se refleja el depósito N° 20218738 de fecha 08 de junio de 2020 por la suma de ¢395.795,19(monto con comisión por traslado de fondos, generando una diferencia de ¢1.1174,00); monto que corresponde al beneficio de jubilación girado en la segunda quincena de marzo de 2020 a favor de la señora NOMBRE 005.

3. Que del monto de la devolución efectuada por el BCR, ¢395.795,19 deben contemplarse ¢289.607,87 para cancelar la obligación por cobrar y la suma de ¢106.187,32 como parte de la obligación por pagar a los beneficiarios (as), cuando se presente el proceso sucesorio sea en Despacho Judicial o Sede Notarial (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 473-TE-2020 de fecha 21 de abril de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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“Para su estimable conocimiento y lo que a bien estime resolver, en forma atenta se indica:

1. Que este Macroproceso remitió al Banco Nacional de Costa Rica, el oficio N° 685-TE-2020 de fecha 03 de junio de 2020, firmado por el Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, Lic. Carlos Montero Zúñiga, mediante el cual se solicitó al Banco Nacional de Costa Rica (BNCR) la recuperación de la suma de ¢147.029,15 correspondiente al monto  del beneficio de la primera quincena de mayo de 2020, girado a la jubilada judicial NOMBRE 006, fallecida el día 03 de mayo de 2020.

1. Que de acuerdo al correo electrónico remitido el día 11 de junio de 2020, por el funcionario Cristian Gómez Solís del Proceso de Inversiones del Macroproceso Financiero Contable, señala que en la cuenta número 1234-0  que mantiene el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con el Banco Nacional de Costa Rica, se refleja el depósito N° 20218744 de fecha 10 de junio de 2020 por la suma de ¢145.857,15(monto con comisión por traslado de fondos, generando una diferencia de ¢1.1174,00); monto que corresponde al beneficio de jubilación girado en la primera quincena de mayo de 2020 a favor de la señora NOMBRE 006.

1. Que el monto total de la devolución efectuada por el BNCR debe contemplarse para abonar a la obligación por cobrar (dichas obligaciones fueron comunicadas mediante oficio N° 701-TE-2020 de fecha 10 de junio de 2020 a la Dirección Jurídica).”
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En sesión de Consejo Superior N° 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, artículo LXXVIII, en lo que interesa, se aprobó la suscripción del “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.
Luego, en sesión 18-2020 del 05 de marzo del 2020, artículo XLIV, en lo que interesa se aprobó la propuesta planteada por la Dirección Jurídica, mediante oficio N° 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020, por lo que se autorizó a la citada Dirección, a que asumiera como órgano director los procedimientos de cobros administrativos atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Después, en sesión N° 15-2020 del 11 mayo del 2020, artículo V, en lo que interesa, se tuvo por rendido el oficio número 1564-DE-2020 del 4 de mayo de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que hace de conocimiento de esta Junta Administradora el criterio jurídico N° 1602-DJ/CA-2020 de fecha 28 de abril de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, relacionado con la gestión de estudios y recuperación de cuentas por cobrar a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por los conceptos de sumas pagadas de más a personas jubiladas y pensionadas y se dispuso acogerlo conforme la cláusula quinta del convenio interinstitucional suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en enero de 2020.
En sesión 24-20 del 13 de julio de 2020, artículo V, se tuvo por rendido el informe número 659-TE-2020 del 1 de julio de 2020, la máster Floribel Campos Solano, la licenciada Emma López Ramírez y la máster Andrea Valerín Arroyo, por su orden, Jefa de Macroproceso Financiero Contable, Jefa de Proceso de Tesorería y Jefa de Subproceso Egresos. Asimismo se aprobó el procedimiento que en su oportunidad se indicó. 
Se acordó: 1) Tener por conocidos los oficios N° 750, 751, 752, 754, 755,756-TE-2020 del 8 de julio de 2020, todos del Departamento Financiero Contable, mediante el cual comunican las diligencias practicadas para la recuperación de los montos correspondientes a beneficios de jubilación y pensión, girados de más 2) Solicitar al Departamento Financiero Contable, que en lo sucesivo, realice un único informe mensual que contenga las recuperaciones que se hayan presentado de recursos girados en demasía de las personas jubiladas y pensionadas, para ser presentado a esta Junta. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033617]ARTÍCULO V 
Documento N°639-2020

La máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Macroproceso Financiero Contable y el licenciando Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones, ambos del Departamento Financiero Contable, mediante oficio N° 439-FC-2020 del 17 de julio de 2020, expresaron lo siguiente:
“En relación con el proceso de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial a los funcionarios judiciales para efectos jubilatorios, la Ley Orgánica del  Poder Judicial según Reforma N.° 9544 en el artículo N.° 0226 establece para lo que  interesa lo siguiente:  

“…Si el interesado había cotizado en otros regímenes de pensiones establecidos por  otra dependencia o por otra institución del Estado, el Fondo de Jubilaciones y  Pensiones del Poder Judicial, al momento de otorgar la jubilación, tendrá derecho a  exigir y la respectiva institución o dependencia estará obligada a girar el monto de  esas cotizaciones (obrero, patronal y estatal) mediante una liquidación actuarial.  

En el caso de que lo cotizado por el interesado, el patrono y el Estado no alcanzará el  monto que corresponde al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el  interesado deberá reintegrar a este la suma adeudada por las diferencias de cotización  actualizadas al valor presente por el índice de precios al consumidor (IPC), definido  por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC). Además, el interesado deberá  cancelar el rendimiento real promedio que se haya obtenido sobre las sumas  trasladadas, de haberlas invertido el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder  Judicial durante el período reconocido.” (el texto resaltado no pertenece al  original). 

 I. Procedimiento actual:  Sobre este particular, el Macroproceso Financiero Contable, en acatamiento de lo  anterior, ha venido solicitando el traslado de las cuotas aportadas por los”  funcionarios o beneficiarios legales1 a los cuales se les haya aprobado la jubilación  o pensión por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y  Pensiones del Poder Judicial (anteriormente Consejo Superior), relacionando la  Entidad Jubilatoria a la cual aportó sus cuotas obreras oportunamente.

Posteriormente, la entidad jubilatoria en el mejor de los casos, ha reintegrado los  dineros producto de las cuotas aportadas: obrero, patronales y estatales, por medio  de una liquidación actuarial (valor presente), tal como lo establece el procedimiento  legalmente establecido. Cabe destacar para este punto que, en el caso de la Caja  Costarricense de Seguro Social (administradora del IVM) no efectúa devolución del  aporte Estatal conforme criterio legal interno de dicha Institución.  

Recibidos los dineros respectivos en las cuentas bancarias del Fondo de Jubilaciones  y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), anteriormente se venía haciendo la revisión  de la cuenta por cobrar creada según los controles que el Macroproceso Financiero  Contable mantiene, por el reconocimiento de tiempo servido, de lo cual se han  presentado las siguientes circunstancias:  

a. La deuda con el FJPPJ por parte del jubilado judicial no está cancelada por lo que se  compara el saldo de la deuda, se aplican los montos que faltan por liquidar y el  monto restante se le deposita al beneficiario (al respecto es importante destacar  que, no existen nuevos casos por cuanto actualmente la persona no puede jubilarse  si no está cancelada la deuda).  

b. La cuenta por cobrar a favor del FJPPJ se encuentra cancelada por parte del  beneficiario, por lo que se deposita íntegramente el monto recibido de la entidad  jubilatoria externa directamente al beneficiario (jubilado o pensionado judicial).  

Al respecto, es importante considerar que el interesado del reconocimiento de  tiempo laborado le cancela al FJPPJ con base en estudio efectuado por la Dirección  de Gestión Humana2, las “cuotas obrero, patronales y estatales, así como los  rendimientos a valor presente (liquidación actuarial)” que tuvo que haber aportado  en los períodos que son objeto del reconocimiento, previo al traslado que realiza la  entidad del régimen básico de jubilación. Es decir, el funcionario jubilado procede a  cancelar los tres tipos de aporte al FJPPJ, mientras se da la devolución respectiva  por parte del régimen del primer pilar al cual se hubieses realizado aportes  previamente.    

II. Situaciones presentadas:  El pasado 03 de julio de 2020, se recibieron sumas dinerarias producto de varios  casos que habían sido cobrados por parte del Poder Judicial a la Caja Costarricense  de Seguro Social (como administradora del IVM régimen básico de pensiones), los  cuales se detallan seguidamente:   

 Cuadro N.° 1  Montos recibidos de la CCSS  Traslado de cuotas reconocimiento tiempo servido
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Fuente: Informes recibidos de la CCSS.  

Al respecto, conforme al procedimiento establecido, se realizó la revisión de las  cuentas por cobrar por el reconocimiento de tiempo servido, de lo cual se obtuvo el  siguiente resultado:         

 Cuadro N.° 2  Análisis comparativo CxC vs. Suma trasladada por la CCSS    
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Fuente: Elaboración propia con información del sistema contable e informes de la CCSS.  

Como se puede observar en el cuadro N.° 2, en la mayoría de los casos el  exfuncionario judicial canceló un monto superior al FJPPJ por el reconocimiento de  tiempo servido fuera del Poder Judicial, respecto a la suma depositada por la CCSS, de lo cual anteriormente se venía realizando la devolución de esas sumas al beneficiario directamente por el monto total depositado por la CCSS, cuando  oportunamente era percibido por el FJPPJ. 

En el caso del señor NOMBRE 001, la deuda cancelada está por debajo del  monto trasladado por la CCSS, de lo cual en caso de efectuar la devolución al señor  NOMBRE 001, se estaría beneficiando de una diferencia importante. Además, que  parte de los montos trasladados por el Ente Jubilatorio citado, corresponden a  aportes efectuados por el patrono, de lo cual la CCSS no especifica la separación  respectiva (obrero o patronal), indicando únicamente un monto total de aportes.  

III. Solicitud de criterio:  Conforme lo expuesto anteriormente, se solicita el estimable criterio a esa Junta  Administradora, respecto al procedimiento que se mantiene actualmente, para lo  cual se solicita considerar para estos casos y futuros que se presenten:  

1. ¿Como proceder en caso de que la entidad jubilatoria cancele una suma superior al  monto aportado por el beneficiario al FJPPJ?, ejemplo caso NOMBRE 001.  

2. ¿Cómo proceder cuando el otro régimen jubilatorio pague un monto igual o inferior  al cancelado por el beneficiario en su reconocimiento de tiempo servido?  

Lo anterior, con el fin de establecer claramente los momentos en los cuales procede  de oficio realizar devolución de recursos a las personas jubiladas y/o pensionadas a  través del régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
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Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 439-FC-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual solicita el criterio de la Junta Administradora respecto a las situaciones que se presentan con los traslados de cuotas por reconocimiento de tiempo servido de otro régimen hacia el Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2) Autorizar la contratación de la Licenciada Karol Monge Molina, para que se refiera a la legalidad y forma correcta de aplicar la normativa, para resolver las inquietudes del Departamento Financiero Contable, en el plazo de 15 días hábiles. 
[bookmark: _Toc47033619]ARTÍCULO VI 
Documento N° 654-2020

La máster Floribel Campos Solano, Jefa Macroproceso Financiero Contable y el máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos, ambos del departamento Financiero Contable, en oficio N° 454-FC-2020 del 23 de julio de 2020, informaron lo siguiente:
“En atención al oficio SP-901-FPJ con fecha 6 de julio de 2020 de la Superintendencia de Pensiones, donde realiza observaciones con respecto a la Política de Solvencia del FJPPJ y al Estudio de Valuación Actuarial al 31 de diciembre de 2019, se adjuntan los siguientes documentos:

a) Política de Solvencia considerando las observaciones de la Supen.

b) Respuesta por parte del Actuario Raúl Hernández González, al oficio SP-901-2020.
Conforme con lo anterior, se estima atendida la solicitud presentada por la Superintendencia de Pensiones.”



[bookmark: _MON_1657610442][bookmark: _MON_1657610481]
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En sesión N° 24-2020 celebrada el 13 de julio del 2020, artículo X, En razón de lo indicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, mediante oficio N° SP-901-2020 de 6 de julio de 2020, en el que requiere la revisión de la Política de Solvencia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; a la luz de las observaciones antes hechas y visto que el plazo otorgado por el mismo para comunicar dicha resolución es de 15 días hábiles, se acordó por unanimidad: Solicitar al máster Raúl Hernández González, Asesor externo actuarial de la Junta Administradora, aclare el tema correspondiente, en el tanto deberá rendir el citado informe en la próxima sesión de este órgano que se celebrará el 20 de julio de 2020. 
Posteriormente, en sesión 25-2020 del 20 de julio de 2020, artículo XIV, se tuvo por presentada la exposición realizada por el Actuario matemático Raúl Hernández. 
Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 454-FC-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual adjunta la Política de Solvencia con las observaciones de la Superintendencia de Pensiones en SP-901-2020 así como el oficio de respuesta por parte del actuario matemático Raúl Hernández González. 2) Esta Junta Administradora con base en estos documentos mediante oficio N° 481-2020, dio respuesta a la Superintendencia de Pensiones al SP-901-2020. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033621]ARTÍCULO VII 
Documento N° 484, 647-2020

En sesión N° 20-2020 celebrada el 15 de junio del 2020, artículo XVI, se tuvo por recibido el oficio N° 719-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual se exponen las acciones que ese Departamento debe realizar en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información, para la aplicación la ley 9769 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”. Asimismo, se avaló el procedimiento remitido por el Departamento Financiero Contable en el pago de la planilla de la segunda quincena de junio 2020, para las personas jubiladas y pensionadas.
La licenciada Emma López Ramírez, Jefa del Proceso de Tesorería y la máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa del Subproceso Egresos, ambas, del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 929-TE-2020 del 20 de julio de 2020, comunicaron lo siguiente:
“De conformidad con lo estipulado en la Ley N° 9796 Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria y lo acordado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en la sesión N°20-2020 celebrada el 15 de junio 2020, artículo XVI, donde se autorizó aplicar los cambios correspondientes a la deducción de contribución solidaria en la planilla de la segunda quincena de junio de 2020, en forma atenta se indica:

En virtud de que el sistema no hizo el cálculo proporcional tal y como se indicó en oficio 719-TE-2020 de fecha 15 de junio 2020, este Macroproceso realizó los cálculos de forma manual según se detalla a continuación:

· Se establecieron los topes y se determinó el monto de la contribución mensual y para efectos de la quincena se calculó la proporcionalidad de 11 días del 20 al 30 de junio 2020 con la nueva ley; la cual entró en vigencia a partir 20 de junio 2020.

· Al monto de contribución obtenida, se sumaron las deducciones de ley y la contribución solidaria por aplicar antes de la reforma correspondiente a los 4 días del 16 al 19 de junio 2020.  

· Para los casos donde la suma anterior sobrepasaba el 55% se ajustó el monto de contribución total quincenal para llegar al tope máximo establecido en el artículo 5 de la citada ley el cual señala:

“… ARTÍCULO 5- Principio de contribución progresiva. La deducción de la contribución obligatoria y solidaria se aplicará cumpliendo con la escalerilla de contribución progresiva establecida en cada una de las leyes indicadas en el artículo 2 de la presente ley.

Para el caso de las deducciones que se deban aplicar a las multipensiones solo podrán ser consideradas, para los efectos de la contribución especial solidaria, aquellas que se paguen dentro de un mismo régimen de pensiones no pudiéndose aplicar las sumatorias de montos de pensión entre regímenes distintos.

En ningún caso, la suma de la contribución solidaria y la totalidad de las deducciones que se apliquen a todos los pensionados y jubilados cubiertos por esta ley, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión o las pensiones, que por derecho le correspondan al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%), respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión o las pensiones, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) respecto de la totalidad del monto bruto de las pensiones…”  Lo subrayado no pertenece al original.

Cabe indicar que, en virtud del reclamo presentado por un jubilado judicial, relacionado con el monto deducido por contribución solidaria en el beneficio de jubilación en la segunda quincena de junio 2020 y la primera quincena de julio 2020, se procedió a revisar el monto calculado a las personas que se vieron afectadas debido a la entrada en vigor de la ley. 

Que, en virtud de la revisión anterior, surgen dos escenarios los cuales se detallan seguidamente:

a) Cálculo de contribución proporcional considerando la porción según cada ley vigente en el periodo 

Este escenario corresponde a la lógica utilizada por este Macroproceso para realizar el pago, siendo que para un jubilado que tenía una contribución con la ley anterior de ¢170.000,00 quincenales y que al dividirlo entre 15 días y multiplicarlo por los 4 días de junio 2020; se obtiene como resultado 45.333,33; ahora bien para calcular el monto de la nueva contribución con la entrada en vigencia de la ley en el supuesto que el monto de la nueva contribución sea de ¢565.000,00 (aplicando los topes establecidos en la citada ley) al dividirlo entre 15 días y multiplicarlo por 11 se obtiene el monto de 414.333,33.

Sumando ambas contribuciones en este ejemplo el jubilado deberá aportar en total 459.666,67 para esa quincena; y posteriormente se compara la suma de las demás deducciones más la contribución contra el monto tope (55% del beneficio bruto), si no sobrepasa este se aplica la contribución total obtenida, de lo contrario se aplica hasta el tope.
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b) Cálculo de contribución de la nueva ley considerando la porción obtenida aplicando el tope

Este escenario corresponde a la lógica utilizada por el planteamiento del jubilado que tenía una contribución con la ley anterior de 170 000  y que al dividirlo entre 15 días de la II quincena de junio y multiplicarlo por los 4 días de junio 2020; se obtiene como resultado 45.333,33; ahora bien para calcular el monto de la nueva contribución con la entrada en vigencia de la ley 9796 en el supuesto que el monto de la nueva contribución sea de 565.000, y al considerar este monto de contribución más las demás deducciones, sobrepasa el tope, por lo que se determina como contribución para esa quincena la suma de 536.000,00 por lo que la porción de los 11 días se calcula considerando este monto y no la contribución total de la quincena. Al resultado obtenido se suma la porción de contribución con la ley anterior, obteniendo una contribución total de la quincena por ¢438.400,00.
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La diferencia entre ambos escenarios radica en que el escenario a) se obtiene la contribución proporcional de la nueva Ley utilizando la contribución total de la quincena sin aplicar el tope, mientras que en el escenario b) se obtiene la contribución de la nueva Ley aplicando el tope y posteriormente se calcula la porción para los 11 días.  En ambos escenarios se considera la contribución de los 4 días de la ley anterior. 

Dado lo anterior, es que se requiere el criterio de la Junta Administradora para determinar cuál escenario corresponde, a fin de aplicar los ajustes respectivos. 

Cabe indicar que en caso de proceder la aplicación del escenario a) según el análisis efectuado por esta oficina se determinó que se ejecutó de forma incorrecta el cálculo para las siguientes personas jubiladas y pensionadas por lo que seguidamente se detallan los montos que corresponde ajustar a dichas personas:
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Ahora bien, en caso de proceder la aplicación del escenario b) procedería ajustar el monto de los beneficios de los siguientes jubilados y pensionados del PJ, según el siguiente detalle:
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Es importante señalar que en ambos casos se requiere que esa Junta autorice la confección y aplicación de una solicitud de cambio de datos dirigida a la Dirección de Tecnología de Información, con el fin de modificar mediante un script el monto de la deducción correspondiente a la contribución solidaria para la siguiente quincena (una vez aprobado este planteamiento), ajustando las sumas rebajadas de más en la II quincena de junio de 2020.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 929-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual comunica el resultado de la aplicación de la Contribución Solidaria establecida en la Ley 9796 y la consulta realizada por un jubilado judicial, respecto a la interpretación en la forma de aplicación de dicha deducción. 2) Delegar al integrante Miguel Ovares Chavarría para que coordine con el Departamento Financiero Contable la metodología correcta y una vez definida se proceda con los ajustes que correspondan. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033623]ARTÍCULO VIII  
DOCUMENTO N° 617-2020.
El máster José Andres Lizano Vargas, Jefe de Proceso de Riesgos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 15 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:
“Se adjunta el Oficio N° 402-FC-2020, que corresponde al cumplimiento para pago por horas de servicio profesional de actuariado por 8 horas de junio 2020,  realizado por el Asesor Externo de Actuarial, MSC. Raúl Hernández González, correspondiente al Contrato N.º 002120.”
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Se acordó: Tener por rendido el oficio N° 402-FC-2020, mediante el cual el Máster José Andrés Lizano Vargas, Jefe del Proceso de Riesgos, comunica el cumplimiento del servicio profesional de actuariado por parte del Máster Raúl Hernández González, conforme el contrato N° 002120. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033629]ARTÍCULO IX  
DOCUMENTO N° 629-2020.
Las másteres Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, Andrea Valerín Arroyo, Jefa Subproceso Egresos, Emma López Ramírez, Jefa Proceso de Tesorería, en oficio N° 861-TE-2020 del 14 de julio de 2020, informó lo siguiente:
“Por instrucciones superiores de la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, adjunto se remite el oficio Nº 861-TE-2020 correspondiente a Traslado de consulta del jubilado judicial Carlos Jiménez Vásquez (aplicación de deducciones).”
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Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 861-TE-2020, del Departamento Financiero Contable, mediante el cual comunica las consultas y respuestas dadas al jubilado judicial Carlos Jiménez Vásquez, sobre las deducciones aplicadas al beneficio de jubilación. 2) Respecto a las consultas que se mantienen pendientes, según lo manifestado por el jubilado judicial, autorizar la contratación de la licenciada Karol Monge Molina, para que se refiera desde el punto de vista legal, específicamente a la consulta segunda y cuarta de la gestión del señor Jiménez Vásquez. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033631]ARTÍCULO X  
DOCUMENTO N° 625, 637-2020.
El servidor José Arturo Dinarte Gutiérrez, en correo del 16 de julio de 2020, informó lo siguiente:
“Señores, hoy me aplicaron una deducción de mi salario quincenal de 200.000 mil colones. 
Solicito información a qué obedece esa deducción. 
Me están causando un grave perjuicio.”
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Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor Jorge Arturo Dinarte Gutiérrez, jubilado judicial, relacionada con la deducción de Contribución Solidaria aplicada a su beneficio de jubilación. 2) Se hace saber al señor Dinarte Gutiérrez que la aplicación efectuada corresponde a la aplicación de la Ley 9796 denominada “Ley para rediseñar y redistribuir los recursos de la contribución especial solidaria”, que reforma el inciso a) del artículo 236 bis, para que se lea de la siguiente forma: “[…] a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.”. Dicha Ley entró en vigor a partir del 20 de junio de 2020 y fue publicada en el Alcance N° 286 de la Gaceta N° 243 del 20 de diciembre de 2019. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033635]ARTÍCULO XI  
DOCUMENTO N°  611, 615-2020.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 427-FC-2020 del 14 de julio de 2020, remitió:
“En atención al contenido del oficio N°449-2020 del 13 de julio de 2020, donde se adjunta el oficio SP-879-2020, recibido el 1 de julio de 2020, en el cual se presenta por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), la solicitud de la Metodología del Deterioro para el FJPPJ, se indica que por medio del oficio N° 415- FC-2020 del 10 de julio de 2020, remitido a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se atendió lo solicitud realizada.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 427-FC-2020 del Departamento Financiero Contable, mediante el cual comunica que con oficio N° 415-FC-2020 se atendió la solicitud realizada, referente a la Metodología del Deterioro para el FJPPJ. 2.) Dejar constancia que con oficio N° 450-2020 se brindó respuesta a la Superintendencia de Pensiones. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033637]ARTÍCULO XII  
DOCUMENTO N°  618-2020.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 229-PI-2020 del 9 de julio de 2020, remitió:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como las cuentas Administrativas del Poder Judicial, con corte al 31 de mayo de 2020, de lo cual es importante indicar: o La conciliación de las cuentas administrativas del Poder Judicial (otras dependencias administrativas), no presentan diferencias en los montos consignados, ni mayores problemas en su formato. o Como se mencionó en informes anteriores, a partir del mes de mayo de 2019 el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), en atención a solicitudes de la Superintendencia modificó el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes, que custodia dicha Entidad en Dólares, Colones y UDES, el cual es insumo para realizar la conciliación de títulos valores. La situación anterior ha implicado que: o El Poder Judicial realice la conciliación de manera distinta de como se venía realizando, por cuanto se requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio para lograr conciliarlos con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial. o Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio los agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación. o Algunas operaciones no fue posible conciliarse por cuanto no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR, quien indica que fue remitido para su atención al Área de Tecnología de esa Entidad Bancaria, se continuará con el seguimiento a fin de que se corrija en su totalidad. o Las demás diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses anteriores (de junio a noviembre de 2019), fueron comunicadas al BCR mediante oficios Nº 696-TI-2019, 787-TI-2019, 809-TI-2019, 914-TI-2019 y 965-TI-2019, 26-TI-2020, 142-PI-2020 y 179-PI-2020 de los cuales el BCR atendió en primero con oficio BCR-CEV-139-2019 de fecha 10 de octubre 2019 y el oficio Nº 809-TI-2019 con oficio Nº BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de 2019, recibido mediante correo electrónico del 15 de octubre de 2019 y 25 de noviembre de 2019 respectivamente, no obstante, a la fecha no se cuenta con respuesta de los restantes. o Como parte del seguimiento y procura en mejorar de la información de los Estados de Cuenta, el Macroproceso Financiero Contable, mantuvo reunión el pasado 21 de febrero de 2020, con representantes de la Entidad Custodia del BCR, de lo cual, como parte de los compromisos, se obtuvo que el Lic. Luis Sánchez Peñaranda, Jefe de la Custodia citada, se comprometió a subsanar todos los inconvenientes de los estados de cuenta para la información con corte a abril 2020 y para este mes de mayo se sigue con los mismos inconvenientes de abril, por lo que se estará solicitando una nueva reunión para dar seguimiento a los compromisos citados. Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección. 
Adicionalmente, se informa que, en los estados de cuenta suministrados por el citado Ente Custodio, se incluye el cálculo de tasas variables, con la tasa del cupón anterior, la cual no se actualiza mensualmente, como ocurre en el Sistema de Carteras de Inversión (SCI) del Poder Judicial; no obstante, al efectuar la cancelación de vencimientos se verifica el monto correspondiente, acreditado en las cuentas bancarias respectivas, con el propósito de verificar el pago correcto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Atentamente, MPM Oslean Mora Valdez Jefe, Proceso Inversiones MBA”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 229-PI-2020, mediante el que se remite el Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y el ente custodio, al 31 de mayo de 2020, así como de las diferencias que se mantienen en dicho informe y de las medidas que se han aplicado para conciliar lo que corresponda. 2) Estar a la espera de que el BCR remita respuesta a las consultas realizadas por esta Junta Administradora relacionadas con el informe comparativo. 3) Hacer una instancia a la Dirección Ejecutiva y al Departamento Financiero Contable para que se realicen los ajustes necesarios para conciliar los datos que se mantienen pendientes. 4) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, Departamento Financiero Contable, Comité de Inversiones y Comité de Auditoría para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XIII  
DOCUMENTO N°  631-2020.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 922-TE-2020  del 16 de julio de 2020, remitió:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión del joven NOMBRE 001, número de cédula 07-0272-0178, en forma atenta se indica:

· Que el 20 de mayo de 2020 se realizó vía correo electrónico por parte de este Macroproceso el recordatorio a los pensionados estudiantes que debían presentar los documentos de estudio con fecha límite al 31 de mayo de 2020.

· Que al 31 de mayo de 2020 el pensionado NOMBRE 001, no presentó documentos que respaldaran la continuación de estudios para el segundo periodo del año 2020, por esta razón el 09 de junio de 2020 se indicó vía correo electrónico por parte de este Macroproceso que se procedería con la suspensión del beneficio a partir del 01 de junio de 2020. Por lo que, a partir de la primera quincena de junio de 2020 se registra la exclusión por suspensión del joven NOMBRE 001.
· Que el día 17 de junio de 2020, el señor Rodrigo Vallecillo Matamoros (tío del pensionado estudiante), indicó vía correo electrónico que por razones relacionadas con la pandemia del COVID-19, el joven NOMBRE 001 tuvo dificultades para entregar la documentación de estudios respectiva. Adicionalmente, remite constancia de estudios del pensionado estudiante el día 18 de junio de 2020. 

En virtud que, el beneficio de pensión fue suspendido, se solicitó la presentación de la nota que justificara la reactivación, con el fin de enviar la gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

· Que el 24 de junio de 2020, don Rodrigo remite la nota de solicitud de reactivación del beneficio (véase documento adjunto).

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía el joven NOMBRE 001 era por la suma de ¢180.301,29 (¢90.150,64 por quincena).

· Que en acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N° 101-18 de fecha 20 de noviembre de 2018, artículo XXX, se acordó acoger el criterio vertido por la Dirección Jurídica en el oficio N° DJ-AJ-3787-2018, el cual para lo que interesa señala:
“[…] se concluye que a partir de la entrada en vigencia de la reforma, es decir, del 22 de mayo del 2018 (fecha de la publicación), en el caso de las hijas y los hijos mayores de 18 y menores de 25 años que realizan estudios, no se puede exigir como requisito para el pago de la pensión por orfandad, que las personas obtengan buenos rendimientos. De manera que, únicamente deberá acreditarse la edad y las constancias de que se encuentran matriculados realizando estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.”

Por lo antes expuesto, se traslada la presente comunicación a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con el fin que se determine si procede reactivar el beneficio de pensión y a partir de qué fecha.”
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En sesión N° 58-17 celebrada el 15 de junio de 2017, artículo LIV, se acogió la solicitud de pensión que formuló el joven NOMBRE 001 y la joven NOMBRE 002 ambos (…), hijo e hija de la jubilada judicial fallecida NOMBRE 003, cuya asignación mensual será de ¢169,624.36 (ciento sesenta y nueve mil seiscientos veinticuatro colones con treinta y seis céntimos) para cada uno, equivalente al 33.33% del 100% del monto de la jubilación que le hubiere correspondido a la exservidora judicial fallecida NOMBRE 003, a partir del 24 de febrero de 2017.
Finalmente, en sesión N° 7-20 del 9 de marzo de 2020, artículo VI, se reactivó el beneficio de pensión a favor del joven NOMBRE 001, a partir del  1 de febrero de 2020. Lo anterior de conformidad con el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por haber presentado la Boleta de Matrícula del Ministerio de Educación Pública.
Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 922-TE-2020 correspondiente a la comunicación de la situación del pensionado estudiante NOMBRE 001. 2) Reactivar el beneficio de pensión del señor NOMBRE 001, a partir del 18 de junio de 2020, fecha en que presentó los documentos que acreditan estar estudiando. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc47033643]ARTÍCULO XIV  
DOCUMENTO N°  638-2020.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 859-TE-2020  del 17 de julio de 2020, remitió:
“En virtud de que a partir del 27 de enero del presente año esa Junta inició sus labores como órgano administrador del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en razón del convenio de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo acordado por el Consejo Superior en la sesión N° 06-2020 celebrada el 23 de enero del 2020, artículo LXXVIII, este Macroproceso realizó las gestiones ante la Caja Costarricense del Seguro Social y el Ministerio de Hacienda, con el fin de actualizar ante dichas instituciones los cambios de cédula jurídica y de representación legal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 
Por lo que, seguidamente se informa las acciones realizadas: Trámites gestionados ante la Caja Costarricense del Seguro Social 
• Se coordinó con Don Roberto García Corrales del Subárea de Facturación Patronal y Registro de Información de la Dirección de SICERE, el procedimiento para realizar el cambio de patrono con el que se gestionaba el reporte de SICERE ante la Caja Costarricense del Seguro Social. 
• Se solicitó en el Departamento de Inspección la información para realizar la inscripción de la cédula jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
• Se realizó el registro del patrono Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a la cual se asociaron las personas jubiladas y pensionadas judiciales, no así empleados (ya que a la fecha no existen), esto según lo coordinado con el Departamento de Inspecciones de la Caja Costarricense del Seguro Social. 
• El señor Octaviano Barquero Chacón, Jefe de Subárea de Servicios Diversos le asignó el caso a la Inspectora Hellen Sanabria Villalobos, quién fue la que se encargó de recibir la documentación y gestionar el registro del patrono Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo que, en el mes de abril de 2020 se realizó el registro de la primera persona jubilada judicial en el patrono de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Además, en el mes de mayo 2020 se procedió a efectuar el reporte de todas las personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones con el patrono Junta Administradora y sustituyendo el reporte a través del segregado 101 a nombre de la Corte Suprema de Justicia, utilizado anteriormente. 
• La Inspectora Hellen Sanabria Villalobos, registró la planilla extraordinaria de las personas fallecidas que no se reportaron en el mes de mayo 2020 con el patrono Junta Administradora por tener dicha condición. 
• El reporte del mes de junio 2020 se efectuó sin ningún inconveniente en los primeros días del mes de julio 2020. 
• Con respecto a la cuota estatal (cuota SEM), según lo indicado por el señor Minor Zúñiga Sedó del Área de Facturación de Cuotas Obreras y Patronales de la Dirección del Sistema Centralizado de Recaudación, mediante correo electrónico del 29 de junio 2020, al cambiar el reporte a un patrono con características de ente privado, la gestión para cancelar el monto será cobrado directamente al Estado, como parte del aporte que debe realizar sobre la totalidad de los salarios de todos los patronos del país. 
Trámites ante el Ministerio de Hacienda 
• Se consultó en la Administración Tributaria de San José Este, los requisitos para el registro de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como patrono, así como el cambio del representante legal de la cédula jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
• Se visitó la Administración Tributaria de San José Oeste, sin embargo, en virtud de la declaratoria de emergencia nacional, se indicó que las gestiones se tenían que realizar de forma virtual por medio de correo electrónico, por lo que, dichos requisitos se remitieron al correo electrónico infoyasistencia@hacienda.go.cr. 
• La colaboradora Rebeca Coronado López de la plataforma de servicios de la Administración Tributaria Oeste, solicitó la aclaración de algunos aspectos. Aclaradas las consultas y remitida la información adicional solicitada, el 03 de junio de 2020 se recibió vía correo electrónico, la comunicación de que las gestiones de la inscripción de la Junta Administradora y el cambio de la representación legal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fueron registradas correctamente ante esa Institución. 
• Lo anterior se verificó en el Sistema ATV, mediante el cual se reporta la renta mensual correspondiente a los beneficios del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como los movimientos de renta de la Junta Administradora de dicho Fondo cuyos resultados fueron satisfactorios. • Actualmente, para realizar los reportes de renta ante el Ministerio de Hacienda se autorizó a la Licda. Katherine Zamora Murillo y al Lic. Rodrigo Delgado González. 
• En el mes de junio 2020 se procedió a presentar el formulario D 110 por la suma correspondiente al pago de renta de personas jubiladas y pensionadas judiciales del mes de mayo 2020, además se reportó un monto de ₡58.118,00 (cincuenta y ocho mil ciento dieciocho colones) a favor de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a las facturas canceladas en el periodo y que presentaron rebajo de dicho impuesto. 
Dado lo anterior, se concluye con la actualización respectiva ante ambas instituciones, así como la comunicación de las gestiones efectuadas por la Unidad del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Macroproceso Financiero Contable, para conocimiento de esa Junta.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe del Departamento Financiero Contable, en oficio N° 859-TE-2020, relacionado con las diligencias realizadas ante la Caja Costarricense del Seguro Social y el Ministerio de Hacienda, con el fin de actualizar ante dichas instituciones los cambios de cédula jurídica y de representación legal del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 2) Agradecer al Departamento Financiero Contable las gestiones practicadas ante las instancias de la Caja Costarricense del Seguro Social y el Ministerio de Hacienda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033645]ARTÍCULO XV  
DOCUMENTO N°  656-2020.
La máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, en oficio N° 245-SC-2020  del 23 de julio de 2020, remitió:
“En atención del oficio SP-899-2020 del Lic. Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Supervisión de Regímenes Colectivos, mediante el cual se establecen los requerimientos de presentación de los estados financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con base en lo establecido en el Reglamento de Información Financiera emitido por el CONASSIF, se informa lo siguiente: Previo a la consulta efectuada por la Junta Administradora mediante oficio N°401- 2020 del 30 de junio de 2020 a la SUPEN, el Macroproceso Financiero Contable coordinó una reunión con funcionarios de la Superintendencia de Pensiones, para conversar diferentes temas que incluyeron, entre otros, la definición de los registros contables y los aspectos relacionados a la supervisión de dicha Junta Administradora. Al respecto se nos indicó, que no se iba a ejercer la labor de supervisión de la misma forma que como se realiza con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Adicionalmente, no se iba a requerir la presentación de la información en los mismos términos que lo hace dicho Fondo. En vista de lo indicado, nos dirigimos a la Dirección General de Tributación Directa, y realizamos las consultas sobre este tema. En respuesta se nos informó que, por las características de la cédula jurídica de la Junta Administradora, los lineamientos a seguir son en forma similar a los lineamientos establecidos para las Juntas de Educación, las cuales son establecidos por la Dirección General de Contabilidad Nacional. Por lo indicado, el Macroproceso Financiero Contable procedió a efectuar los registros contables de la Junta Administradora, con base en el plan de cuentas establecido para el Sector Público Costarricense, por la Dirección General de Contabilidad Nacional. Posteriormente, este Macroproceso hizo de conocimiento de la Junta Administradora el oficio No. 144-SC-2020 del 30 de abril de 2020, con la propuesta de registro contable con base en el catálogo de cuentas, las políticas contables y el manual funcional de cuentas de la Dirección General de Contabilidad Nacional, los cuales fueron aprobados en sesión N° 15-2020 celebrada el 11 de mayo del 2020 en el artículo XIX. Por tal razón, respetuosamente se informa que se procederá a remitir los informes de los estados financieros trimestrales a la SUPEN, de conformidad con lo indicado el oficio SP-899-2020, con la salvedad de que dichos informes no son con base en los requerimientos del Reglamento de Información Financiera aprobado por el CONASSIF, sino con las instrucciones emitidas por la Dirección General de Tributación Directa.”
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Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 245-SC-2020, del Departamento Financiero Contable, mediante el cual informa sobre la forma de presentación de los Estados Financieros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a la Superintendencia de Pensiones, con base en las instrucciones emitidas por la Dirección General de Tributación. 2) Hacer de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones que la presentación de los Estados Financieros se realizará como lo indica el oficio SP-899-2020, con la salvedad de que dichos informes no son con base en los requerimientos del Reglamento de Información Financiera aprobado por el CONASSIF, sino con las instrucciones emitidas por la Dirección General de Tributación. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033648]ARTÍCULO XVI  
Documento N°616-2020

El Consejo Superior en la sesión N° 110-19 celebrada el 19 de diciembre del 2019, artículo LVIII, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El señor NOMBRE 001, mediante correo electrónico del 9 de diciembre de 2019, solicitó lo siguiente:

“De conformidad con los artículos 354 y 355 inciso a) de la Ley General de la Administración Pública, en tiempo interpongo recurso de revisión del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Superior N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, Artículo LXVIII, que fijó el monto de la pensión del servidor NOMBRE 001, en la suma mensual de seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos (ȼ 605.214,48)
Antecedentes.

Mediante sesión del Consejo Superior N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, acuerdo tomado mediante Artículo IV, se le otorgó al servidor NOMBRE 001, el derecho a su jubilación por cumplir con los requisitos que se requieren para pensionarse por motivos de enfermedad.

[bookmark: _Toc24995311]Mediante sesión del Consejo Superior N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, acuerdo tomado mediante Artículo LXVIII, se conoció el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana y se aprobó el monto de la pensión, el cual se fijó en la suma mensual de seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos (ȼ 605.214,48), según los parámetros establecidos en la Ley número 9544

FUNDAMENTO DEL RECURSO DE REVISION

Según los antecedentes expuestos, el funcionario NOMBRE 001, accedió a su derecho de jubilación por cumplir los requisitos que se requieren, debido a una enfermedad que lo incapacitaba de forma absoluta y permanente para ejercer sus funciones dentro del Poder Judicial. 
 
Según lo indica el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión del 21 de noviembre de 2019, al señor NOMBRE 001, se le efectuó el cálculo de la asignación económica con los parámetros establecidos en la Ley número 9544.  Esta norma en lo que interesa, establece en su artículo 227 lo siguiente: 

“Artículo 227- El servidor judicial que se incapacite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, así declarado por la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) o por la instancia que esa institución designe, y hubiera laborado por cinco años o más para el Poder Judicial, será separado de su puesto con una jubilación permanente. Dicha jubilación se calculará de la siguiente manera:

a) Se determina el ochenta y tres por ciento (83%) del promedio de los salarios ordinarios devengados en los últimos veinte años de su vida laboral o los que hubiera disponibles, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), según se estableció en el artículo 224. b) El resultado obtenido en el punto a) se multiplica por el tiempo servido a un máximo de treinta y cinco años y se divide entre treinta y cinco. El resultado será el monto del beneficio. Los montos de las pensiones por invalidez observarán los topes establecidos en el artículo 225”.

Esta fue la fórmula de cálculo que se utilizó para asignar el monto de pensión al señor NOMBRE 001. Sin embargo, la normativa utilizada por la administración para el cálculo del monto de la pensión es equivocada por las siguientes consideraciones. 

Si bien, mediante la Ley número 9544 se reformó el régimen de pensiones del Poder Judicial, esa normativa en el transitorio V establece:

“TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.”

Esta norma legal es clara al indicar que los funcionarios que cumplan con los requisitos para jubilarse dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la reforma pondrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto, es decir, las que estaban vigentes antes de la modificación efectuada a dicho régimen.  

La ley 9544 fue publicada el 22 de mayo de 2018, por ello, el transitorio de 18 meses que se estipula en dicha normativa, se cumplía el 22 de noviembre de 2019.  Como consta en los antecedentes reseñados, el señor NOMBRE 001, accedió a su derecho a la jubilación por cumplir con los requisitos establecidos para pensionarse por motivos de enfermedad desde el 26 de setiembre de setiembre de 2019, es decir, dentro del plazo de dieciocho meses establecido por el transitorio V de la Ley 9544.

Es importante destacar que, el transitorio no hace distinción en cuanto al motivo de jubilación, es decir, si la persona se jubila por tiempo servido, o por enfermedad.  Así, las cosas, al señor NOMBRE 001 se le debió efectuar el cálculo del monto de su pensión con base en las normas previstas en la Ley 7333 y Ley 7605, que es la normativa a la que hace remisión el transitorio V de la Ley 9544.  

En este sentido, el numeral 228 de esa otra legislación establece lo siguiente: 
ARTICULO 228.- El funcionario o empleado que se imposibilitare de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que hubiera laborado para el Estado por cinco años o más, será también separado de su puesto con una jubilación permanente, que se calculará de acuerdo con los años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226.

Por su parte, el artículo 226 -antes de la reforma- indica: 

“ARTICULO 226.- Los servidores judiciales que sean separados de sus cargos para el mejor servicio público y los funcionarios de período fijo que no sean reelegidos, tendrán derecho a la jubilación, siempre que el tiempo servido por ellos exceda de diez años. La jubilación será proporcional al tiempo servido y podrá percibirse solo durante un lapso equivalente a la mitad de este tiempo, salvo que hayan laborado por más de veinte años. En este último caso, el disfrute de la jubilación será vitalicio. Para fijarla, se multiplicará el ochenta por ciento (80%) del monto del salario promedio establecido en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta. El resultado será el monto de la jubilación. (Así reformado por el artículo 4º de la ley Nº 7605 de 2 de mayo de 1996).”

De igual manera el artículo 224 dispone: 

“DISPOSICIONES GENERALESARTICULO 224.- Los servidores judiciales podrán acogerse a una jubilación igual al salario promedio de los últimos veinticuatro mejores salarios mensuales ordinarios, devengados al servicio del Poder Judicial, siempre que hayan cumplido sesenta y dos años de edad y el número de años trabajados para la Administración Pública sea al menos de treinta. En ningún caso, el monto de la jubilación podrá exceder del equivalente al ingreso de un diputado, entendiéndose por ingreso las dietas y los gastos de representación”

Si se hubiera aplicado esta normativa, conforme lo establece transitorio V de la Ley 9544, el salario promedio que se tenía que utilizar para el cálculo del monto de la pensión era el promedio de los mejores veinticuatro salarios devengados. Luego, el 80% ese salario promedio se debía multiplicar por el tiempo laborado (29 años y 6 días) y dividirse entre 30. No obstante, esta no fue la fórmula que se utilizó para calcular el monto de pensión que le correspondía al señor NOMBRE 001. 

Aquí hay que destacar que conforme lo ha establecido la Sala Constitucional en reiterada jurisprudencia, los cambios de un régimen de pensiones no pueden aplicarse a aquellas personas que adquieran ese derecho dentro de los dieciocho meses siguientes a la promulgan de una reforma. 
Adicionalmente, hay que indicar que el transitorio V de la Ley 9544, establece ese lapso de dieciocho meses de transición entre un régimen y otro. De igual manera, la aplicación del transitorio V de la Ley 9544, debe hacerse, sin hacer distinción entre personas que se jubilan por tiempo servido, de aquellas otras que se jubilan por enfermedad, porque dicho transitorio no hace distinción entre esos dos tipos de jubilaciones, por lo que no hay que hacer una distinción donde la misma ley no la hace. 

Interpretar lo dispuesto en el transitorio V de la Ley 9544, de forma tal que se haga una distinción entre funcionarios judiciales que se jubilan por cumplir con el requisito de tiempo servido, de aquellos otros que se jubilan por una condición de salud, conllevaría a una discriminación negativa, lo cual está prohibido en nuestro ordenamiento jurídico. 

De igual manera, hacer una distinción entre ambos presupuestos para acceder al derecho de jubilación, conllevaría a una discriminación en perjuicio de aquellos funcionarios que por una condición de vulnerabilidad, como lo es una enfermedad, accedieron a su derecho de jubilación.  Además, la aplicación discriminatoria de la Ley está prohibida al amparo de lo que establece el artículo 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 24 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y lo estipulado en el artículo 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.

Finalmente, es importante indicar que, el señor NOMBRE 001, gestionó su valoración médica desde el 8 de mayo de 2018, petición que fue acogida por el Consejo Superior mediante oficio 4518-2018 del 10 de mayo de 2018,  y si bien durante el trámite de su valoración operó un cambio de legislación, que conllevó a que el funcionario tuviera que ser valorado finalmente  por  la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez de la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), como se explicó líneas atrás, los cálculos de su pensión debieron hacerse con base en las normas anteriores, porque así lo dispone el transitorio V de la Ley 9455, además porque la gestión del funcionario fue presentada con antelación a que entrara en vigencia esa nueva legislación.

PETITORIA

Con base en los argumentos esbozados y el fundamento jurídico invocado, se solicita al Consejo Superior revisar el acuerdo adoptado en la sesión N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, Artículo LXVIII, para que el mismo sea ajustado a lo que en Derecho corresponde, y por ende los cálculos de la pensión del señor NOMBRE 001, se realicen conforme con lo establecido en la normativa contemplada en las leyes 7333 y 7605.  En consecuencia, se solicita al Consejo Superior gire las instrucciones correspondientes a la Dirección de Gestión Humana, para que realicen nuevamente los cálculos del monto de pensión con base en la normativa recién citada, y se remita a la mayor brevedad posible, el nuevo informe, para que sea conocido y aprobado por dicho órgano. 

Finalmente, se hace la observación que con el resultado de esta gestión se da daría por agotada la vía administrativa.

NOTIFICACIONES
Para atender comunicaciones en relación con esta gestión se señala el correo electrónico debidamente autorizado: resegura@abogados.or.cr”
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En sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo IV, se aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente en el cargo de sus funciones al servidor NOMBRE 001, a la razón, Técnico Judicial 2 del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 26 de setiembre de 2019, con derecho a los extremos laborales que le correspondieran. 

Además, la Dirección de Gestión Humana elaboraría, los cálculos respectivos sobre los derechos laborales del servidor NOMBRE 001y rendiría el informe correspondiente al Consejo Superior para su respectiva aprobación.

Luego, en sesión N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo LXVIII, se aprobaron los cálculos de la jubilación del servidor NOMBRE 001, a la razón, Técnico Judicial 2 del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, cuya asignación mensual bruta sería ¢ 605.214,48 (seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos) y neta de ¢ 490.249,80 (cuatrocientos noventa mil doscientos cuarenta y nueve colones con ochenta céntimos), a partir del 26 de setiembre de 2019.

La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez vota por no acoger, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por el señor NOMBRE 001, Jubilado Judicial, a la Dirección Jurídica para estudio e informe lo correspondiente a conocimiento de este Consejo.”
-0-
El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Silvia Calvo Solano, Coordinadora interina del Área Análisis Jurídico, remiten criterio Nº DJ-AJ-C-436-2020 del 14 de julio de 2020, que dice:
[bookmark: _Hlk517188894]“En respuesta al oficio N° 811-2020 de 27 de enero de 2020, suscrito por la Licda. María Vanessa Fernández Salas, Prosecretaria General interina, se informa lo siguiente:

1. De la Gestión

Mediante el citado oficio, remiten a esta Dirección el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 110-19 celebrada el 19 de diciembre del año 2019, artículo LVIII, que indica:

“Se acordó: Trasladar la gestión presentada por el señor NOMBRE 001, Jubilado Judicial a la Dirección Jurídica para estudio e informe lo correspondiente a conocimiento de este Consejo.” 

El acuerdo transcrito anteriormente, surge a raíz de que, en la referida sesión del Consejo Superior, se conoció de la solicitud remitida por el señor NOMBRE 001, Jubilado Judicial, mediante correo electrónico del 9 de diciembre de 2019; en lo que interesa expone:

“De conformidad con los artículos 354 y 355 inciso a) de la Ley General de la Administración Pública, en tiempo interpongo recurso de revisión del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión Superior N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, Artículo LXVIII, que fijó el monto de la pensión del servidor NOMBRE 001, en la suma mensual de seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos (ȼ 605.214,48).”  (El subrayado no es del original).

Como antecedentes, expone el señor NOMBRE 001 que el Consejo Superior, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo IV, le otorgó el derecho a su jubilación -a partir del 26 de setiembre de 2019-, por cumplir con los requisitos que se requieren para pensionarse por motivos de enfermedad.

Posteriormente, el mismo órgano colegiado administrativo, en sesión N° 102-19 celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo LXVIII, aprobó el monto de la pensión, fijándola en la suma mensual de seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos (¢605.214,48), para un monto neto de cuatrocientos noventa mil doscientos cuarenta y nueve colones con ochenta céntimos (¢ 490.249,80), según los parámetros de la Ley 9544.

Fundamenta el Recurso de Revisión, indicando que “accedió a su derecho de jubilación por cumplir los requisitos que se requieren, debido a una enfermedad que lo incapacitaba de forma absoluta y permanente para ejercer sus funciones dentro del Poder Judicial”. Según se desprende de las actas del Consejo Superior, se le efectuó el cálculo de la asignación económica con los parámetros de la Ley 9544 (Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas), propiamente se le aplicó el artículo 227 ibidem.

Alega el señor Julián Alvarado, que la normativa utilizada para el cálculo del monto de la pensión es equivocada, por las siguientes consideraciones:

“Si bien, mediante la Ley número 9544 se reformó el régimen de pensiones del Poder Judicial, esa normativa en el transitorio V establece:

“TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.” 

Esta norma legal es clara al indicar que los funcionarios que cumplan con los requisitos para jubilarse dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la reforma pondrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto, es decir, las que estaban vigentes antes de la modificación efectuada a dicho régimen.”

Continuando con la exposición de motivos, indica el interesado que se le debió efectuar el cálculo del monto de la pensión con base en las normas previstas en la Ley N° 7333 y Ley 7605, que es la normativa a la que remite el transitorio V (sic)[footnoteRef:1] de la Ley 9544. Adiciona, que dicho transitorio establece un lapso de dieciocho meses de transición entre un régimen y otro, y que este no hace una distinción entre aquellas personas que se jubilan por tiempo servido de aquellas otras que se jubilan por enfermedad, por lo que no hay que hacer una distinción donde la misma ley no la hace. [1:  Se refiere al Transitorio VI de la Ley N° 7333.] 


Finalmente, como petitoria solicita el jubilado NOMBRE 001, que “el Consejo Superior gire las instrucciones correspondientes a la Dirección de Gestión Humana, para que realicen nuevamente los cálculos del monto de pensión con base en la normativa recién citada, y se remita a la mayor brevedad posible, el nuevo informe, para que sea conocido y aprobado por dicho órgano.”
1. Antecedentes de interés


El Consejo Superior en la sesión No 84-2019, celebrada el 26 de setiembre de 2019, artículo IV, aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente del señor NOMBRE 001, así lo dispuso en el acuerdo, que en lo que interesa indica lo siguiente:

“se acordó: 1.) Aprobar la jubilación por incapacidad absoluta y permanente en el cargo de sus funciones al servidor NOMBRE 001, a la razón, Técnico Judicial 2 del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 26 de setiembre de 2019, con derecho a los extremos laborales que le correspondan. 2.) Agradecer a don NOMBRE 001los servicios prestados al Poder Judicial. 3.) La Dirección de Gestión Humana elaborará, a la brevedad los cálculos respectivos sobre los derechos laborales del servidor NOMBRE 001y rendirá el informe correspondiente a este Consejo para su respectiva aprobación (…)”

Posteriormente, el mismo Consejo Superior, en sesión No 102-2019, celebrada el 21 de noviembre de 2019, artículo LXVIII, aprobó los cálculos de la jubilación del señor NOMBRE 001, en este caso se adoptó el acuerdo siguiente:

“Se acordó: 1.) Aprobar los cálculos de la jubilación del servidor NOMBRE 001, a la razón, Técnico Judicial 2 del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de San José, cuya asignación mensual bruta será ¢ 605.214,48 (seiscientos cinco mil doscientos catorce colones con cuarenta y ocho céntimos) y neta de ¢ 490.249,80 (cuatrocientos noventa mil doscientos cuarenta y nueve colones con ochenta céntimos), a partir del 26 de setiembre de 2019. 2.) Agradecer a don Julián los servicios prestados al Poder Judicial (…)”


Al tomar el acuerdo anterior, se tuvo por recibido el oficio No. 303-CJ-2019, donde la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana y el señor Carlos Lizano Alfaro, Jefe Administrativo 4 interino, remiten el “Informe de Asignación de Beneficio de Jubilación por incapacidad Absoluta y Permanente”,  donde detallan de forma técnica la condición del jubilado NOMBRE 001, especificando en el ítem norma legal: “Cálculos realizados según lo dispuesto en el artículo 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 9455.”

1. Análisis Jurídico

De conformidad con el artículo 239 de la Ley N° 9544 de 24 de abril del 2018, la competencia para conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión corresponden a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.  Si bien la vigencia de esta ley inició con su publicación el 22 de mayo del 2019, sin embargo, la Junta Administradora inició funciones el 27 de enero del 2020.

A manera de observación preliminar, primeramente, es importante señalar que mediante el oficio N° 6144-2020 del 30 de junio del 2020, se comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión N° 55-2020 celebrada el 4 de junio de 2020, artículo XXI, en el cual se conoció el oficio de la Dirección Jurídica N° DJ-AJ-1974-2020 de 26 de mayo de 2020.     En este oficio, se expusieron formalmente las razones de legalidad, por las cuales la Dirección Jurídica, a pesar de nuestra voluntad de colaboración con las funciones de la Junta, considera que no puede atender las solicitudes de recursos contra actos originados con base en los criterios jurídicos emitidos por esta Dirección, con motivo de la función que realiza la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Además, la Dirección Jurídica hizo del conocimiento del Consejo Superior y de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el eventual riesgo que representa, que la Dirección Jurídica atienda los recursos que interpongan las personas ante la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.   Asimismo, la Dirección Jurídica recomendó que cada órgano tenga sus asesores en derecho; con la finalidad de lograr una mejor organización y evitar toda duda en cuanto a la ética y la probidad de las personas servidoras que realizan la función asesora.   Al respecto, el Consejo Superior dispuso lo siguiente:

“Se acordó: Acoger el criterio del máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico, en oficio N° DJ-AJ-1974-2020 del 26 de mayo de 2020 y hacerlo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.”

Expuesto lo anterior, debe destacarse que, en vista de que la Dirección Jurídica no ha realizado ningún  análisis relacionado con la jubilación del señor NOMBRE 001,  y a fin de colaborar con la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, esta Dirección les expondrá -en términos generales-, sobre los alcances del transitorio VI de la Ley N° 9544.

Como segundo aspecto preliminar, debe recordarse que, en aplicación de lo dispuesto en el Reglamento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, contenido en la circular 251-2017, aprobado por la Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia en el artículo XXXIII de la sesión número 47-14, celebrada el día 06 de octubre de 2014, debe entenderse que esta Dirección cumple funciones de asesoría jurídica en términos generales respecto de los alcances de la legislación vigente y no sustituye la valoración de cada caso concreto que legalmente compete al órgano administrativo decisor, en virtud de lo cual, este acto constituye una orientación jurídica general sobre la base de la información y pregunta que se plantea, sin que se prejuzgue sobre ningún caso concreto.

Propiamente, en cuanto al estudio solicitado por el Consejo Superior, y cuyo conocimiento actualmente corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,  es importante recordar que la labor de la asesoría legal en materia de criterios jurídicos, es orientar en los alcances legales del ejercicio administrativo, pero un límite legal y ético de quienes ejercen una adecuada asesoría jurídica, es no sustituir a los órganos competentes en el ejercicio de su decisión, sino tan solo ofrecer elementos para su valoración o de lo contrario, los órganos de decisión quedarían vaciados de su autoridad, sus competencias y responsabilidades y quedarían tan solo como simples repetidores o ejecutores de lo que el abogado diga, lo que haría que, en la práctica, sea el asesor jurídico quien ostente el poder institucional, a contrapelo de la decisión de la sociedad expresada en la legislación que otorga y deslinda las competencias públicas.

El tema planteado por el señor NOMBRE 001, Jubilado Judicial, versa sobre la inconformidad con respecto a la fórmula que se aplicó para el cálculo del monto de la pensión, sosteniendo, que debió aplicarse según lo dispuesto en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, número 7333, amparándose en el transitorio VI de la ley N° 9544.   En esta línea de argumentación, el interesado señala estar dentro del supuesto al que refiere el transitorio VI de la Ley 9544.   

[bookmark: _Hlk45464444]El transitorio VI de la ley N° 9544 establece un período de gracia de dieciocho meses; al respecto, señala lo siguiente: 

 “TRANSITORIO VI- Los servidores judiciales que cumplan con los requisitos para adquirir el derecho a la pensión según lo establecía el texto del título IX de la Ley N.º 7333, de 5 de mayo de 1993, dentro de los dieciocho meses posteriores a la promulgación de la presente ley, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.” (Énfasis suplido).

De acuerdo con esa norma transitoria, todas aquellas personas servidoras judiciales que cumplan con los requisitos requeridos por la Ley N° 7333 para acogerse a la jubilación o pensión, dentro de dieciocho meses posteriores a la entrada en vigencia la Ley No. 9544, se podrán pensionar al amparo de las disposiciones establecías en el título IX de la Ley N° 7333.

Obsérvese que si la ley N° 9544 fue publicada el 22 de mayo del 2018, fecha a partir de la cual inició su vigencia, el período de gracia de 18 meses venció el 22 de noviembre del 2019; es decir, este día finalizó el período de gracia.  El período de gracia es un dimensionamiento de los efectos de las normas, que el legislador establece (a través de una norma transitoria), con el fin de brindar certeza y seguridad jurídica en este tema.  Es un período para que se logren cumplir los requisitos establecidos en la ley, en este caso, la Ley N° 7333.

Para el caso en concreto, el señor NOMBRE 001 indica en el recurso de revisión, que la ley 9544 fue publicada el 22 de mayo de 2018, por ello, el transitorio de 18 meses que se estipula en dicha normativa, se cumplía el 22 de noviembre de 2019, siendo que, él cumplió con los requisitos establecidos para pensionarse por motivos de enfermedad desde el 26 de setiembre de 2019, es decir, dentro del plazo de los dieciocho meses establecidos por el transitorio V (sic)[footnoteRef:2] de la Ley 9544. En ese sentido, alega que se le debió efectuar el cálculo del monto de su pensión, con base en la normativa prevista en la Ley 7333, que es la normativa a la que hace remisión el Transitorio de la Ley 9544. [2:  Se refiere al Transitorio VI de la Ley N° 7333.
] 


[bookmark: _Hlk40361116]De la información consignada en el acta del Consejo Superior No. 84-2019 del 26 de setiembre de 2019, artículo IV, consta que se le aprobó la jubilación por incapacidad absoluta y permanente a partir del 26 de setiembre de 2019 al jubilado NOMBRE 001.

Asimismo, se determinó por parte del Consejo Superior, que don Julián Alvarado cumplía con los requisitos para pensionarse, según la valoración que hicieran los galenos de la Comisión Calificadora del Estado de la Invalidez de la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS), quienes rindieron el dictamen el 20 de agosto de 2019, en la sesión N° 341-2019, donde declaran “Inválido” al señor NOMBRE 001.

Así las cosas, y siguiendo la línea del tiempo, se observa con notoriedad que ambas fechas supra señaladas, están dentro del período de tiempo establecido en el transitorio VI de la ley No. 9544 Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, del 5 de mayo de 1993, y sus reformas.  Lo anterior, por cuanto el período de gracia finalizó el 22 de noviembre del 2019.  Hay que resaltar que el legislador es claro y expreso al señalar que a las personas que logren cumplir los requisitos establecidos en la Ley N° 7333, podrán pensionarse al amparo de las disposiciones establecidas en el mencionado texto.  Es decir, se refiere a la ley N° 7333.

La Ley 7333 en los artículos 228 y 226 establece lo siguiente:

“Artículo 228.- El funcionario o empleado que se imposibilite de modo permanente para el desempeño de su cargo o empleo, siempre que hubiere laborado para el Estado por cinco años o más, será también separado de su puesto con una jubilación permanente, que se calculará de acuerdo con los años de servicio, en la forma dispuesta en el artículo 226.”
	
“Artículo 226.- Los servidores judiciales que sean separados de sus cargos para el mejor servicio público y los funcionarios de período fijo que no sean reelejidos (sic), tendrán derecho a la jubilación, siempre que el tiempo servido por ellos exceda de diez años. La jubilación será proporcional al tiempo servido y podrá percibirse solo durante un lapso equivalente a la mitad de este tiempo, salvo que haya laborado por más de veinte años. En este último caso, el disfrute de la jubilación será vitalicio. Para fijarla, se multiplicará el ochenta por ciento (80%) del monto del salario promedio establecido en el artículo 224 por el número de años servidos y el producto se dividirá entre treinta. El resultado será el monto de la jubilación.

(Así modificado mediante Ley N° 7605 de 2 de mayo de 1996)” (Énfasis suplido).

En consecuencia, estima esta Dirección Jurídica, que las normas anteriores a la reforma daban la posibilidad de que previo criterio médico que así lo indicara se podía otorgar la jubilación o pensión por invalidez, a todas aquellas personas servidoras judiciales y funcionarias que lo requerían, teniendo definida la fórmula de cálculo que, a su vez fijaba el monto económico. 

[bookmark: _Hlk45464591]De manera que, hacer una interpretación contraria al texto de la ley o restringiendo el derecho a la jubilación a través de una fórmula de cálculo que no resulta aplicable y que perjudica a la persona jubilada, sería violar el principio de Legalidad administrativa, así como también  iría en detrimento de los derechos fundamentales, en virtud del principio Pro-homine (a favor de la persona) y del principio Favor libertatis (a favor de la libertad y el derecho), siendo que, otorgar la pensión a una persona por motivo de invalidez, es un derecho fundamental y a la vez un derecho humano y este debe ir acompañado de un monto por jubilación acorde con las reglas de la legislación que rige para esos casos (período de gracia).  Este es un caso relacionado con el tema de la sobrevivencia de las leyes en el tiempo,  llamado también sobrevivencia del derecho abolido.

La Sala Constitucional, en la resolución No. 12.783-2018 del 8 de agosto de 2018, se refirió a estos dos principios; en ese momento indicó: 

[bookmark: _Hlk45466730]“Sobre la necesaria interpretación evolutiva que opera en materia de derechos humanos y el principio de interpretación más favorable para el ser humano. - En materia de derechos humanos, y protección de derechos fundamentales, se imponen varios principios interpretativos, a saber, “principio de interpretación más favorable para el ser humano”, “pro homine” y “pro libertatis”. Sobre estos conceptos, en general la jurisprudencia de esta Sala ha indicado que:
 
“debe verse en armonía con el principio pro libertate, el cual, junto con el principio pro homine, constituye el meollo de la doctrina de los derechos humanos: según el primero, debe interpretarse extensivamente todo lo que favorezca y restrictivamente todo lo que limite la libertad; según el segundo, el derecho debe interpretarse y aplicarse siempre de la manera que más favorezca al ser humano.” (SCV 2012-002604)
 
“… conforme a toda la doctrina constitucionalista de inspiración democrática, los derechos fundamentales se amparan, entre otros, al principio de "favor libertatis", a tenor del cual, en caso de incertidumbre u oscuridad de los textos expresos, hay que optar por la interpretación que ofrezca mayores garantías a las personas.” (SCV 835-90)
 
“en atención al principio pro homine, sirven para integrar e interpretar el derecho en el tanto otorgan mayor protección a los derechos fundamentales de las personas” (SCV 2011-7361)
 
“en atención al principio pro homine, sirven para integrar e interpretar el Derecho de la Constitución, en el tanto otorgan mayor protección a los derechos fundamentales   de las personas.” (SCV 2012-00550)”. (Énfasis suplido).
 
[bookmark: _Hlk45464625]En ese orden de ideas, y de manera complementaria, debe hacerse referencia al artículo 10 del Código Civil, el cual está ubicado en el Título Preliminar, Capítulo II “Interpretación y aplicación de las normas jurídicas” indicando propiamente: “Las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, en relación con el contexto, los antecedentes históricos y legislativos y la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas, atendiendo fundamentalmente al espíritu y finalidad de ellas.”     Por consiguiente, las instituciones públicas -incluyendo al Poder Judicial- están sometidas al principio de legalidad[footnoteRef:3], en virtud del cual debe actuarse conforme está autorizado en el bloque de legalidad, respetando el ordenamiento jurídico.  Es por ello que, no respetar el período de gracia de los 18 meses establecido en el transitorio VI de la ley 9544 (Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N° 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas), dejando excluidas a todas aquellas personas servidoras y funcionarias judiciales, que en dicho período hayan cumplido con los requisitos establecidos en la legislación nacional para jubilarse o pensionarse, se estaría incurriendo por parte de la Administración, en una flagrante violación a los derechos que posee esta población, ya que no se estaría aplicando correctamente la normativa, colocando en desventaja a la persona jubilada o pensionada.  [3:  Artículo 11 de la Constitución Política y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública.] 


En orden a lo anterior, hay que resaltar que, la ley no establece una distinción entre la jubilación y la pensión por invalidez, en el sentido de que ambas modalidades gozan de la cobertura legal en el apartado destinado para cada una en la ley nacional.  En otras palabras, no hay que hacer una distinción donde la ley no la hace.  Además, debe recordarse el criterio técnico en materia jubilatoria, según el cual, debe darse la coexistencia de los regímenes jubilatorios y debe respetarse el derecho de pertenencia al régimen jubilatorio.  

IV.- Conclusiones:

De conformidad con todo lo expuesto, se concluye lo siguiente: 

1. El conocimiento del presente asunto corresponde a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conforme lo establece el artículo 239 de la Ley N° 9544 de 24 de abril del 2018, la cual inició su funcionamiento el 27 de enero del 2019.

1. La Ley No. 9544, Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley No. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993 y sus reformas, fue publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 89 el martes 22 de mayo de 2018, por lo tanto, es a partir de esta fecha que inició la vigencia de esta ley.

1. El transitorio VI de la Ley N° 9544 establece un período de gracia de 18 meses posteriores a su promulgación, para que a aquellas personas servidoras judiciales a quienes les faltaba un tiempo inferior a dicho período de gracia, para cumplir los requisitos que establece la ley N° 7333, se les aplique lo que establecía el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial No. 7333.

1. En consecuencia, el período de gracia finaliza el 22 de noviembre de 2019, por lo que, todas las personas servidoras judiciales que logren cumplir los requisitos legales dentro de este período para jubilarse o pensionarse, tienen que ser consideradas dentro de los efectos jurídicos que establece dicho transitorio.  Y, consecuentemente, para todos los efectos -incluida la fórmula de cálculo- aplica lo establecido en el Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial N° 7333.

1. En apego al principio de Legalidad administrativa, y acatando los razonamientos de la Sala Constitucional, en relación con los principios Pro-homine (a favor de la persona) y principio Favor libertatis (a favor de la libertad y el derecho), así como lo establecido en el artículo 10 del Código Civil, según el cual, las normas se interpretarán según el sentido propio de sus palabras, es decir, debe respetarse lo establecido en ellas y en caso de surgir alguna duda, debe hacerse una interpretación del Transitorio VI  de la Ley N° 9544, de la manera que ofrezca mayores garantías y protección a los derechos fundamentales de las personas y aplicando el principio tempus regit act.  Debe recordarse el criterio técnico en materia jubilatoria, según el cual, debe darse la coexistencia de los regímenes jubilatorios y debe respetarse el derecho de pertenencia al régimen jubilatorio.  

Conforme lo expuesto se deja rendido el criterio solicitado.

	Advertencias:

· El presente criterio se funda en un razonamiento técnico jurídico con base en la aplicación del ordenamiento jurídico administrativo y el supletorio aplicable a la materia, cualquier valoración de oportunidad y conveniencia que sea necesario realizar, es competencia de las unidades decisoras y ejecutoras correspondientes.   

· El presente criterio se emite con base en la información suministrada por la unidad requirente del mismo, mediante el oficio N° 811-2020 de 27 de enero de 2020, suscrito por la Licda. María Vanessa Fernández Salas, Prosecretaria General interina. En razón con lo anterior, no le corresponde a esta unidad asesora la responsabilidad por la veracidad de dicha información.
  
· Cualquier traslado del presente criterio a terceros no involucrados en los procesos de análisis y toma de decisiones con respecto al objeto de este, deberá ser realizado previa despersonalización de cualquier dato sensible que se haya consignado en dicho documento.

· No se advierte incompatibilidad o conflicto ético para la emisión del presente criterio, en tanto que los temas indicados no inciden en los derechos subjetivos de los suscribientes, ni hay vínculos de ningún tipo con la persona sobre la cual gira el análisis del informe.

· El presente criterio se emite con base a la consulta realizada, por lo que es responsabilidad de la unidad requirente precisar y delimitar la o las consultas formuladas a esta Dirección.




-0-
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe Nº DJ-AJ-C-436-2020, presentado por la Dirección Jurídica y acogerlo, por lo que deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los cálculos de jubilación del señor NOMBRE 001, con base en la fórmula establecida en el artículo 226 de la Ley Orgánica 7333 y remitir el informe correspondiente a esta Junta Administradora. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del jubilado judicial. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc35877711]ARTÍCULO XVII   
DOCUMENTO N° 694-2020.
Siendo que esta Junta Administradora aprobó en sesión N° 15-2020, celebrada el 11 de mayo de 2020, artículo II, la metodología para determinar la dependencia económica en los casos de solicitud de pensión, la cual se ha llegado a concluir que puede afectar negativamente el porcentaje de beneficio de pensión a las personas gestionantes, se acordó: Suspender la aplicación de dicha metodología para que sea estudiada la nueva propuesta del integrante Mauricio Villalta Fallas, la cual se incorporará en la agenda de la sesión N° 27-2020, a celebrarse el 10 de agosto de 2020.
[bookmark: _Toc47033651]ARTÍCULO XVIII  
Documento N° 632-2020

La licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-2758-2020 del 14 de julio de 2020, remitió informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, cuyas conclusiones dicen:
“[…]

Conclusiones.

· El informe socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001, demuestra claramente que la señora NOMBRE 001, siempre dependió de los ingresos de su esposo, quien se encargó de suplir todas las necesidades básicas de su hogar, razón por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, NOMBRE 001 no cuenta con pensión estatal, tampoco recibe ayuda de instituciones de bienestar social ni tiene otras fuentes propias de ingresos; situación que la sitúa en una condición de vulnerabilidad económica para satisfacer sus necesidades.

· El estudio socioeconómico revela que la solicitante ante la falta de ingresos, ha logrado satisfacer sus necesidades básicas gracias por el apoyo que recibe de su hija NOMBRE 003, la cual le facilita los alimentos diariamente y también al dinero que se le otorgó del Fondo de Socorro Mutuo, sin embargo, este dinero es temporal, situación que llena de preocupación a la adulta mayor que se mira a corto plazo en una situación de insolvencia presupuestaria. 

· La avanzada edad de doña NOMBRE 001, baja escolaridad y la condición de salud que presenta, son situaciones que le imposibilitan incursionar en el mercado laboral para la obtención de ingresos propios.
Datos de interés.

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor NOMBRE 002 era de ¢872,854.75 (ochocientos setenta y dos mil ochocientos cincuenta y cuatro colones con 75/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001, de considerar la Junta Administrado del Fondo aprobarle la pensión, es del 80% del monto de la jubilación que percibía su esposo al momento de su deceso, el cual equivale a ¢698,283.80 (seiscientos noventa y ocho mil doscientos ochenta y tres colones con 80/100).
 
· Para la consideración de la Junta Administradora del Fondo, sobre la posible fecha de vigencia del beneficio, se informa que la solicitud de pensión fue presentada el 08 de mayo 2020, un total de 11 días naturales posteriores al fallecimiento don Javier. 

Finalmente, se considera oportuno manifestar, que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”           
-0-

Se acordó: 1) Tener por conocido el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 20-000253-979-TS y el oficio N° PJ-DGH-AP-2758-2020, de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia aprobar el beneficio de pensión a la señora NOMBRE 001, cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido NOMBRE 002, en un 80% del beneficio que disfrutaba don NOMBRE 002, el cual equivale al monto bruto de ¢698,283.80 (seiscientos noventa y ocho mil doscientos ochenta y tres colones con ochenta céntimos) mensuales, a partir del 28  de abril de 2020. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana 3) El Departamento Financiero Contable tomará nota para lo de su cargo. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033653]ARTÍCULO XIX  
DOCUMENTO N°  641-2020.
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-2719-2020 del 10 de julio de 2020, remitió informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora NOMBRE 001, en calidad de madre del servidor judicial fallecido NOMBRE 002, cuyas conclusiones dicen:
“[…]

Conclusiones.

· De acuerdo con los antecedentes de la gestión, el fallecimiento del servidor NOMBRE 002, da pie conforme la normativa vigente, a que sus posibles beneficiarios soliciten la pensión; por lo tanto, al no existir solicitudes de cónyuges o hijos sobrevivientes, la señora NOMBRE 001 queda facultada para reclamar el derecho a la pensión derivada por el fallecimiento de su hijo.
 
· El informe socioeconómico practicado a la señora NOMBRE 001, demuestra claramente que la valorada siempre dependió del apoyo económico que le brindaba su hijo, quien se encargó de suplirle gran parte de las necesidades básicas alivianando con esto y otros gastos la carga económica de su madre.

· Conforme la verificación realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio, doña NOMBRE 001 cuenta con una pensión del Magisterio Nacional, sin embargo, no cuenta con ayuda de instituciones de bienestar social o de otra índole que le permitan aumentar sus ingresos en pos de la satisfacción plena de sus necesidades básicas.

· El estudio socioeconómico revela que doña NOMBRE 001 presenta condición de pobreza de acuerdo con los parámetros establecidos por el Instituto Nacional de Estadística y Censos para zonas urbanas; situación que se reafirma con las privaciones que presenta en ciertas áreas como salud, recreación, vestido.

· La avanzada edad de la valorada y la condición de salud que presenta, son situaciones que le imposibilitan incursionar en el mercado laboral o ejercer alguna actividad económica que el signifique la obtención de nuevos ingresos.

Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk43904805]Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor NOMBRE 002, mantenía una condición de servidor activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido y salarios devengados.  De los cálculos efectuados, se establece que al señor NOMBRE 002, conforme las disposiciones de la Ley 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢886,461.70 (ochocientos ochenta y seis mil cuatrocientos sesenta y uno colones con 70/100) mensuales.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira doña NOMBRE 001, de considerar la Junta Administrado del Fondo aprobarle la pensión, es del 80% del monto de la jubilación que devengaría don NOMBRE 002 al momento de su deceso, el cual equivale a ¢709,169.36 (setecientos nueve mil ciento sesenta y nueve colones con 36/100).
 
· Para la consideración de la Junta Administradora del Fondo, sobre la posible fecha de vigencia del beneficio, se informa que la solicitud de pensión fue presentada el 17 de abril de 2020, un total de 48 días naturales posteriores al fallecimiento don NOMBRE 002. 


Finalmente, se considera oportuno manifestar, que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por conocido el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 20-000345-0738-TS y el oficio N° PJ-DGH-AP-2719-2020, de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia aprobar el beneficio de pensión a la señora NOMBRE 001, en calidad de madre del servidor judicial fallecido NOMBRE 002, en un 80% de la jubilación que le hubiera correspondido a don NOMBRE 002, el cual equivale al monto bruto de ¢709,169.36 (setecientos nueve mil ciento sesenta y nueve colones con treinta y seis céntimos) mensuales, a partir del 17 de abril de 2020, fecha en que presentó la gestión ante la Dirección de Gestión Humana. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable, para lo de su cargo. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033656]ARTÍCULO XX 
DOCUMENTO N° 342-2020, 417-2020 y 643-2020.
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 19-2020 celebrada el 8 de junio del 2020, artículo XI, conoció lo que literalmente dice: 
 […]

-0-
El servidor Willy Rodríguez Montes, Custodio de Detenidos de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Garabito, mediante correo electrónico del 20 de julio de 2020, remitió:
“Remito respuesta a Oficio enviado por Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial.”

[…]
-0-
Se acordó: 1) Tener por recibida la nota del servidor judicial Willy Rodríguez Montes, Custodio de Detenidos de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Garabito. 2) Reiterar al señor Rodríguez que la gestión para que sea remitido a valoración de la Comisión Calificadora de la Caja Costarricense de Seguro Social debe hacerla ante su patrono, por lo que debe coordinar su trámite ante la Dirección de Gestión Humana.

[bookmark: _Toc47033662]ARTÍCULO XXI  
DOCUMENTO N° 382-2020 y 655-2020.
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 17-2020 celebrada el 25 de mayo de 2020, artículo XIII, conoció lo que literalmente dice:
“El señor NOMBRE 001, en correo electrónico del 20 de mayo de 2020, gestionó lo siguiente:

“Buenos días, mi nombre es NOMBRE 001, con fecha 11 de febrero de 2020 inicie el trámite de pensión en la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de la Dirección de Gestión Humana, correspondiente al funcionario fallecido NOMBRE 002, comunicándome dicha unidad que el caso lo pasaron al Departamento de Trabajo Social.

El día 03 de marzo de 2020   dicho departamento me envió una citación para una entrevista con la Licenciada Francini Montoya para el 18 de marzo de 2020, a la cual asistí llevando la documentación requerida, luego de dicha entrevista la Licenciada Montoya me indico que lo que procedía era una visita a la casa donde vivo para corroborar la convivencia y que también se comunicaría con la Señora María Eugenia Cordero Chacón, madre de NOMBRE 002, para corroborar algunos datos.

Han pasado ya más de dos meses de dicha entrevista (y más de tres desde que inicie el trámite) y el caso está detenido, yo entiendo que por la situación actual del país por el  Covid -19 todo está  atrasado o en algunos casos detenido.

Recurro a ustedes para ver si de alguna manera me podrían ayudar con este caso, ya que como lo documente al Departamento de Trabajo Social yo dependía en un 70 % de los ingresos de NOMBRE 002, y tengo ya casi cuatro meses afrontando la situación sin dichos ingresos.”

-0-

Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del señor NOMBRE 001, gestionante del beneficio de pensión del ex servidor judicial fallecido NOMBRE 002 y conforme la metodología aprobada por esta Junta en sesión 15-2020 del 11 de mayo de 2020, artículo II, solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología que se aplique para el caso del señor NOMBRE 001. 2) Respecto a la fecha de rige del beneficio solicitar criterio legal para efectos de que la Junta Administradora cuente con elementos para la resolución del caso. Se declara este acuerdo firme.”
-0-
La licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de la Administración de Personal y la licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina de Gestión Humana en oficio N° PJ-DGH-AP-2852-2020 del 21 de julio de 2020, la solicitud de pensión incoada por el señor Roberto Alegría Rodríguez, en calidad de compañero sentimental del jubilado judicial fallecido Jorge Cordero Chacón, cuyas conclusiones dicen:
“[…]
Conclusiones.
· Conforme al criterio jurídico emitido por la Licenciada Karol Monge Molina, el señor NOMBRE 001cumple los tres requisitos indicados en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, ya que el solicitante convivió con el servidor judicial fallecido por espacio de 19 años, dependía económicamente de este y ambos tenían aptitud legal para contraer nupcias, de acuerdo con la legislación vigente. 

· El peritaje socioeconómico practicado a don NOMBRE 001 es claro en demostrar que, era don NOMBRE 002 el principal soporte económico del hogar, razón por la cual el deceso del señor NOMBRE 002 le ha causado gran afectación tanto en lo económico como en lo emocional, lo que al amparo de la Ley 9544 lo convierte en sujeto del derecho reclamado.

· Según lo indicado por la Trabajadora Social en su informe, don NOMBRE 001 cuenta con ingresos propios por la suma mensual de ¢400,000 (cuatrocientos mil colones), sin embargo, este monto no es suficiente para hacerle frente a los gastos que mensualmente debe cancelar. 

· Como medida de subsistencia, el señor NOMBRE 001 ha tenido que recurrir al endeudamiento para poder hacerle frente a sus egresos, dado que los compromisos asumidos como pareja no pueden ser cubiertos en su totalidad con el ingreso que recibe, ratificando así el peso en la carga económica que sostenía don NOMBRE 002.

1. Datos de interés.

· Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor NOMBRE 002, mantenía una condición de servidor activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido y salarios devengados.  De los cálculos efectuados, se establece que al señor NOMBRE 002, conforme las disposiciones de la Ley 9544, le asistiría un monto en bruto de ¢1,205,060.64 (un millón doscientos cinco mil sesenta colones con 64/100) mensuales.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor NOMBRE 001, de considerar la Junta Administrado del Fondo aprobarle la pensión, es del 80% del monto de la jubilación que devengaría el señor Cordero Chacón al momento de su deceso, el cual equivale a ¢964,048.51 (novecientos sesenta y cuatro mil cuarenta y ocho colones con 51/100).

Sobre la posible vigencia del beneficio, se le informa a la Junta Administradora del Fondo, que la solicitud de pensión fue presentada el 10 de febrero 2020, un total de 6 días naturales posteriores al deceso del causante.

A su vez, es importante acotar, que el caso guarda una estrecha similitud con la solicitud del beneficio de pensión aprobado en el acuerdo de la sesión N° 19-2020, celebrada el 08 de junio del 2020, artículo III, en cual se estableció un rige a partir de 26 de mayo de 2020, fecha en la cual se da por derogada la normativa que imposibilitaba el matrimonio entre parejas del mismo sexo. De esta forma, a partir de esta data, se dan por acreditados el cumplimiento de los 3 requisitos que solicita el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y queda a criterio de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones el establecimiento de la fecha de rige del beneficio de aprobarse la pensión. 

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.”
-0-
Se acordó: 1) Tener por conocido el informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología N° 20-000405-0160-TS y el oficio N° PJ-DGH-AP-2852-2020, de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia aprobar el beneficio de pensión al señor NOMBRE 001, en calidad de pareja sentimental del servidor judicial fallecido NOMBRE 002, en un 80% de la jubilación que le hubiera correspondido a don Jorge, el cual equivale al monto bruto de ¢964,048.51 (novecientos sesenta y cuatro mil cuarenta y ocho colones con cincuenta y un céntimos) mensuales, a partir del 26 de mayo de 2020, fecha en que se acredita el cumplimiento de los 3 requisitos que solicita el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033664]ARTÍCULO XXII  
DOCUMENTO N° 640-2020.
La licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora Unidad de Jubilaciones y Pensiones, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino Administración de Personal, la licenciada Olga Guerrero Córdoba Subdirectora interina de Gestión Humana y la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-2690-2020 del 14 de julio de 2020, solicitó lo siguiente: 
“De conformidad con la Reforma al Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, introducida por medio de la Ley 9544, se establece en el artículo 225: 
“[…]. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).”

En apego a lo anterior y para el conocimiento de la Junta Administradora del Fondo, se ilustra la metodología de aplicación del costo de vida para cada semestre del año.

· Costo de vida del primer semestre: El porcentaje a reconocer se obtiene de restar el porcentaje de variación acumulada al 30 de junio, al porcentaje de variación acumulada al 31 de diciembre del año anterior.

· Costo de vida del segundo semestre: Para este caso el porcentaje a reconocer es la cifra acumulada al 30 de junio de cada año.
Es importante señalar, que en los casos donde la variación acumulada del período resulta en un monto negativo, significa que para ese semestre no corresponderá aplicar incremento por costo de vida sobre las jubilaciones y pensiones vigentes.
Ahora bien, una vez expuesto lo anterior, se procede a informar para lo correspondiente al incremento por costo de vida del Segundo Semestre 2020, que esta Dirección ha procedido a verificar conforme a la normativa vigente que, de acuerdo con los datos generados por el Instituto Nacional de Estadística y Censos, el Índice de Precios del Consumidor muestra que, al 30 de junio 2020, el indicador económico de la inflación acumulada es del -0,24%.
Por lo anterior, debido a que el indicador económico refleja una deflación en la economía del país, no corresponde aplicar sobre las jubilaciones y pensiones activas al 01 de julio 2020, ajuste alguno de incremento por costo de vida para el segundo semestre 2020.”
-0-
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, con oficio N° PJ-DGH-AP-2690-2020, relacionado con el costo de vida de la población jubilada y pensionada para el segundo semestre del 2020, el cual no corresponde aplicar debido a que el indicador económico refleja una deflación en la economía del país.  2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las personas jubiladas y pensionadas por medio del Departamento Financiero Contable a las direcciones electrónicas que se tengan registradas en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y colocar una publicación en la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033666]ARTÍCULO XXIII  
DOCUMENTO N° 484-2020 y 657-2020.
La máster Andrea Valerín Arroyo, Jefa interina del Subproceso de egresos del Departamento Financiero Contable, en correo electrónico del 23 de julio de 2020, gestionó lo siguiente:



-0-
Se acordó: Tener por conocido el oficio N° 974-TE-2020 del Departamento Financiero Contable, en respuesta a la solicitud que realizara la Procuraduría General de la República, en correo de fecha 23 de julio de 2020, relacionada con la aplicación de la Contribución Solidaria, conforme la Ley 9796. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033668]ARTÍCULO XXIV  
DOCUMENTO N°  646-2020.
El señor NOMBRE 001, Jubilado Judicial, en correo electrónico del 22 de julio de 2020, solicitó:
“En razón de la evidente discrepancia entre la hermenéutica aplicada por la oficina de Financiero Contable, y  la que expuse en la cadena de  correos anteriores, me permito elevar el asunto a los honorables miembros de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de que se sirvan responder a la consulta originalmente planteada, a saber,: si el monto total de la CESR es el resultado de la aplicación de los porcentajes establecidos en el reformado 236 bis de la LOPJ, al monto bruto y mensual de la pensión, ¿por qué se aplica tal impuesto en su totalidad, cada quincena, cuando lo correcto, sería dividirlo en dos tractos? 

Afirmar que se maneja de forma mensual, pero acumulada en sus tractos, resulta ser una incongruencia o antilogismo, dado que el monto total de la CESR, aplicado al monto bruto o nominal de la pensión, se está aplicando dos veces dentro de un mismo mes calendario; en otros términos, no existe tal acumulación sino una duplicación del cobro o rebajo. Repito es un cobro doble del mismo tributo dentro de un mismo mes. Afirmar, que igual se procede con el impuesto sobre la renta, es decir, que se aplica un criterio analógico, pero sin indicar el sustento legal, resulta igualmente incongruente, porque se trata de dos tributos, totalmente diferentes. El primero, de acuerdo con la LOPJ se destina al fondo de jubilaciones y pensiones, mientras que el impuesto sobre la renta, se destina al financiamiento de los servicios estatales. Por tanto, no procede la analogía.”
[…]
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión del jubilado judicial NOMBRE 001mediante la que presenta consulta relacionada con la forma de aplicar la deducción de la Contribución Especial, Solidaria y Redistributiva de la Ley 9796. 2) Autorizar la contratación de la licenciada Karol Monge Molina, para que se refiera desde el punto de vista legal, a la consulta del señor Chang. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033674][bookmark: _Toc45564861][bookmark: _Toc45832529]ARTÍCULO XXV  
DOCUMENTO N° 275-2020.
En acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 10-2020 celebrada el 30 marzo del 2020, artículo XX, se conoció lo que literalmente dice:
“Se comenta sobre la necesidad de contar con apoyos específicos en de personas para atender la Gerencia, Trabajo Social, Asesoría Jurídica y otros puestos que por la naturaleza o giro de negocio de la Junta Administradora del Fondo se deben analizar y establecer una propuesta, incluso tener un lugar en donde se ubiquen esas personas, por lo que encargó al señor Miguel Ovares para establecer los perfiles.

Informa Miguel Ovares que los perfiles que encontró se ajustan a las condiciones ideales son los que tiene la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional (JUPEMA) y que se encuentran en el sitio web de ellos, de lo cual el máster Mauricio Villalta indica que él tiene información que puede traer para analizar relacionada con los salarios que al efecto se están pagando respecto de los puestos que al menos debe tener una operadora y sería un insumo más para tomar decisiones. 

Se acordó de forma unánime: Encargar al máster Mauricio Villalta, brindar la información que analice en relación con los salarios de los puestos que tienen las operadoras y considerar los perfiles que el máster Miguel Ovares Chavarria ubicó de JUPEMA, para efectuar una sesión de trabajo extraordinaria dedicada a valorar la conformación de una estructura de apoyo administrativo y técnica para la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”
-0-
Informa la Secretaría General de la Corte, que a la fecha, según los registros que en efecto lleva esta oficina, no se ha recibido respuesta de lo solicitado en sesión N° 10-2020 celebrada el 30 marzo del 2020, artículo XX.
Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la Secretaría General de la Corte. 2) Hacer de conocimiento de la Secretaría General de la Corte que la Junta Administradora en sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio de 2020, artículo XXIV acordó por unanimidad: 1.) Aprobar la contratación de la empresa Price Waterhouse Cooper, para que brinde los servicios de elaboración de propuesta de estructura, manuales de puestos, contratación de personal mínimo, entre otros conforme se establecerá en el contrato de servicios…y se debe mencionar que dicha consultora ya inició sus labores, por lo que se solicita que se tenga por cumplido el informe pendiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033676]ARTÍCULO XXVI  
DOCUMENTO N°  24-2020.
En sesión N° 10-20 celebrada el 30 de marzo de 2020, artículo IV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
En sesión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero del 2020, artículo XV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y la licenciada Maureen Siles Mata, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa de Subproceso Administración Humana, en oficio Nº PJ-DGH-SAS-0003-2020 del 2 de enero de 2020, comunicaron lo siguiente:

“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
JUBILACIÓN
 
1. DETALLE DEL ESTUDIO:

	NOMBRE:
	NOMBRE 001

	N° CEDULA:
	01-0393-1042

	PUESTO:
	AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4

	OFICINA:
	SECCION DE TRANSPORTES ADMINISTRATIVOS

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	17/04/1985.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	01/01/1900.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2019112   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	9 años, 3 meses y 15 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	(…)

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Municipalidad de Montes de Oca

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.

	OTRAS CONSIDERACIONES:
	Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, se acuerda reconocer dicho tiempo para efectos de anualidades.

	RECOMENDACIONES:
	Aprobar el estudio de Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del Estado N° RTFJP:  2019112.



1. ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

· Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIX, se acuerda reconocer para efectos de anualidades 9 años y 4 meses laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

· En ese sentido se tiene que, el Consejo Superior en sesión N° 59-19 del 03 de junio anterior, articulo LXXX, conoció y aprobó en todos sus extremos el oficio N° GH-317-2019 / DJ-AJ-223-2019 de 2 de julio de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, el cual contenía un caso similar al expuesto, donde el tiempo laborado por el servidor se reconoció  únicamente para efectos de jubilación debido a que la norma legal que amparó en su momento el reconocimiento para efecto de anualidades, no contemplaba la posibilidad de cobrar la deuda a valor presente, situación que se pretende con el reconocimiento del señor Carballo Soto. 

1. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:

Según el análisis realizado por la Dirección Jurídica, se tiene que la inercia de la administración no puede ir en contra de los derechos laborales adquiridos de buena fe por parte del servidor. Por lo que, el trámite para efectos jubilatorios del señor NOMBRE 001 no se encuentra regido por las disposiciones normativas al día de hoy, sino por las vigentes al momento en que se realizó el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades por lo que se considera procedente que, para el cálculo del monto a reintegrar se establezca como base la normativa vigente al momento en que se realizó el reconocimiento para efectos de anualidades.

Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente el Consejo Superior para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se remite el estudio RTFJP nº 2019112 para que ese órgano decida lo que corresponda. 

Cabe indicar que, en caso de aprobarse el estudio, el tiempo total a reconocer para efectos de jubilación es de 9 años, 3 meses y 15 días, tiempo por el cual el servidor deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de (…).”

- 0 -

El informe N° DE RTFJP: 2019112 del 17 de enero de 2020, reporta que el monto a reintegrar por el servidor NOMBRE 001, asciende a la suma de (…), para que se le pueda reconocer 9 años, 3 meses y 15 días, laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a esta Junta Administradora, cuál fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor NOMBRE 001 debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor NOMBRE 001.”

-0-

La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Directora y Subdirectora interinas, y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio Nº PJ-DGH-SAS-0909-2020 del 21 de febrero de 2020, informaron lo siguiente:

“En atención al oficio N° 26-20, en el cual se solicita a esta Dirección que “informe a esta Junta Administradora, cuál fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor NOMBRE 001, debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año”, nos permitimos señalar algunos aspectos relevantes de la historia del señor Molina di Palma en la institución:

Datos del gestionante:
· Ingresa a laborar el 01/07/1980 teniendo una revocatoria de nombramiento a partir del 01/09/1983.
· Reingresa a la institución en fecha 22/10/2012, solicitando mediante referencia 22565-2012 un estudio de las anualidades que ya habían sido aprobadas en el año 1985, de ahí que se le confecciona el estudio 0150-UCS-AS-2013 de fecha 14/01/2013.

Normativa atinente al caso

De la misma manera se procederá a citar algunos acuerdos relacionados con el proceso de reconocimiento de tiempo servido:

0. Como primer antecedente, es necesario citar que desde el año 1997, mediante sesión n° 43-97 del 5 de junio de 1997, artículo XL el órgano superior al conocer de una gestión de reconocimiento de tiempo servido presentada por una persona servidora judicial, donde previamente a resolver lo que corresponde, disponen que la Dirección de Gestión Humana, Departamento de Personal en aquel entonces, realice el cálculo del monto a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones y adicionalmente resuelven lo siguiente:

“…Que el Departamento de Personal en todos los reconocimientos de tiempo a servidores propietarios, deberá remitir los informes con los montos a reintegrar por los interesados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones”. 

Entiéndase en este contexto que esta Dirección a pesar de indicar el monto que debería de reintegrarse al Fondo de Jubilaciones y Pensiones sólo tramitaba el reconocimiento de anuales tal y como lo gestionaba la persona servidora judicial que presentaba el trámite

0. En este mismo sentido, años después, mediante sesión n° 15-02 del 5 de marzo de 2002, artículo IV la Dirección Ejecutiva externó al Consejo Superior la preocupación por el perjuicio que se ocasionaba al Fondo de Pensiones y Jubilaciones al reconocer a las personas servidoras judiciales, tiempo laborado en otras instituciones del Estado solo para efectos de anualidades. Lo anterior por cuanto dicho órgano, a gestión de parte, estuvo aprobando el reconocimiento de tiempo servido, únicamente para efectos de anualidades, no así para efectos de jubilación, por lo que propone solicitar al Departamento de Personal el nombre de los servidores que están en esta situación, a efecto de normalizarla y en ese sentido acuerdan:

Se acordó:  Acoger la propuesta del Lic. Jones León.  El Departamento de Personal rendirá el informe que se indica, citando el nombre de los servidores, tiempo servido a reconocer y monto a reintegrar.

0. De lo anterior, esta Dirección infiere, que la disposición descrita en el párrafo anterior era en el sentido de terminar con esa práctica mediante la cual el Fondo de Pensiones no estaba percibiendo los ingresos por concepto de reconocimiento de tiempo servido. 

0. Por práctica administrativa, según lo ordenó el mismo Consejo Superior en el detalle del párrafo 1.1, el reconocimiento de tiempo servido de lo que hoy llamamos “para efectos de jubilación” debía realizarse de oficio por parte de esta Dirección una vez que la persona servidora adquiría la propiedad en el Poder Judicial y correspondía en ese momento realizar el reintegro al Fondo de Pensiones y Jubilaciones. 

0. Por otra parte se tiene que el Consejo Superior en el año 2014 devolvió varias gestiones que se encontraban en la situación mencionada en el punto anterior, es decir, que eran estudios que ya habían sido reconocidos para efectos de anualidades y que de oficio esta Dirección debió tramitar para efectos de jubilación, a fin de contar con el criterio legal sobre qué normativa debían aplicar en los tiempos servidos, que en su momento, habían sido reconocidos para efectos de anuales antes del 24 de abril de 2014.

0. La Dirección de Gestión Humana mediante criterio legal n° AL.DP.N°18-14 suscrito por la máster Priscilla Rojas Muñoz y aprobado en sesión 94-14 del 28 de octubre de 2014, artículo XL expresó al Consejo Superior que este tipo de casos en los cuales se había realizado el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y tenían pendiente el reintegro al Fondo de Pensiones y Jubilaciones,  no se regían por el reglamento de reconocimiento de tiempo servido aprobado en el año 2014, donde disponía que se debía realizar el pago a valor presente, sino por las reglas vigentes al momento en que se dio el acto administrativo, es decir en el año 2003. (se adjunta el informe jurídico)

0. Posteriormente el Consejo Superior en sesión 94-14 del 28 de octubre de 2014, artículo XL acuerda:

Se acordó: 1.) Acoger el informe de la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, reconocer para efectos de jubilación, el tiempo servidor de las servidoras y servidores, que se dirán conforme el siguiente detalle:

[…]

Lo anterior en el entendido, que estos reconocimientos no se encuentran regidos por las disposiciones normativas contenidas “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 13-14 del 31 de marzo de 2014, artículo XVI, sino por las reglas vigentes al momento que se hizo su reconocimiento para efectos de anualidades. Con base en lo anterior se les deducirá del salario en el tanto de un 10% mensual hasta la cancelación total, de conformidad con lo resuelto en la sesión Nº 98-12 del 8 de noviembre de 2012, artículo XIX, o si lo prefieren, podrán depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se les enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, el que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Se les hace saber a las servidoras y servidores indicados, que, al gestionar este reconocimiento de tiempo servido, aceptan que, en caso de renunciar a laborar en el Poder Judicial, y de no haber pagado integralmente el monto que deben reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se aprueba en este acto, el reconocimiento acordado quedará sin efecto hasta tanto cancele el 100% de la suma indicada. Asimismo, en caso de acceder a la jubilación por enfermedad o cumplimiento de los requisitos dispuestos por la Ley, y si no han efectuado aún el reintegro total de ese monto, este se continuará rebajando de la jubilación en el mismo porcentaje que se rebajará de su salario.

0. Cabe indicar que, ante una gestión similar al caso en estudio, el Consejo Superior nuevamente cuestionó la realización de estos estudios para efectos jubilatorios de manera oficiosa y mediante sesión 35-15 del 16 de abril de 2015, artículo XXI acuerdan:

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar criterio legal a la Dirección Jurídica para que indique si en los casos donde la persona interesada no ha solicitado el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación y este Consejo ha ordenado oficiosamente su reconocimiento, cuál será el reglamento a aplicar para este reconocimiento, si el vigente a partir del 25 abril de 2014 ó el anterior.

0. Y en acatamiento a lo ordenado por el Consejo Superior, la Dirección Jurídica rindió el criterio legal nº 478-DJ-AJ-2015 donde concluyen lo siguiente:

Criterio Legal:

El Derecho pretende, entre muchas otras cosas, garantizar seguridad jurídica a las personas ciudadanas que viven en un Estado de Derecho. Este concepto –seguridad jurídica- ha sido definido de varias maneras, sin embargo, para este estudio interesa la siguiente: “II.-

PRINCIPIO DE LA SEGURIDAD JURÍDICA COMO PRINCIPIO FUNDANTE DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO. La seguridad jurídica constituye un principio general del Derecho, que también puede conceptualizarse como la garantía de todo individuo, por la cual, tiene la certeza de que su situación jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares, establecidos previamente, es decir, representa la garantía de la aplicación objetiva de la ley, en tanto los individuos saben en cada momento cuáles son sus derechos y obligaciones.” (Sala Constitucional, sentencia n.° 878, de las 16:12 horas del 26 de enero de 2000). 

Así las cosas, una forma de brindar esta seguridad es a través de la aplicación de la ley en el tiempo, es decir, garantizar certeza de la normativa que resulta aplicable a un caso concreto y no generar incertidumbre respecto a si modificaciones futuras le resultan aplicables o no. En tesis de principio, ante una situación particular la normativa a aplicar es aquella que se encuentra vigente al momento en que ocurrieron los hechos; a excepción de que el instrumento jurídico, de manera expresa, disponga lo contrario. 

Nuestra Constitución Política, en resguardo de lo anterior, en su artículo 34 establece: “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas.” En relación con su aplicación, la Sala Segunda en la resolución n.° 714, de las 10:10 horas del 31 de agosto de 2011 apuntó: “III.-

CUESTIÓN PREVIA: El artículo 34 de la Constitución Política dispone: (…). Esa disposición debe relacionarse con el numeral 7 del Código Civil, que en lo que interesa expresa: 'Las leyes entrarán en vigor diez días después de su completa y correcta publicación en el diario oficial “La Gaceta”, si en ellas no se dispone de otra cosa…'. En aplicación de dichas disposiciones, precisa dejar claro que la normativa a la que se alude en el recurso, promulgada con posterioridad a los hechos que interesan (Ley Reguladora del Mercado de Seguros –reforma integral a la Ley n° 12 del 30 de octubre de 1924- número 8653 del 22 de julio de 2008), no puede aplicarse para resolver el caso, porque hacerlo, implicaría darle efectos retroactivos en contravención a lo dispuesto en aquellas.” 

De igual manera, dicha cámara mediante sentencia n.° 736, de las 10:15 horas del 5 de octubre de 2007 expuso: “IV.-

SOBRE LA RETROACTIVIDAD DE LAS NORMAS. (…) De previo a analizar este punto, procede analizar el principio de irretroactividad de la ley. Este significa que 'Las leyes solo pueden producir efecto para el futuro, es decir, a partir de su entrada en vigor, el tiempo es irreversible y no se puede volver al pasado para modificar los hechos acaecidos en él…' (O´Callaghan, Xavier: Compendio de Derecho Civil, Tomo I parte General 4 Edición Editorial de Derecho reunidas S.A. Alcobendas, Madrid, 2002, p.116). En nuestra legislación este principio constituye un derecho fundamental consagrado en el numeral 34 de la Constitución Política, que dispone: (…) Se trata de un principio medular del ordenamiento jurídico, consagrado en la Carta Magna, tal y como se indicó antes. De forma general, esta norma prohíbe la retroactividad de la ley, cuando ello va en perjuicio de alguna persona o de sus derechos patrimoniales adquiridos, o de situaciones jurídicas consolidadas al amparo de una ley anterior. (…) Sobre ese mismo tema, y explicando la tesis de don Alberto Brenes 

Córdoba, Coto Albán dice que la ley no puede regular hechos pretéritos, pues tiene vocación de normar hechos futuros, al decir: 'la ley mientras no haya sido promulgada carece de fuerza obligatoria, no puede, necesariamente, tener aplicación sino respecto de los hechos futuros, por ser los únicos susceptibles de acomodarse sin violencia a los requerimientos de un nuevo estado jurídico.' (Ibídem, p.446). Tenemos así que, no es posible resolver con normas jurídicas nuevas, situaciones jurídicas que surgieron con anterioridad a su vigencia, salvo disposición expresa en contrario y que no infrinja el principio de irretroactividad en perjuicio.” 

De conformidad con lo expuesto, los reconocimientos de tiempo servido para efectos de jubilación ordenados –de oficio- por el Consejo Superior deben ser analizados al amparo del reglamento vigente al momento de dictarse el acto administrativo. En consecuencia, si fue antes del 25 de abril de 2014 -fecha de su publicación en el Boletín Judicial-, el estudio debe realizarse con base en el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial  -aprobado por Corte Plena en la sesión n° 36-06 celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI- y si fue posterior a dicha data, con base en el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en la sesión n° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI. 

Finalmente, no omite indicarse que el último numeral del primer cuerpo normativo recién citado reza: “Artículo 20.-

Vigencia. Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial y se aplicará a todas aquellas solicitudes presentadas a partir de esa fecha.”  Obsérvese que no estableció distinción alguna, es decir, no contempla una excepción de transición para su aplicación, por consiguiente, todo estudio que se lleve a cabo para reconocimiento de tiempo servido fuera de la institución después de su publicación debe hacerse al amparo de las disposiciones en él contenidas y de ser antes regirá la versión anterior del reglamento en cuestión.”
0. En ese sentido, el Consejo Superior en sesión n° 50-15 celebrada el 28 de mayo de 2015, artículo XCII, conoce el criterio legal nº 478-DJ-AJ-2015 y acuerdan tener por rendido el criterio de la Dirección Jurídica y en el artículo XCIII acuerdan:

En razón del artículo que antecede, en que se conoció el informe de la Dirección Jurídica sobre la consulta realizada por este Consejo respecto a que se indicara si en los casos donde la persona interesada no ha solicitado el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación y este Consejo ha ordenado oficiosamente su reconocimiento, cuál sería el reglamento a aplicar, si el vigente a partir del 25 abril de 2014 o el anterior, se acordó: Dejar sin efecto el acuerdo adoptado en sesión Nº 43-97 celebrada el 5 de junio de 1997, artículo XL, párrafo segundo, por lo que deberán los servidores y servidoras, a gestión de parte, solicitar al Departamento de Personal el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación y una vez completada la gestión el citado Departamento hará el estudio correspondiente aplicando el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI. 

0. Esta Dirección en acatamiento a la directriz mencionada en el punto anterior continuó realizando los estudios para efectos de jubilación a solicitud de parte y aplicando el reglamento vigente al momento de presentar la gestión.

0. Sin embargo, debe indicarse que recientemente el Consejo Superior mediante sesión nº 102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII conoció y aprobó el criterio legal nº DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, donde realizó el siguiente análisis que resulta de gran importancia para la resolución de este caso: 

“…habida cuenta que con respecto a las situaciones jurídicas anteriores, corresponde la aplicación de la “ supervivencia del derecho abolido”,  sobre la cual, la Corte Suprema de Justicia ha dicho:

“ La derogatoria o reforma de una ley o de un reglamento no basta, por sí sola para  cerrar la posibilidad de que se examine la validez  de la correspondiente disposición  pues las normas – leyes derogadas o reformadas-  pueden seguirse aplicando , en su texto anterior mientras existen relaciones jurídicas que nacieron bajo su vigencia y que deben definirse al tenor de lo presupuestado por ellas. La ley nueva no tiene efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna o de sus derechos adquiridos o de  situaciones  jurídicas consolidadas ; y de ese principio , se deriva a la  vez, lo que algunos expositores de Derecho denominan “ supervivencia del Derecho abolido”( 1978, Corte Suprema de Justicia, Ses. Ext. de 12 de enero).

En el mismo sentido, se ha indicado que

“ El problema de la retroactividad legal se conoce también como conflicto de leyes en el tiempo, o sea que se traduce en la cuestión consistente en determinar, en presencia de dos leyes, una antigua ,que se supone derogada o abragada, y otra nueva o vigente, actual, cuál de las dos debe regir un hecho, acto , fenómeno, estado, situación, etc. En otras palabras , la retroactividad legal importa por necesidad lógica esta otra cuestión : la supervivencia de la ley derogada o abrogada para regular la materia sobre la que la Ley nueva o vigente pretende operar”. ( BURGOA, Ignacio;“Las GarantíaIndividuales”; México , Editorial Porrúa S.A, 1977 , pág. 398).

Por otra parte, se reafirma lo anterior, al considerarse lo siguiente:

“Si bien es cierto que la cesación de la vigencia de las normas luego de su abrogación es definitiva, no por ésta razón  puede decirse que la norma se ha extinguido, dado que existen numerosos casos en que ello no ocurre así. En efecto , es pacíficamente aceptado, verbigracia, que  las normas derogadas siguen aplicables a situaciones nacidas durante  el tiempo en que se mantuvieron vigentes…(las leyes) conservan aún , salvo excepciones, su obligatoriedad para las situaciones de hecho anteriores a la realización del efecto abrogatorio, pues sólo han sido sustraídas a su regulación las situaciones sucesivas”.  (Hernández del Valle, Rubén, “ Las fuentes normativas”, San José, Costa Rica, Universidad Autónoma de Centro América. 1981, págs. 50-51).

Consecuentemente, las normas jurídicas posteriores deben respetar los derechos adquiridos; entendidos estos como 

“Aquellos poderes surgidos de un acto adquisitivo válido según la ley  precedente, hecho que la nueva ley no puede revalorizarse haciendo referencia exclusivamente a la situación del momento en que se produjo”. ( MORTATTI, Constantino; “ Principios relativos a la eficacia de las  normas en el tiempo y el espacio y su interpretación “;  antología de Derecho Público, San Pedro de Montes de Oca, Universidad de Costa Rica, Facultad de Derecho , 1977, pág. 1 ).

En el mismo orden de ideas: 
“ En general se entiende adquirido un derecho cuando se han realizado los presupuestos de hecho necesarios y suficientes para su nacimiento o adquisición de conformidad con la ley vigente en la época en que se cumplieron de modo que, en su virtud se ha incorporado inmediatamente al patrimonio del titular ”. ( Enciclopedia Jurídica Omeba, Buenos Aires, Editorial Bibliográfica Argentina,  T. VIII ).

De conformidad con lo anterior, no sería dable entender que un cambio normativo puede afectar derechos adquiridos de buena fe o situaciones jurídicas consolidadas o implique una aplicación temporal retroactiva que lesione supuestos jurídicos previstos con anterioridad as su vigencia.

Es decir, estamos en un caso de ultraactividad de la norma, entendida esta como el supuesto en que la eficacia de la norma se despliega únicamente «pro futuro», en el entendido que la norma anterior regula situaciones nacidas bajo su vigencia no extinguidas; por lo que norma  derogadas poseerían eficacia posterior a su derogación, y en su caso, a la entrada en vigor de la norma derogatoria.

Podríamos decir que, la inercia de la administración no puede ir en contra de los derechos laborales adquiridos de buena fe por parte del servidor, más aún por tratarse de una situación que quedó consolidada mucho antes de la entrada en vigencia del “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en la sesión n° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI y publicado en el Boletín Judicial n° 79 de fecha 25 de abril de 2014 

0. Finalmente tal y como se indicó en el oficio n° PJ-DGH-SAS-0003-2020, para dar trámite al caso del señor NOMBRE 001 esta Dirección consideró el oficio n° GH-317-2019 / DJ-AJ-223-2019, suscrito en conjunto por la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica aprobado por el Consejo Superior en sesión n° 59-19 del 03 de junio 2019, articulo LXXX, en el cual se conoció un caso similar al expuesto, teniendo dentro del punto 4 de sus conclusiones:

“4.- La actuación Administrativa debe respetar el Principio de Legalidad Administrativa, los derechos de los administrados y las garantías constitucionales que regulan los efectos de las normas en el tiempo.  El artículo 34 de la Constitucional Política prohíbe dar aplicación retroactiva de una norma en perjuicio de los derechos del administrado, más cuando esa aplicación retroactiva de la norma reglamentaria, le produce al administrado una consecuencia gravosa.  En el caso analizado, la indexación eleva la cantidad a pagar en una considerable cantidad de dinero.  Para la fecha de adopción del acto administrativo tomado el 14 de octubre de 2003, la norma legal que amparó este reconocimiento no contemplaba la posibilidad de cobrar la deuda a valor presente.   La posibilidad de indexar la deuda aparece hasta el 2014, con la aprobación de la reforma al Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.  “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial”, aprobado por Corte Plena en la sesión N° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI.”

Así las cosas, esta Dirección resolvió el caso del señor NOMBRE 001 en apego al procedimiento y normativa comunicados a la SUPEN, por lo que, en caso de considerar necesario un cambio, deberá la Junta Administradora indicarnos como proceder en adelante, pues este acuerdo se tomó en virtud de la consulta realizada por esa entidad, en la que se cuestionaba los contantes cambios de criterio que existían en relación con un caso específico y para ello se elaboró el criterio señalado en el punto 1.13, mismo que fue ratificado en la sesión n° 61-19 del 09 de julio del 2019, articulo III y comunicado a la SUPEN para respaldar el procedimiento y normativa que regiría este tipo de gestiones. 

Es dable indicar que, según se registra en el Sistema de Correspondencia Electrónica SICE, el servidor solicitó su jubilación para el pasado mes de julio 2019; sin embargo, se encuentra a la espera del reconocimiento de este tiempo para poder disfrutar su derecho.

(….)”

-0-

Se acordó: 1) Tener por rendido el informe Nº PJ-DGH-SAS-0909-2020 del 21 de febrero de 2020, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden, Directora y Subdirectora interinas, y Jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Por haber sido realizada la gestión hasta julio del año 2019,  solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que actualice el informe Nº 2019112, en el cual se contemple el monto que debe reintegrar el servidor NOMBRE 001, lo anterior en aplicación al Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial –aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI, para efectos jubilatorios.. 3.)  Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Molina Di Palma. Se declara acuerdo firme.”
- 0 –
Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana. 
	Se acordó: 1) Tomar nota de la comunicación de la Secretaría General de la Corte. 2) Hacer de conocimiento de la Secretaría General de la Corte que la Junta Administradora en sesión N° 17-2020, del 25 de mayo de 2020, artículo XVIII, aprobó la jubilación del señor NOMBRE 001, por lo que ya no es requerida la información de la Dirección de Gestión Humana y se solicita su archivo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033678]ARTÍCULO XXVII  
Documento N° 106-2020

En sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XVII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo VII, tomo el acuerdo que literalmente dice:

“El MPM, Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones, solicitó a la Unidad de Sistemas Administrativos de la Dirección de Tecnología de la Información, tramitar una mejora para Sistema SCI, debido a que la Auditoría Externa le está dando seguimiento a la mejora planteada, sin embargo, el servidor Juan Diego Víquez Oviedo, Coordinador de la Unidad de Sistemas Administrativos, mediante correo electrónico del 17 de febrero de 2020, le remitió la siguiente respuesta: 

“Buenos días estimado Oslean, con instrucciones superiores se aclara que según el Convenio establecido entre el Poder Judicial y la Junta Administradora en el documento N° 693-2020 se indica lo siguiente:

En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de Ia Información.

En este momento no se cuenta con recurso disponible para la atención de mejoras en el Sistema de Inversiones, por lo que deben realizar la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, para evaluar su vialidad.

(…)”  

- 0 -

En razón de lo anterior, el MPM. Oslean Mora Valdez, remitió correo electrónico a esta Junta Administradora indicando lo siguiente: 

“Don Juan Diego, tomo nota de su comunicado y procedo a elevar la posición adoptada por la Dirección que representa sobre la atención de los requerimientos del Sistema Integrado de Carteras de Inversión. Al respecto es importante destacar que esta mejora es de vieja data, así constatado por el informe de seguimiento de la Auditoría Externa al cual se hace referencia, de igual forma es destacable que la atención de esta mejora típicamente se consideraba un ajuste de rápida y sencilla solución.

Agradezco indicar por este medio el procedimiento necesario para remitir la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, dado que como usuarios típicamente no mantenemos acceso a dicho comité, limitando la acción de nuestras solicitudes por medio del registro del GIS de referencia.

Quedo a la espera de sus comentarios.

(…)”

- 0 -

Por unanimidad se acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento de Financiero Contable. 2.)  Es importante contar con un inventario de necesidades en las mejoras para los sistemas atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la finalidad de mejorar la gestión en cuanto al servicio que se brinda a las personas del colectivo judicial, jubiladas y pensionadas, por lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, informen a esta Junta Administradora cuales son las prioridades de mejora en los sistemas, para valorar a futuro cuales se implementarán con antelación, una vez que se tenga conformado el aparato administrativo para hacer frente a dichas erogaciones.

Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.”

- 0 -

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable.

La integrante Moya Aguilar manifiesta que el Departamento Financiero Contable con oficio N° 89-PI-2020, del Proceso de Inversiones había remitido el informe correspondiente, el cual fue conocido en sesión N° 11 del 23 de marzo de 2020, artículo IV y se quedó a la espera del informe de la Dirección de Gestión Humana.

Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por la Secretaría General de la Corte. 2.) Tener por conocido lo indicado por la integrante Moya Aguilar, respecto al informe del Departamento Financiero Contable. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, en el plazo de 10 días hábiles, contados a partir de la comunicación de este acuerdo, rendir el informe solicitado en sesión N° 5-2020 celebrada el 24 de febrero del 2020, artículo VII, dado que se requiere para la reunión prevista con la Comisión de Traspaso del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, con el fin de que se tenga por presentado lo solicitado por la Junta Administradora al Departamento Financiero Contable. Se declara acuerdo firme.”

-0-

Informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana.
Se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que a la brevedad remita la información solicitada en diversas ocasiones por parte de esta Junta Administradora, con el fin de que se puedan tomar las acciones necesarias respecto a las mejoras y requerimientos en los sistemas informáticos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en un plazo máximo de 10 días hábiles. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033680]ARTÍCULO XXVIII 
Documento N°307, 658-2020

La señora Alba Ligia Peraza Arias, en correo electrónico del 23 de julio remitió lo siguiente:
“…en atención a su resolución 32-2020 del 21 de julio último, y para los efectos legales, sírvanse proporcionarme una copia certificada de todo lo actuado, con relación a mi solicitud para que se me otorgue la pensión. 

Ruégole acuse de recibido, con indicación de la fecha en que puedo recogerla.”
-0-
En sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XVI, se denegó la solicitud de pensión presentada por la señora NOMBRE 001, compañera en unión de hecho del servidor judicial fallecido NOMBRE 002, dado que del estudio socioeconómico se evidencia que no existía dependencia económica de la persona gestiónate. Además, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, que reactivara el estudio de pensión formulada por el señor NOMBRE 003, padre del servidor fallecido NOMBRE 002e informe a esta Junta lo que corresponda.
Posteriormente, en sesión N° 16-2020 celebrada el 18 de mayo del 2020, artículo IV, previo a resolver lo que correspondiera, se solicitó criterio a la Dirección Jurídica, referente a la disolución de las relaciones de hecho y si en el caso particular del servidor judicial fallecido NOMBRE 002 y la señora NOMBRE 001, se consideraba como terminada la relación por el periodo que estuvieron separados.
Finalmente en sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio del 2020, artículo XII, se tuvo por rendido el criterio N° DJ-C-318-2020, del 09 de junio de 2020, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y el licenciado Roberth Fallas Gamboa, Profesional en Derecho 3B, relacionado con las uniones de hecho. Al respecto, esta Junta consideró que en el caso de la relación de hecho que existió entre el señor NOMBRE 002 y la señora NOMBRE 001, no se cumplía con los preceptos señalados por la Dirección Jurídica, sean que: la relación sea estable, la convivencia sea bajo un mismo techo y que en los tres años previos al fallecimiento de la persona servidora judicial, conviviera de forma pública, notoria, única y estable con la persona fallecida, por lo que se mantiene lo señalado en el acuerdo de la Junta Administradora de sesión N° 14-2020 celebrada el 04 de mayo del 2020, artículo XVI. Asimismo, se comunicó ese acuerdo a la gestionante, a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable para lo que a cada uno corresponda. Además, se hizo de conocimiento del Departamento de Trabajo Social y Psicología el criterio de la Dirección Jurídica N° DJ-C-318-2020, para que sea considerado en los estudios socioeconómicos que se emitan por parte de ese Departamento.
Se acordó: Tener por conocida la solicitud de la señora NOMBRE 001, gestionante de la pensión del causante NOMBRE 002 y solicitar a la integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas, que brinde la información certificada que solicita la señora Peraza Arias.
[bookmark: _Toc47033682]ARTÍCULO XXIX  

Documento N°642-2020

La señora NOMBRE 001 exfuncionara judicial, en correo electrónico del 18 de julio de 2020, comunicó:
“Buenas tardes deseo Saber si debo hacer algo adicional para continuar con el trámite de. La pensión ante la caja, y además consultar porque no se trasladará lo que el estudio actuarial de la caja indica, por favor y gracias.”

-0-

Mediante resolución de la Secretaría General del Corte, N° 37-2020, de las quince horas cuarenta y un minutos del dos de julio del dos mil veinte, se hizo de conocimiento de la señora NOMBRE 001, que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 21-2020 celebrada el 22 de junio del 2020, artículo IV, considerado el informe remitido por el Departamento Financiero Contable, mediante oficio número 099-PI-2020, del 9 de junio de 2020, se acordó por unanimidad tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Vilma Romero Barrios al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 29,530,837.21 (veintinueve millones, quinientos treinta mil, ochocientos treinta y siete colones, con veintiún céntimos) y remitir al Departamento Financiero Contable, para el trámite correspondiente. 
Posteriormente, en sesión N° 25-2020 del 20 de julio de 2020, artículo V,  ante la consulta de la señora NOMBRE 001, en la que indicó “…tengo una duda porque el estudio actuarial de la caja indica un mayor monto que lo que el judicial va a remitir y porque no se traslada al ROP, como lo indican en el por tanto, y deseo saber si ustedes tramitan esto directo con la caja o yo tengo que hacer la remisión…”, esta junta indicó que con base en el Art. 234 de la ley 9544, el monto no se traslada al ROPC porque según el cálculo actuarial cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es menor que lo solicitado por el IVM. El trámite lo realiza el Departamento Financiero Contable del Poder Judicial.
Se acordó: 1) Tener por conocida la gestión de la señora NOMBRE 001 y hacer de su conocimiento que no debe realizar gestiones adicionales con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite de su pensión ante la Caja Costarricense de Seguro Social. 2) Respecto a la consulta de los motivos de no trasladar lo que el estudio actuarial de la Caja Costarricense del Seguro Social indica, se le hace saber que el artículo N° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en lo que interesa indica: “… La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. (el subrayado no es del original). Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc47033684]ARTÍCULO XXX
Documento N° 612-2020

El Consejo Superior en sesión Nº 83-2019 celebrada el 24 de setiembre del 2019, artículo III, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
[bookmark: _Hlk5088891]Mediante correo electrónico del 13 de setiembre de 2019, la Secretaría General, hizo de conocimiento del señor Armando Enrique Elizondo Almeida, la resolución N° 1130 de las ocho horas cuarenta y un minutos del doce de setiembre del dos mil diecinueve, donde se le notificó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión Nº 76-19, celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLVIII, que literalmente dice:
(…)
La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora, interina y la licenciada Mauren Siles Mata, por su orden Directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de proceso de Administración Salarial y Jefa interina de Subproceso Administración Salarial, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-3631-2019, recibido el 06 de agosto de 2019, comunicaron:
 
“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
ANUALIDADES Y JUBILACIÓN
 
1.DETALLE DEL ESTUDIO:
 
	NOMBRE:
	NOMBRE 001

	N° CEDULA:
	01-0711-0384

	PUESTO:
	JUEZ 5 

	OFICINA:
	TRIBUNAL DE APELACION CIVIL Y TRABAJO GUANACASTE (SEDE LIBERIA)

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	01/12/2002.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2019011   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	5 meses y 15 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	(…)

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	PODER JUDICIAL

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.

	RECOMENDACIONES:

	Aprobar el estudio de Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del Estado N° RTFJP:  2019011 a partir de la fecha regresa a trabajar posterior al permiso sin goce, es decir; 16/10/2002.


2.	DETALLE DE LOS PERMISOS SIN GOCE DE SUELDO:
 
2.1 Permiso sin goce de salario según el artículo 4 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos
 
	[bookmark: _Hlk10466453]Acuerdo
	Descripción
	Período

	Corte Plena, en sesión N° 09-02 del 25/02/2002, articulo XXXIII
	conceder permiso sin goce de salario por el término de seis meses, a partir del día siguiente en que venza el permiso concedido a los Licenciados Amoretti Orozco, Elizondo Almeida…
	01/05/2002 al 30/11/2002
 
Regreso al trabajo: 16/10/2002



Fuente: Elaboración Unidad de Componentes Salariales

2.2 Otros Permisos sin goce de salario solicitados por el servidor
	OFICIO: PMR-25-05-2010
	Concedido por el Presidente de conformidad con el Art. 60 inciso 22 de la LOPJ, por asuntos personales.
	01/06/2010 al 11/07/2010

	OFICIO PMR-20-07-2010  
	 
	12/07/2010 al 31/07/2010

	Acta de Consejo Superior Nº 056 – 2010 del 03/06/2010, articulo XVI
	Conceder permiso sin goce de salario y sustitución a don Armando, a partir del 1 de agosto del año en curso y hasta por seis meses, para los fines indicados.
	01/08/2010 al 31/01/2011

	Acta de Consejo Superior Nº 112 – 2010 del 23/12/2010, articulo LXVIII
	Acoger parcialmente la solicitud anterior y de conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, prorrogar a partir del 1 de febrero del 2011 y por seis meses más, el permiso sin goce de salario concedido al licenciado Elizondo Almeida, lo anterior por las especiales circunstancias que motivan su gestión.
	01/02/2011 al 31/07/2011

	Acta de Consejo Superior Nº 065 – 2011 del 28/07/2011, articulo X
	Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: De conformidad con lo que establece el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, prorrogar a partir del 1 de agosto próximo y hasta por el plazo de 2 años, el permiso sin goce de salario concedido al licenciado Armando Elizondo Almeida, lo anterior por las especiales circunstancias que motivan su gestión.
	01/08/2011 al 01/08/2013


Fuente: Elaboración Unidad de Componentes Salariales
3.	OTRAS CONSIDERACIONES:
 
3.1 Cabe indicar que este estudio se confecciona en apego al informe nº DJ-3876-2018 de la Dirección Jurídica donde, con un nuevo análisis de la normativa, se determina que si al momento de operar el ejercicio del permiso sin goce de salario operaba el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06 del 04 de diciembre del 2006 artículo XI, no puede afectarle a la persona solicitante la modificación en el artículo 4 del indicado reglamento, el cual entró en vigencia a partir del 29 de marzo de 2011 y acordado en sesión de Corte Plena N° 36-10 del veinte de diciembre de dos mil diez, artículo XVII. 
 
[bookmark: _Toc498012582]Dicho informe fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión n°102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII que literalmente dice: 
 
Debido a que el licenciado […], […] se acogió a la licencia sin goce de salario, para participar como […], siendo que en ese momento se encontraba vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI; en lo conducente, dicho Reglamento en su artículo 4, inciso 2, expresa que :“… Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio. Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario: Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales…”, por lo tanto, se dispuso:  1.) Acoger el criterio jurídico remitido mediante oficio N° DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en consecuencia, eximir del pago por concepto de sumas pagadas de más al licenciado […], lo anterior, en razón del permiso sin goce de salario solicitado en el periodo 2002-2006. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para el trámite correspondiente y en lo sucesivo, aplique este criterio para los casos que sean de la misma naturaleza, en el entendido de que cumplen con los mismos requisitos.
 
3.2 Ahora bien, respecto al detalle de los cuadros anteriores, para esta Dirección solamente resulta atendible el reconocimiento del periodo indicado en el punto 2.1, es decir; el periodo del 01/05/02 al 15/10/02 toda vez que la normativa vigente y aplicada en casos similares, ha reconocido los permisos que resultan de interés para la institución en los que mediaba un contrato de adiestramiento por el periodo a reconocer, tal como ocurrió en el caso recientemente  aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 56-19 del 19 de junio anterior, articulo XXXIX.
 
3.3 En ese sentido, se transcribe lo estipulado en el artículo 4 del reglamento aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06, celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI el cual estuvo vigente desde el 23 de abril de 2007 hasta el 28 de marzo de 2011:
 
Artículo 4.  - Las anualidades y su pago en el Poder Judicial.-
 
1. El monto de la anualidad será definido por la Corte Suprema de Justicia. Si el servidor fuere ascendido, comenzará a percibir el monto por anual que corresponda al nuevo salario, y si en los antiguos puestos hubiese adquirido derecho a uno o más aumentos, estos se le computarán de acuerdo con la categoría del cargo que se encuentre ocupando. Las disposiciones de este inciso no rigen para los médicos. A ellos se les aplicará lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.
 
1. Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio.
 
Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario:
 
-Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales.
 
 - Los concedidos a un servidor o funcionario, por razón de una enfermedad grave que esté padeciendo, siempre que no excedan de dieciocho meses consecutivos.
 
- Los reconocidos a una madre antes de la licencia post-parto cuando de acuerdo con el criterio médico se encuentre en riesgo su salud y la integridad del nasciturus, por un período que no exceda de ocho meses.
 
- Los otorgados a una madre para atender a su hijo recién nacido, después de la licencia post parto de 3 meses, siempre que no exceda de doce meses, salvo que exista criterio médico en contrario que justifique uno superior.
 
 - Los concedidos a alguno de los padres de un menor de edad para atender una enfermedad en la que sea indispensable su presencia para su recuperación, siempre que no exceda de lo que señale el criterio médico.
 
- Los conferidos para atender un familiar cercano con una enfermedad terminal o que le impida valerse por sí mismo siempre que no exceda de doce meses consecutivos. 
 
3. Cuando se imponga la suspensión sin goce de salario igual o superior a un mes, se suspenderá la relación laboral durante el período que establezca la sanción disciplinaria; y a efectos del cómputo del tiempo servido, se correrá la fecha en que el servidor cumpla la anualidad.
 
4. En el caso de las servidoras interinas, las licencias por maternidad se tomarán en cuenta como tiempo servido, para efectos de reconocimiento de anualidad, salvo que al inicio de la incapacidad no exista nombramiento vigente.
 
Las excepciones establecidas en el párrafo 2º de este artículo le serán aplicables a la funcionaria o servidora interina que se encuentre en la condición del párrafo anterior.
 
3.4Con respecto a los demás permisos detallados en el punto 2.2, para esta Dirección, no es posible reconocerlos en virtud que no se apegan a la normativa vigente en ese momento, es decir; al artículo 4 del reglamento aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06, celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI, sin embargo; a petición del servidor, se remiten los periodos y un extracto de lo solicitado por el señor Elizondo Almeida para que sea valorado por los señores miembros del Consejo Superior.
 
“…En el segundo permiso sin goce de salario, tuve que pagar por más de un año, varios componentes salariales de la Corte que únicamente se cobran a servidores judiciales activos. Esto es el socorro mutuo y otros depósitos inherentes a mi cargo. De ahí que no solicito la totalidad de los tres años del permiso sino que se me reconozca el tiempo que pague estos beneficios para el Poder Judicial. No hacerlo así habría un posible enriquecimiento ilícito por parte de la patronal.”
 
4.	CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:
 
Por lo anteriormente expuesto y por tratarse de un permiso sin goce de salario otorgado en amparo del artículo 4, inciso 2 del reglamento vigente al momento en que el permiso fue otorgado, donde se establecía la procedencia del reconocimiento de este tipo de permisos para efectos de anuales y jubilación en el Poder Judicial, se solicita  aprobar el estudio RTFJP nº 2019011, a partir del 16 de octubre del 2002 por un total de 5 meses y 15 días, debiendo reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones ¢987,517.49.
 
Asimismo, se solicita al Honorable Consejo valorar los argumentos que plantea el señor NOMBRE 001, toda vez que a criterio de esta Dirección no son de recibo para el trámite que se pretende los demás periodos detallados en el punto 2.2 de este documento.”
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Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría,  se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-SAS-3631-2019 de la Dirección de Gestión Humana, relacionado con el reconocimiento de permisos sin goce de salario para efectos de anualidades y jubilación del servidor NOMBRE 001. 2) De conformidad con el criterio jurídico DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, avalado por este Consejo en Sesión N° 102-18, artículo XXII celebrada el 22 de noviembre de 2018, se aprueba el estudio RTFJP Nº 2019011, a partir del 16 de octubre de 2002 por un total a reconocer de 5 meses y 15 días, debiendo reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el monto de DATOS 001, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados al servidor NOMBRE 001 para realizar estudios de interés para la institución, cuyos períodos abarcan del 01-05-2002 al 16-10-2002, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas IBAN números CC-CR77015201001017496172 o CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable.  3) Rechazar la solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación de los permisos sin goce de salario concedidos al servidor NOMBRE 001 en el período comprendido del 01-06-2010 al 01-08-2013, los cuales se detallan en el punto 2.2 del presente informe. 4) En relación a los demás extremos de la gestión del servidor NOMBRE 001 se le informa que deberá solicitar ante la Dirección de Gestión Humana el estudio detallado correspondiente de los componentes salariales que reclama se le rebajaron durante el segundo permiso sin goce de salario. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor NOMBRE 001, de la Dirección de Gestión Humana, de la Dirección Ejecutiva, del Departamento de Financiero Contable y de la Auditoría Judicial, para lo que a cada una corresponda. 
 
El integrante Carlos Montero Zúñiga votó por no conocer los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”
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Mediante correo electrónico del 16 setiembre de 2019 el licenciado NOMBRE 001, solicitó lo siguiente: 
“(…), me presento a interponer formal recurso de REVOCATORIA Y/O RECONSIDERACIÓN Y RECURSO DE ADICIÓN contra la resolución N° 1061-19 de las diez horas veinte minutos del dos de setiembre del dos mil diecinueve, donde se me notificó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 76-19 celebrada el 29 de agosto del presente año, artículo XLVIII. El cual se reproduce ya que presenta un error en la parte dispositiva, con base en los siguientes motivos:
PRIMERO. DE LA RESOLUCIÓN Y SUS ALCANCES.
La resolución notificada indica lo siguiente: “(…) Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría,  se acordó: 1) Tener por recibido el oficio N° PJ-DGH-SAS-3631-2019 de la Dirección de Gestión Humana, relacionado con el reconocimiento de permisos sin goce de salario para efectos de anualidades y jubilación del servidor NOMBRE 001. 2) De conformidad con el criterio jurídico DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, avalado por este Consejo en Sesión N° 102-18, artículo XXII celebrada el 22 de noviembre de 2018, se aprueba el estudio RTFJP Nº 2019011, a partir del 16 de octubre de 2002 por un total a reconocer de 5 meses y 15 días, debiendo reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el monto de DATOS 001, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados al servidor NOMBRE 001 para realizar estudios de interés para la institución, cuyos períodos abarcan del 01-05-2002 al 16-10-2002, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas IBAN números CC-CR77015201001017496172 o CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable. 3) Rechazar la solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades y jubilación de los permisos sin goce de salario concedidos al servidor NOMBRE 001 en el período comprendido del 01-06-2010 al 01-08-2013, los cuales se detallan en el punto 2.2 del presente informe. 4) En relación a los demás extremos de la gestión del servidor Elizondo Almeida se le informa que deberá solicitar ante la Dirección de Gestión Humana el estudio detallado correspondiente de los componentes salariales que reclama se le rebajaron durante el segundo permiso sin goce de salario. 5) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Armando Enrique Elizondo Almeida, de la Dirección de Gestión Humana, de la Dirección Ejecutiva, del Departamento de Financiero Contable y de la Auditoría Judicial, para lo que a cada una corresponda. El integrante Carlos Montero Zúñiga votó por no conocer los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”
SEGUNDO. DEL REBAJO SALARIAL.	
De acuerdo a lo anterior, para pagar los cinco meses y quince días que se me reconocen le adeudo al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial la suma de DATOS 001. Este monto se me obliga a pagarlo en un diez por ciento del salario bruto. Esto es, dado que estoy en ascenso en el Tribunal de Apelaciones Laborales de San José, de ¢400.000 por mes, sea ¢200.000 por quincena. Ella durante más de dos meses. Este rebajo, ya de por sí, atenta contra lo dispuesto en el artículo 172 del Código de Trabajo, donde se establece el procedimiento de rebajo ante embargos salariales. Nótese que no es una suma pagada de más, sino más bien un reintegro que técnicamente son diferentes.
TERCERO. ESTADO DE NECESIDAD.
(…)
 
CUARTO. ADEUDO DEL PODER JUDICIAL
Debido al reconocimiento es claro que el Poder Judicial debe reconocerme y pagarme en el componente salarial de aumentos anuales, los cinco meses y quince días de antigüedad reconocidos a partir del 16 de octubre del 2002, así como en vacaciones, aguinaldos, incapacidades, salarios escolares y sueldos por puestos en ascenso, con intereses e indexación, conforme al artículo 565 del Código de Trabajo. 
 
PRETENSIÓN PRINCIPAL.

A.- Con base en lo anterior, y dado que me quedan más de 10 años de servicio en el Poder Judicial para pensionarme, pide de manera encarecida al Consejo que se me apruebe pagar dicha deuda en el transcurso de los años que me quedan de servicio o en un plazo mayor al establecido en la resolución. De igual forma, pudiese hacerse un pago extraordinario con el aguinaldo de este año.

B.- Solicito se adicione a la decisión adoptada, en el sentido de que el Poder Judicial debe reconocerse y pagarme en el componente salarial de aumentos anuales, los cinco meses y quince días de antigüedad reconocidos a partir del 16 de octubre del 2002, así como en vacaciones, aguinaldos, incapacidades, salarios escolares y sueldos por puestos en ascenso, con intereses e indexación, conforme al artículo 565 del Código de Trabajo.  Una vez hecha la liquidación respectiva, ruego se proceda consecuentemente, a estimar mi deuda conexa con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. En la eventualidad de que los salarios adeudados sean iguales o superiores a mi obligación con el Fondo, autorizo al empleador para que aplique la compensación de mi deuda con los sueldos adeudados, y se me gire el remanente.  Si el monto dinerario fuere inferior, solicito que se haga la compensación parcial y se me informe el monto real resultante del débito con el Fondo.  
C.- Solicito la suspensión inmediata de la orden de rebajo, hasta tanto no se resuelva esta petición.

NOTIFICACIONES.
Las mismas al correo electrónico.
Ruego resolver de conformidad… ”
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Una vez analizada la gestión presentada mediante correo electrónico del 16 setiembre de 2019, por el licenciado NOMBRE 001, en la que solicita se reduzca el porcentaje mensual que debe cancelar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento de tiempo servido; producto de permisos sin goce de salario otorgados al citado servidor para realizar estudios de interés para la institución, siendo que este Consejo ha analizado con detenimiento la presente gestión; aún y cuando se comprende la situación en la que se encuentra, este órgano superior considera que debe prevalecer el principio “pro fondo”, con el fin evitar una afectación a los intereses económicos, para la preservación, mantenimiento del acervo de recursos del fondo y protección de la masa jubilados y pensionados; actuales y futuros, a esos efectos, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acuerda lo siguiente por mayoría: 1.) Denegar la solitud del servidor NOMBRE 001. 2.) Suspender los efectos del acuerdo tomado mediante sesión Nº 76-19, celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLVIII, hasta tanto el señor Armando, informe a este Consejo si desea continuar con el trámite, conforme a los términos consignados previamente.

El integrante Hernández Alfaro vota por no conocer el asunto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita. Por lo que estima que en el presente asunto este Consejo solo es competente para reconocer el tiempo servido para el pago de anuales y no para efectos jubilatorios.

La Auditoría, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines correspondientes.”
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El licenciado NOMBRE 001, en nota del 10 de julio de 2020, presentó la siguiente gestión:
“1. Mediante acto firme y favorable de reconocimiento de tiempo dictado por el Consejo Superior mediante acuerdo de fecha .29 de agosto de 2019 tomado en sesión 76-19 artículo XLVIII, se indicó lo siguiente: “2) De conformidad con el criterio jurídico DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, avalado por este Consejo en Sesión N° 102-18, artículo XXII celebrada el 22 de noviembre de 2018, se aprueba el estudio RTFJP Nº 2019011, a partir del 16 de octubre de 2002 por un total a reconocer de 5 meses y 15 días, debiendo reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial el monto de ¢987.517,49 (novecientos ochenta y siete mil quinientos diecisiete colones con cuarenta y nueve céntimos), correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados al servidor NOMBRE 001 para realizar estudios de interés para la institución, cuyos períodos abarcan del 01-05-2002 al 16-10-2002.” 

2. Mediante recurso de reconsideración o revocatoria de fecha 16 de setiembre de 2019, contra el acuerdo antes indicado, el suscrito solicitó: 

“Con base en lo anterior, y dado que me quedan más de 10 años de servicio en el Poder Judicial para pensionarme, pido de manera encarecida al Consejo que se me apruebe pagar dicha deuda en el transcurso de los años que me quedan de servicio o en un plazo mayor al establecido en la resolución. De igual forma, pudiese hacerse un pago extraordinario con el aguinaldo de este año. 

B.- Solicito se adicione a la decisión adoptada, en el sentido de que el Poder Judicial debe reconocerse y pagarme en el componente salarial de aumentos anuales, los cinco meses y quince días de antigüedad reconocidos a partir del 16 de octubre del 2002, así como en vacaciones, aguinaldos, incapacidades, salarios escolares y sueldos por puestos en ascenso, con intereses e indexación, conforme al artículo 565 del Código de Trabajo. Una vez hecha la liquidación respectiva, ruego se proceda consecuentemente, a estimar mi deuda conexa con el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial.

En la eventualidad de que los salarios adeudados sean iguales o superiores a mi obligación con el Fondo, autorizo al empleador para que aplique la compensación de mi deuda con los sueldos adeudados, y se me gire el remanente. Si el monto dinerario fuere inferior, solicito que se haga la compensación parcial y se me informe el monto real resultante del débito con el Fondo. 

C.- Solicito la suspensión inmediata de la orden de rebajo, hasta tanto no se resuelva esta petición.” 

3. Mediante acuerdo de fecha n° 83-19 del 24 de setiembre de 2019, artículo III, el Consejo Superior indicó: 

“denegar la solitud del servidor NOMBRE 001 y suspender los efectos del acuerdo tomado mediante sesión Nº 76 -19, celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLVIII, hasta tanto el señor Armando, informe a este Consejo si desea continuar con el trámite, conforme a los términos consignados previamente”. 

4. Que el acto administrativo emitido mediante acuerdo de fecha .29 de agosto de 2019 tomado en sesión 76-19 artículo XLVIII, es un acto firme y favorable, que responde a la medida cautelar solicitada por el suscrito en el sentido de que se suspendiera de inmediato la orden de rebajo, hasta tanto no se resolviera la impugnación presentada. 

Es decir, que la suspensión corresponde únicamente al rebajo de los montos correspondientes al adeudo de los ¢987.517,49 (novecientos ochenta y siete mil quinientos diecisiete colones con cuarenta y nueve céntimos), por lo que el Acto de reconocimiento de tiempo es un acto firme y favorable que me crea un derecho subjetivo desde el momento en que se acordó por parte del Consejo y no fue cuestionado por el suscrito. 

5. En virtud de lo antes dicho, reitero que estoy plenamente de acuerdo en el reconocimiento de tiempo efectuado por el Consejo Superior a mi favor y no cuestiono el monto de la suma a reintegrar. 

6. No obstante lo anterior, sí debo manifestar que, de acuerdo a lo indicado por el Consejo en su momento, se me obliga a pagar ese tiempo reconocido en un monto de un diez por ciento del salario bruto. Lo que significa un monto de de ¢400.000 por mes, sea ¢200.000 por quincena (esto, dado que estoy en ascenso en el DATOS 002),. Ello durante más de dos meses. Este rebajo, ya de por sí, atenta contra lo dispuesto en el artículo 172 del Código de Trabajo, donde se establece el procedimiento de rebajo ante embargos salariales. Nótese que no es una suma pagada de más, sino más bien un reintegro que técnicamente son diferentes. 

7. Además de lo anterior, no puedo omitir indicar que a mi padre, NOMBRE 002, de 88 años, hace menos de un año tuvo un derrame masivo importante. Quedó sin deglución, sea se le alimenta por sonda, y no puede hablar y su movilidad está comprometida casi en un 95%. Por ello, los hijos, que somos 4, tuvimos que hacerle frente al pago de un enfermero que lo cuida 12 horas diarias, lo que implica una erogación de más de ¢700.000 colones al mes. Sea más de lo que debo pagarle a la Corte. Mi estado, es atípico y calificado como de necesidad. Debo cubrir ese gasto y no tengo posibilidad de otra solución. Aparte de eso mi madre, de 82 años, entró en una depresión mayor que hizo que se dispararan los gastos familiares. Como se puede  constatar mi caso es excepcional o excepcionalísimo, estar con tan poco salario puede perjudicar a mis padres y mis finanzas; pues además tengo que hacerle frente a un sin número de gastos por varias operaciones que tuve que realizarme en años anteriores y por una quebradura de tobillo derecho. Respecto a la probanza de esta situación, estaré anuente a que se haga una visita a la casa de mi padre situada en Moravia, La Guaria para que se constate su estado de salud. Respecto a mi situación aportaré los documentos que se me soliciten por parte de esa honorable Junta, pero de igual forma constan las incapacidades de la Caja Costarricense del Seguro Social. 

8. Finalmente, y aunque percibo mi salario cada quincena como servidor público que soy, la actual crisis por el Estado de Emergencia en virtud del Covid 19, ha implicado mayores gastos para mis padres adultos mayores, que son sufragados por nosotros sus hijos y esto también ha afectado la economía familiar de todos y cada uno de nuestro núcleo. 

9. Como es de conocimiento público, el Poder Ejecutivo ha presentado ante el Poder Legislativo un proyecto de ley donde gravará los salarios más altos de la administración en un 10%. Ello más el rebajo anterior me deja en total estado de indefensión y sin poder velar por las necesidades básicas de mi familia nuclear y parental. Asimismo, se planea rebajar en un 15% la jornada de trabajo. Todo ello hará que el salario disminuya sustancialmente, afectando, como es lógico, mi calidad de vida. 

PETITORIA:

[bookmark: _Hlk47018174]En virtud de lo antes expuesto, en el ejercicio de las facultades conferidas a su Autoridad, otorgadas por Ley, con mucho respeto solicito a la estimable Junta tomar en consideración el hecho de que me quedan más de 10 años de servicio en el Poder Judicial para pensionarme, por lo que en razón de mi situación económica apremiante, pido de manera encarecida que se me apruebe pagar dicha deuda ya sea en el transcurso de los años que me quedan de servicio o en un plazo mayor al establecido en la resolución que no implique rebajos que afecten mi liquidez y por lo tanto disminuyan mis ingresos en forma realmente significativa, afectando la dignidad de mi salario y por ende del suscrito, derecho humano que tutela el Código de Trabajo. De igual forma, estoy anuente a realizar un pago extraordinario con el aguinaldo de este año.

NOTIFICACIONES: Las recibiré por medio de mi abogada en el correo: abogados.legalus@gmail.com como medio principal y como medio subsidiario al correo: aumana@legalsoto.com. Asi como al mío personal aea_elizondo@yahoo.com.”
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Esta Junta Administradora ha analizado con detenimiento la presente gestión; aún y cuando se comprende la situación en la que se encuentra, se considera que en materia de jubilaciones y pensiones, priva el principio "pro fondo", que la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en voto número 46-1996, el cual sostiene que se debe estar a favor de la interpretación que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de los pensionados actuales y futuros. De esa manera, por unanimidad, se acordó: Denegar la solicitud presentada por el licenciado NOMBRE 001, en correo electrónico del 10 de julio de 2020. Aunado a lo anterior, la disposición de rebajo del 10% se encuentra regulada en la normativa vigente, en ese sentido, de acoger la gestión, se estaría en contra de lo normado. 
[bookmark: _Toc47033686]ARTÍCULO XXXI  
DOCUMENTO N° 671-2020.
El Consejo Superior en sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII, tomó el acuerdo que en lo que interesa dice:
“El máster Carlos Montero Zúñiga, en calidad de Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remite al Doctor Fernando Cruz Castro, Presidente Corte Suprema de Justicia, mediante oficio N° 425-2020 del 3 de julio de 2020, lo siguiente:

	“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, se comunica el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 22-2020 celebrada el 29 de junio de 2020, artículo XXIII, que indica:

	“[..] Expone la licenciada Ingrid Moya Aguilar que desde el 27 de enero de 2020 mediante el cual se inicia con la labores que al efecto establece la Ley 9544 para la Junta Administradora:

	“[…] Artículo 239….

	a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.
b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.

c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.

d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.

e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la
Superintendencia de Pensiones (Supén).

f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.

g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.

h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.

i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.”

Una de las primeras actividades o decisiones que se tomaron fue aprobar el “Convenio interinstitucional de prestación de servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, del cual se desprenden una serie de actividades sustantivas que involucran a nivel macro las operaciones necesarias para el buen funcionamiento del Fondo como lo son el pago de asignaciones, inversiones, contabilidad, gestión de riesgos, aprobación de asignaciones, sostenibilidad de herramientas informáticas.

Se ha realizado el análisis y aprobación e implementación de la Normativa de CONASSIF-SUPEN, situación que aumenta la demanda en tiempo relacionada con aspectos operativos y que requieren de una guía constante por parte de alguna de las personas integrantes de esta Junta, lo que podría generar el posible incumplimiento ya que se requiere tiempo y dedicación para atender estas exigencias normativas de SUPEN.

Aunado a lo anterior, se ha tenido que atender por parte de las personas integrantes de la Junta actividades que requieren atención inmediata, tal es el caso de algunos pagos de la Junta, traslados de recursos para pagos de obligaciones del Fondo (ejemplo el pago del impuesto sobre la renta, entre otros) aunado a estos requerimientos se tiene una hoja de ruta establecida por la Administración (PJ) para que esta Junta asuma la totalidad de las actividades, sea trasladar todo lo que hoy realiza el PJ.

Debo recordar, que a petición de SUPEN se estableció también un cronograma, comunicado con oficio 265-2020 a fin de cumplir con los requerimientos en cuanto al apoyo administrativo, situación que con la presión por parte de ese ente Supervisor y ahora con la reciente reunión de la Comisión de Seguimiento de traslado de las actividades del Fondo del PJ a la Junta, se hace necesario contar con al menos un apoyo administrativo de alto nivel dedicado para gestionar toda la operativa que demandan estas actividades, manteniendo el apoyo actual que se tiene con el Convenio antes indicado. 

En virtud de lo expuesto, propongo que esta Junta solicite el apoyo al honorable Consejo Superior, dado el interés institucional que reviste la gestión adecuada del Fondo de Jubilaciones y Pensiones así como evitar cualquier incumplimiento ante la normativa de CONASSIF-SUPEN y avanzar en la hoja de ruta de entrega de este Fondo a la Junta, el permiso con goce de salario en este caso y por el perfil profesional del MPM Oslean Mora Valdez, quien es Jefe de Proceso de Inversiones destacado en el Departamento Financiero Contable, como encargado del apoyo administrativo de manera transitoria y mientras se define la contratación del Gerente o Director para el FJPPJ.

Por unanimidad se acordó: Solicitar al Honorable Consejo Superior del Poder Judicial, colaboración para obtener un permiso con goce de salario para el servidor judicial Oslean Mora Valdez, actual jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, con fundamento en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Convenio Interinstitucional de prestación de servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.

Conforme lo indicado, es menester indicar que la colaboración que este servidor podría dar a la Junta Administradora mientras se define la contratación de la persona que será designada como gerente o director del Fondo de Jubilaciones y Pensiones sería:

· Apoyo y ejecución de la gestión administrativa que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial (en adelante Junta Administradora) así lo requiera. 

· Apoyo logístico a la Junta Administradora en aspectos como contrataciones, suministros, equipos y otros que requiera para el ejercicio de sus funciones. 

· Participación con voz, pero sin voto en las sesiones de la Junta Administradora con el fin de que tenga conocimiento de las decisiones tomadas y ejecute las labores que le sean encomendadas por acuerdo mayoritario. 

· Participación en calidad de invitado, en las sesiones de los comités, comisiones y equipos interdisciplinarios establecidas por la Junta Administradora, con el fin de coordinar las decisiones administrativas que se deban ejecutar.  

· Coadyuvar en la generación de los documentos y requerimientos de la gestión estratégica de la Junta Administradora (Misión, Visión, PE, PAO, Valores, SEVRI, entre otros).   

· Coadyuvar en el establecimiento de reglamentos, normas u otros documentos pendientes para el cumplimiento de la normativa de CONASSIF-SUPEN. 

· Enlace, coordinación y seguimiento de labores administrativas con la Dirección Ejecutiva, el Departamento Financiero Contable, la Dirección de Gestión Humana, la Dirección Jurídica, la Dirección de Tecnología de la Información y cualquier otra dependencia de la Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial de la cual se requiera colaboración. 

· Coordinación, elaboración y seguimiento de labores administrativas con dependencias ajenas al Poder Judicial (terceros), públicos o privados, por encargo de la Junta Administradora. 

· Velar por el cumplimiento y alcance de las metas establecidas por la Junta Administradora. 

· Rendir informes diversos solicitados por la Junta Administradora, cuando así lo requiera. 

· Realizar otras labores propias del cargo.

De antemano agradecer su siempre atenta colaboración y apoyo en aras del beneficio de nuestro régimen de jubilaciones y pensiones.

Lo anterior, para que si a así lo dispone se haga de conocimiento del Consejo Superior del Poder Judicial, para su valoración.”
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A esos efectos, adjunta oficio Nº 245-P-2020 del 14 de julio de 2020, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, en donde remitió la certificación de contenido presupuestario, que en la partida 0 "Remuneraciones", del presupuesto del año 2020, se incorporaron recursos mediante Ley Nº 9791, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 puesto de Apoyo Administrativo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial,  por el período comprendido del 15 de julio hasta el 14 de octubre de 2020, por un monto total estimado de ¢8.224.198,15 (Ocho millones doscientos veinticuatro mil ciento noventa y ocho colones con 15/100) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuentes de financiamiento:
[image: ]
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La integrante suplente Dinorah Álvarez Acosta, indica: “Revisando el tema con el Departamento Financiero Contable, indagando sobre el asunto, lo que me preocupaba era cuándo se iba a realizar el nombramiento del gerente, pero ellos me mostraron que tienen un cronograma para el 15 de octubre, que se espera disponer de este gerente, y que este permiso es necesario, no para que realice funciones gerenciales, sino para apoyo a las labores administrativas que demanda la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), las cuales son bastantes y que se dispone de certificación de contenido económico. 

Es importante que la Secretaría General de la Corte nos indiqué si existe certificación de contenido presupuestario para esta solicitud de permiso con goce de salario por tres meses, la cual es para apoyo a las labores gerenciales, que ellos las enuncian y que sobre todo les demanda la Superintendencia de Pensiones.

En ese sentido, y partiendo de que ya están tomando las medidas para nombrar el gerente, yo no tendría inconveniente”.

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, señala: “Consulté al máster Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones y a su jefatura en el Departamento Financiero Contable, sobre la anuencia de don Oslean a asumir ese permiso, porque al que se está proponiendo, y él me manifestó su disposición para apoyar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en estas labores. 

El máster Mora Valdez es una persona muy bien preparada, muy bien formada y de las que trabajan en materia relacionada con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones en el Departamento Financiero Contable. Es el que dispone los mayores conocimientos sobre esto y me parece que en estos momentos dónde hay una gran demanda de actividades y de atender requerimientos por parte de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) vendría ser un apoyo importante para el fondo; si considerando, como muy bien ya lo indicó la Subdirectora Ejecutiva, que hay un plan ya definido, que ya incluso se sometió aprobación y conocimiento de la SUPEN, y que en conjunto con la administración está definiendo la hoja de ruta que vamos a seguir para el traslado de las funciones paulatinas del Poder Judicial como tal, a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

En ese proceso de traspaso definimos tres fases; en la primera fase es el traspaso de la gerencia, de la labor gerencial, y esa la que se estaría concretando, Dios mediante, conforme programa que tienen definido ahora en octubre, entonces el apoyo de don Oslean sería, en este periodo, para atender todo ese tipo de requerimientos que son en realidad muy demandantes y en cuanto asuma la gerencia, entonces él ya retornaría a sus actividades en el Departamento de Financiero Contable.

Me indicaron que se había remitido la certificación de contenido presupuestario, me parece que ya la tiene la Secretaria General de la Corte”.

El licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Subsecretario General interino, aclara: “La certificación de contenido presupuestario ya la tenemos y la pasaré para que quede constando en el acuerdo”.

El integrante Amador, manifiesta: “Dirijo la Comisión de Traspaso, claro que hay muchas necesidades y responsabilidades que tiene la Junta Administradora, y es importantísimo ahí la presencia de don Oslean que nos puede apoyar a hacer este traspaso más efectivo, más eficaz y ese es el sentir que tiene la Comisión. Estaré apoyando el permiso”.

La Vicepresidenta, magistrada Solano, añade: “Integro la Comisión de Nombramientos y recuerdo que el máster Oslean Mora Valdez participó para integrar la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones; él fue separado y precisamente por el tipo de labor que presta en el Poder Judicial no podía integrar la Junta Administradora, pero la calidad profesional y el aporte y apoyo que él viene y ha venido dando al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, en lo que tiene que ver con inversiones, con anterioridad a la vigencia de la Ley, por lo menos me parece que es necesario.

En algunos momentos hemos señalado que todos los que integran la Junta Administradora vienen haciendo el trabajo como parte extraordinaria y que, si no se le da un tipo de apoyo en este sentido, después no se puede cumplir con los tiempos y se hace necesario cumplir con las disposiciones sobre todo de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN); por eso es que me inclino a apoyar esta gestión que se hace.

Si no tienen ninguna observación, entonces lo apoyaríamos”. 

La integrante Castillo, interviene: “Tengo algunas preocupaciones jurídicas al respecto. 

Ustedes recordarán que el Consejo Superior es responsable de velar por el cumplimiento del convenio que tenemos entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, me di a la tarea de revisar cómo podíamos hacer desde el convenio para apoyar a la Junta en esta petición y sí me quedan dudas que no pude no pude resolver. Me gustaría leerles lo que dice en concreto el convenio respecto al tema de préstamos de funcionarios y funcionarias, en dos partes el convenio se refiere puntualmente; y en su cláusula segunda indica: “…Por otro lado, en lo que respecta al préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes, de la Junta Administradora, los servicios de estas personas serán cedidas y facilitadas, según se requiera, bajo los lineamientos esbozados por la Contraloría General de la República, en criterio N° 11481 (DFOE-PG-0436) de 10 de agosto de 2018; transcrito por la Auditoría Judicial en oficio N° 1152-17-UJ-2018 de 11 de setiembre de 2018…”; por otra parte, en la cláusula novena del mismo convenio nos dice: “De la colaboración de otras dependencias.  En caso de que la Junta Administradora del Fondo requiera colaboración de otras dependencias del Poder Judicial, en actividades específicas administrativas o de apoyo técnico complementario o conexo con las descritas en el presente convenio, para sus funciones, el Poder Judicial podrá brindar el apoyo temporal necesario, de acuerdo con sus posibilidades, sin que esto resulte en detrimento alguno del servicio público cometido al Poder Judicial, que será prioridad en todo momento. Para tal fin la Junta Administradora deberá solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial el apoyo específico de manera debidamente razonada, a efecto de que dicho órgano colegiado proceda a la valoración de la oportunidad y conveniencia de la colaboración requerida, previo criterio técnico que así lo estime procedente.  Lo anterior en el entendido de que dicha colaboración no podrá implicar que el Poder Judicial asuma las competencias esenciales de aprobación y resolución que son competencia de la Junta y en el entendido de que no procederá la colaboración en aquellos casos en que no sea posible por razones de legalidad, oportunidad, conveniencia o que se llegue a determinar un eventual conflicto de intereses.”; ustedes saben que tenemos recursos bastante limitados, es más, hemos estado limitando la aprobación de los permisos del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por la misma situación económica que tenemos. El mismo don Carlos nos recuerda a cada rato que hay un estudio de la Auditoría sobre los permisos del artículo 44 y sobre su procedencia. Me preocupa que nosotros los tenemos como una gran necesidad institucional y ahí probablemente se podrían justificar.

No sé si externarlos, sacarlos de la institución, y ofrecerlos a otro ente, que, si bien esa institución tiene su presupuesto esto propio dado por ley para estos efectos, nos puede generar algún inconveniente.

Además, como ustedes ven, ocupamos para esta aprobación un criterio ya que dice: “…previo criterio técnico que así lo estime procedente…”, me gustaría que para poder aprobar esto, tranquilos y con seguridad, tengamos ese criterio técnico, sí lo tuviera estaría muy contenta de poder apoyar. Coincidido con las apreciaciones que ustedes hacen de las necesidades que tiene la Junta Administradora y también coincido sobre la calidad profesional del máster Mora Valdez.

Tengo estas dudas jurídicas que no me permitirían dar el voto, en este momento, a favor de otorgar el recurso así nomás”.

La Vicepresidenta, magistrada Solano, manifiesta: “Me parece que si se requiere criterio técnico, entonces tendría que ser de la Dirección de Planificación”.

El integrante Amador, interviene: “Me parece, a mí juicio, que el criterio técnico sería de la Dirección jurídica por ser una interpretación jurídica del convenio, pero de lo que lee doña Sara, ahí se determina la temporalidad, o sea,  no es que el puesto va a estar siempre; y es algo operativo porque las decisiones lo toma la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y él haría un trabajo operativo para cumplirle a la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), y esto es muy importante porque la SUPEN pone requerimientos muy pesados a la Junta y hay multas muy grandes, multas que al final devengaríamos, que tengamos que pagar millonarias sumas que afectarían totalmente al Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Veo que es jurídicamente procedente hasta por la misma lectura del convenio que nos hace doña Sara.

De decidirse lo otro, me parece que es procedente, pero que fuera a la Dirección Jurídica, el máster Rodrigo Campos Hidalgo nos ha hablado mucho sobre la interpretación del convenio y en la última reunión me quedo más claro de que esa temporalidad y ese apoyo si se puede dar en este caso”.

La Vicepresidenta, magistrada Solano, prosigue: “Me parece que al hablarnos de un criterio técnico y que nos vincule un criterio técnico, en este momento está la solicitud, tenemos los recursos pese a las limitaciones presupuestarias que tenemos, las mismas normas y la Ley General de Administración Pública hacen ver la utilidad y la necesidad, creo que en esto es claro de cuál es la necesidad que tenemos con relación a poderle dar el apoyo y el contenido a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones en este periodo de tránsito y por eso se dio este tipo de normativa para poder hacerlo, pero me parece que en esto hablaríamos con el Director Jurídico y tendría que ser un período corto para que él nos lo dé en un plazo de 5 días y poderlo resolver, no creo que sea un tema tan difícil sobre todo porque lo viene valorando desde hace días”.

La integrante Castillo, comenta: “Estoy de acuerdo con que solicitemos el criterio, más bien les quedó muy agradecida porque nos da seguridad a todos y pienso que sería la Dirección Jurídica el órgano pertinente para que nos invita este criterio, muchas gracias”. 

La Directora Ejecutiva Romero Jenkins, indica: “Quería enfatizar la urgencia, porque la presión la tiene Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones hoy, yo que participó y los apoyo en la gestiones, denoto la gran cantidad de demandas de atención de requisitos y los tiempos totalmente efímeros que da la SUPEN y el riesgo que se está corriendo con sanciones, no solamente pecuniarias para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones como un todo, sino incluso para los compañeros y compañeras que están integrando la Junta Administradora en su esfera personal, y recordemos que no están recibiendo ninguna retribución y me parece que es necesario determinar esto con prontitud para procurar un apoyo”.

La Vicepresidenta, magistrada Solano, prosigue: “También estoy en la mejor disposición; iría a la Dirección Jurídica. Este artículo lo declararíamos acuerdo firme. Conversaríamos y le diríamos al Director Jurídico que en el término de cinco días nos brinde el criterio técnico con relación a este tema.

Pienso que el criterio técnico, escuchando y conociendo la normativa al respecto, casi que es positivo, cumplimos con un requisito que establece la normativa de que se requiere criterio técnico y en eso comparto con doña Sara que si es una exigencia legal mejor la cumplimos para tener certeza con relación y también por la responsabilidad que asumimos en este tema, pero qué es sumamente importante y urgente y creo que se dan los presupuestos que establece la Ley sobre la utilidad, la necesidad y urgencia de este tema; y podían ser más caras las multas que dar el recurso. Más bien se ha trabajado con poco recurso por parte de la Junta Administradora y ha sido trabajo voluntario de quienes la están integrando, de regalarnos sus horas de sueño para poder hacer un trabajo que es en beneficio de todas y todos, de manera que en esto me decantaría en ese sentido”.

Una vez discutida y analizada la gestión, previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica, remita a este Consejo Superior dentro del plazo de cinco días hábiles después de comunicado ese acuerdo, criterio técnico sobre la viabilidad de un permiso con goce de salario para el máster Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, para que colabore en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.” 
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Laura Moreira Barrantes, en oficio N° Criterio DJ-C-460-2020 del 21 de julio de 2020, solicitó lo siguiente:

“Me refiero al acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 71-2020 de 14 de julio de 2020, comunicado mediante oficio 6775-2020 de 20 de julio de 2020, mediante el cual se dispuso lo siguiente:

“Solicitar a la Dirección Jurídica para que, en un plazo de 5 días, remita a este Consejo Superior, un criterio referente sobre la viabilidad de un permiso con goce de salario para el máster Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, para que colabore en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”

Al respecto, esta unidad asesora se permite expresar lo siguiente: 
   
[bookmark: _Hlk46221969]Como se advierte de la solicitud de criterio planteada, se requiere determinar la viabilidad de un permiso con goce de salario para el máster Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, para que colabore en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Con relación a los motivos por los cuales un funcionario puede prestar servicio en la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, vemos la utilidad inherente para el caso en concreto con las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y como respaldo, el Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dispone lo siguiente:

CLÁUSULA SEGUNDA: METODOLOGIA: Lineamientos generales sobre el concepto del apoyo especial institucional del Poder Judicial a la Junta Administradora

“Por otro lado, en lo que respecta al préstamo necesario de servidores para las labores técnicas y/o asistenciales pertinentes, de la Junta Administradora, los servicios de estas personas serán cedidas y facilitadas, según se requiera, bajo los lineamientos esbozados por la Contraloría General de la República, en criterio N° 11481 (DFOE-PG-0436) de 10 de agosto de 2018; transcrito por la Auditoría Judicial en oficio N° 1152-17-UJ-2018 de 11 de setiembre de 2018.

Lo anterior en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales”.

CLÁUSULA NOVENA: De la colaboración de otras dependencias

“En caso de que la Junta Administradora del Fondo requiera colaboración de otras dependencias del Poder Judicial, en actividades específicas administrativas o de apoyo técnico complementario o conexo con las descritas en el presente convenio, para sus funciones, el Poder Judicial podrá brindar el apoyo temporal necesario, de acuerdo con sus posibilidades, sin que esto resulte en detrimento alguno del servicio público cometido al Poder Judicial, que será prioridad en todo momento. Para tal fin la Junta Administradora deberá solicitar al Consejo Superior del Poder Judicial el apoyo específico de manera debidamente razonada, a efecto de que dicho órgano colegiado proceda a la valoración de la oportunidad y conveniencia de la colaboración requerida, previo criterio técnico que así lo estime procedente.
  
Lo anterior en el entendido de que dicha colaboración no podrá implicar que el Poder Judicial asuma las competencias esenciales de aprobación y resolución que son competencia de la Junta y en el entendido de que no procederá la colaboración en aquellos casos en que no sea posible por razones de legalidad, oportunidad, conveniencia o que se llegue a determinar un eventual conflicto de intereses”. 

Con base en este Convenio y tomando en consideración que en el acuerdo se tomaron en cuenta algunas consideraciones de suma importancia como son la anuencia del máster Oslean Mora Valdez, la temporalidad de la transacción y sus funciones, la necesidad de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es importante tomar en consideración valoraciones esenciales que por su naturaleza y para el buen funcionamiento del Poder Judicial, deben quedar aclarados en su totalidad para proceder con dicho permiso, los cuales son:

1.- Se debe valorar los criterios de oportunidad y conveniencia del préstamo, como se indica en la cláusula novena del convenio, tomando el criterio que presente el área de Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, el cual debe indicar que por esta temporalidad el Departamento no se vaya a ver afectado un su funcionamiento, esto relacionado con lo que se indica en la cláusula segunda de dicho convenio, “en el entendido de que la cesión de recursos o servidores no implicará la afectación de la gestión sustantiva del Poder Judicial y que la Junta Administradora asumirá las potestades decisorias en todos los procesos que correspondan a sus competencias legales.” 

2.- De lo anterior no se debe dar una afectación en el Departamento Financiero Contable en la temporalidad de la ausencia del máster Oslean Mora Valdez por el lapso establecido, se debe designar a un funcionario o una funcionaria para que supla el puesto debidamente fundamentado con las funciones establecidas, entendido de que es solo para la transición descripta.

3.- Es necesario que se definan claramente los niveles en relación de Dirección, Jerarquía y Jefatura a los que el máster Oslean Mora Valdez va a estar sometido en estos tres meses.

Las anteriores consideraciones deben así constar en el respectivo acto administrativo decisorio, en donde debe constar de manera expresa tanto los razonamientos sobre la razonabilidad, necesidad y proporcionalidad de lo dispuesto, como de la duración de los efectos del mismo, en el entendido de que el acuerdo debe evidenciar el beneficio que significa para ambas partes la decisión administrativa.  

No es óbice que lo acordado es un acto discrecional de la administración, de conformidad con las cláusulas citadas, por lo que le es aplicable lo dispuesto en el artículo 16 de la Ley General de la Administración Pública en tanto dispone: “Artículo 16.- 1. En ningún caso podrán dictarse actos contrarios a reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a principios elementales de justicia, lógica o conveniencia”.
     
[bookmark: _Hlk46223466]Lo anterior es importante  para la implementación de dicho permiso con goce de salario y a su  vez para el cumplimiento de lo pactado con el  Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de dar la colaboración oportuna con la transición de tres meses, para ir supliendo con la necesidades y alcanzando las metas trazadas por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial sin dejar de fortalecer y suplir los servicios a cargo de la jefatura del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable.

En conclusión resulta procedente que se valore el préstamo del funcionario en mención, más en el entendido de que deberá mediar una fundamentación amplia, adecuada y suficiente sobre la oportunidad, conveniencia, necesidad y razonabilidad de dicha decisión y del plazo respectivo y en el entendido de que como parte de dicha ponderación, la administración deberá tomar en cuenta que lo acordado no afectará los procesos institucionales y por el contrario, obedece también a un motivo de interés, no solo para el respectivo Fondo, sino para el Poder Judicial en general.” 
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En vista de que el criterio jurídico de la Dirección Jurídica no encuentra objeciones legales para otorgar el permiso solicitado, se otorga el mismo.  Para esto este órgano ha tomado en cuenta motivos de oportunidad, conveniencia, necesidad y razonabilidad de dicha decisión.  En ese sentido, se ha valorado el plazo de la solicitud,  en el entendido de que se ha tomado en cuenta que lo acordado no afectará los procesos institucionales y por el contrario, obedece también a un motivo de interés, no solo para el respectivo Fondo, sino para el Poder Judicial en general.  

Así las cosas, Ley Orgánica vigente creó la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un Órgano interno del Poder Judicial, no es una dependencia externa, ni mucho menos un ente privado.  El artículo 239 es claro en cuanto a su naturaleza y las responsabilidades que tiene esa Junta.

Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

Le corresponde a la Junta:

a) Administrar el Fondo de Pensiones y Jubilaciones de los Empleados del Poder Judicial.

b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten.

c) Recaudar las cotizaciones que corresponden al Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.

d) Atender las solicitudes de reingreso a labores remunerativas de jubilados inválidos.

e) Realizar los estudios actuariales con la periodicidad establecida en la normativa emitida al efecto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).

f) Invertir los recursos del Fondo, de conformidad con la ley y con la normativa que al efecto dicte el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero y la Superintendencia de Pensiones.

g) Cumplir con la legislación y la normativa que dicten tanto el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero como la Superintendencia de Pensiones.
h) Dictar las normas para el nombramiento, la suspensión, la remoción y la sanción del personal; así como aprobar el plan anual operativo, el presupuesto de operación, sus modificaciones y su liquidación anual.

i) Todas las demás atribuciones que le asignen la ley y sus reglamentos.

Al respecto, también debe señalarse que es claro que la misma Corte Plena en diferentes consultas ha señalado que cualquier modificación al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, afecta el funcionamiento del Poder Judicial, por las consecuencias que tiene en las personas funcionarias judiciales.  Hoy tenemos casi trece mil personas activas y más de cuatro mil jubiladas y pensionadas que dependen y dependerán del citado Fondo, de ahí que este Poder de la Republica debe mantener el apoyo necesario para garantizar la adecuada administración del Fondo de retiro de las personas servidoras judicial, así como a las personas que sirvieron durante muchos años y se les debe garantizar sus condiciones de vida.

Además, en línea con lo anterior, este Consejo aprobó un convenio de colaboración con la citada Junta, donde se mantiene el apoyo en los temas administrativos y operativos que soportan la toma de decisiones de ese nuevo Órgano del Poder Judicial.

Asimismo, este Consejo conoció el plan de trabajo que la Junta Administradora remitió a la SUPEN, donde se detallan las actividades que realizan para cumplir con las disposiciones que ese órgano fiscalizador impone a las operadoras y fondos de pensiones. De ahí que, resulta indispensable para el cumplimiento del plan de trabajo y de los plazos a cumplir en el convenio vigente con la Junta, que este Consejo estima necesario continuar apoyando las labores operativas de la Junta y esta vez con este recurso experto que colabore con las funciones que se detallan.

Por su parte en cuanto a la posible afectación que podría tener el Poder Judicial en su funcionamiento, al prestar este recurso a la Junta, se tienen las manifestaciones de la Licda. Floribeth Campos, Jefa del Departamento Financiero Contable manifestó:

En atención a su solicitud relacionada con el posible permiso a otorgar para el MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones, respetuosamente me permito indicar que:

· Se parte del hecho que el permiso a otorgar es con goce de salario y sustitución, en razón de lo cual es posible realizar un nombramiento interino en la plaza del Jefe de Proceso y su respectiva cadena.

· Se parte del hecho de que el Sr. Mora mantiene la custodia del equipo informático a su nombre para el desarrollo de sus funciones y por ende se otorgaría un equipo portátil adicional en sustitución al Macroproceso Financiero Contable.

· Se considera adicionalmente que, el permiso a otorgar es por un plazo determinado (3 meses) y no de manera permanente.

Bajo los supuestos enumerados, se han realizado gestiones a  lo interno durante las últimas semanas en procura de analizar candidatos para las cadenas de sustitución que este permiso generaría, dado que, por la especialidad de la materia, volumen de recursos administrados y responsabilidades conexas, los perfiles del Proceso de Inversiones no son tan simples de sustituir; no obstante, me permito confirmarle que ya se poseen los candidatos respectivos para procurar la cadena de nombramientos por el espacio de tiempo mencionado, resaltando que el Sr. Fabián Salas Fernández sería el funcionario a designar en sustitución de ese cargo.

Dado lo anterior es posible confirmar que se estima que el otorgamiento de este permiso no provoque una afectación significativa en el funcionamiento del Macroproceso Financiero Contable, por lo cual en mi calidad de Jefatura de dicho despacho, confirmo mi anuencia al otorgamiento del permiso mencionado.
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Por lo anterior, se acordó: Acoger el criterio N° Criterio DJ-C-460-2020 del 21 de julio de 2020 de la Dirección Jurídica, en consecuencia: De conformidad con lo establecido en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y al Convenio Interinstitucional de Prestación de Servicios suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, conceder permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Oslean Mora Valdez, Jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, por tres meses, a partir del 3 de agosto y hasta en 3 noviembre de 2020, a fin de que colabore en las necesidades de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por conocido el acuerdo del Consejo Superior sesión N° 75-2020 del 28 de julio de 2020, artículo XVII. 2) Agradecer al Consejo Superior, al Departamento Financiero Contable y al máster Oslean Mora Valdez, por la colaboración administrativa para con esta Junta Administradora. 3) Solicitar al máster Mora Valdez, un cronograma donde se definan las labores que se desarrollarán durante el periodo que se encuentre dedicado a colaborar con la Junta Administradora.
ARTÍCULO XXXII 
DOCUMENTO N° 797-2020.
La integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas, en correo electrónico de 6 de julio de 2020, remitió el Control de acuerdos pendientes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sus comités, que dice: 
	ACUERDOS PENDIENTES, JUNTA ADMINISTRADORA DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL

	No. ACTA
	No. Artículo
	Fecha Sesión
	Texto acuerdo
	Observaciones

	2
	XVII
	3/2/2020
	se acuerda:1.) Solicitar al Departamento de Tecnología de la Información que ubique la página del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de forma independiente en el portal general de la página web del Poder Judicial, con la finalidad de que los interesados puedan consultar de forma más explícita la información e informes conocidos por esta Junta Administradora, así como los acuerdos adoptados en las respectivas sesiones.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.
	Se retomó el diseño de la página web del fondo con base a la colaboración de  TI  al respecto.


	3
	XXI
	10/2/2020
	Se acordó:1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 96-19 celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo XXII, en donde remitió el criterio jurídico N° DJ-C-488-2019 del 24 de octubre de 2019, referente a los acrecentamientos de beneficios de pensión.2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la asesoría legal que contrate esta Junta Administradora, para su respectivo estudio e informe lo que corresponda.
	El 06-07-2020 la Lida. Lucrecia Ruiz envió al MBA.  Miguel Ovares  el acuerdo tomado por la Junta sobre la solcitud para la contratación de la Licda. Karol Monge

	5
	X
	24/2/2020
	Por unanimidad se acuerda:1.)Informarle a la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora general de la Dirección de Gestión Humana, que en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo IV, se tuvieron debidamente habilitadas e investidas de las competencias necesarias a las personas funcionarias que ostentaran las jefaturas de la Dirección Ejecutiva y de la Dirección de Gestión Humana, para que a nombre y por cuenta de esta Junta Administradora realizarán las acciones autorizatorias y decisorias necesarias y concretas para asegurar ese tipo de trámites, por lo anterior, se deben mantener todas las aprobaciones como hasta este momento se han realizado. 2.)Aunado a lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana una inducción para los integrantes de esta Junta Administradora, con la finalidad de que adquieran los conocimientos necesarios sobre los temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, atinentes a las funciones que se desempeñan en esa Dirección. 3.) La integrante Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de esta Junta Administradora, coordinará lo pertinente.
	Pendiente el levantamiento de las medidas sanitarias para poder realizar la reunión presencial.

	6
	XXI
	2/3/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la Secretaría General de la Corte en oficio número 2207-2019 del 4 de marzo de 2019, mediante el cual comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión número 19-2019 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XIX. 2.) Solicitar al Departamento Financiero Contable remita un informe de los montos exactos de las retenciones de Impuesto sobre la renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se deben reclamar al Ministerio de Hacienda. 3.) Asignar el presente caso para estudio de la asesoría legal contratada por esta Junta Administradora, con la finalidad de que recomiende lo que corresponda en el eventual litigio para recuperar las sumas retenidas por el Ministerio de Hacienda.
	El 29-07-2020  del MBA. Miguel Ovares remitió correo electrónico a los miembros de Junta sobre el criterio legal del  Lic. Fernando Lara Gamboa sobre este tema.

	9
	XIV
	23/3/2020
	Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado por el licenciado Gerardo Montero Martínez, Contador Público, relativo a la visita de auditoría externa de Tecnologías de Información del período 2019 al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) De conformidad con el convenio de cooperación interinstitucional entre el Poder Judicial y esta Junta Administradora, solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información que valoren las recomendaciones emitidas en el “Informe de Auditoría de Tecnología de Información de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones”, efectuado por el Despacho Carvajal & Colegiados. Una vez cuenten con las valoraciones pertinentes, deberán informar a este Junta Administradora la viabilidad de implementar las recomendaciones citadas, así como la cuantificación de la implementación de las mismas. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Auditoría. 
	La Secretaría de la Corte  ya envió el oficio No.170 a TI

	9
	XVI
	23/3/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por la Corte Plena en la sesión N° 10-2020 celebrada el 2 de marzo del año en curso, artículo VII, en el que se acató lo resuelto por la Contraloría General de la República y se implantó conforme a lo ordenado por el órgano contralor y al plan de trabajo presentado por la Presidencia de la Corte, lo dispuesto en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento del máster Raúl Hernández González, actuario matemático, con la finalidad de que analice la aplicación en los salarios del colectivo judicial de lo dispuesto por la Contraloría General de la República sobre la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, N° 9635, lo anterior para analizar el impacto de las proyecciones actuariales del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
	Indica el Sr. Actuario vía correo que entregaría la respuesta el 18 de julio.

	12
	VI
	20/4/2020
	Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por rendidos y aprobados los informes presentados por la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable correspondientes a: a) Acta 77-CR-FC-2020 Comité de Riesgos b) Informe mensual marzo 2020 Asesor Externo de Riesgos, c) Informe de indicadores de riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de febrero de 2020, d) Análisis de emisores. 2.) Solicitar al Comité de Riesgos que se refieran a las manifestaciones presentadas por el integrante Arnoldo Hernández Solano. 3.) En lo que corresponde al plan de capacitación presentada en el oficio supracitado, solicitar a los Comités de Inversiones y de Auditoría que remitan a esta Junta Administradora, un diagnóstico sobre las necesidades de capacitación, para que, de manera prioritaria, se pueda localizar cuales son las zonas que se deben reforzar mediante capacitaciones. 4.) En cuanto a la propuesta de Manual de Procedimientos se aprueba, con la observación que el nombre de debe modificar a Reglamento del Comité de Riesgos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 5.) Avalar la manifestación presentada en el Acta N°77-CR-FC-2020 por parte del máster Ronald Chaves M., en donde solicitó 30 días adicionales, referente a las observaciones presentadas en el oficio N° SUPEN SP-356-2020, emitido por la Superintendencia de Pensiones. 6.) Hacer este acuerdo de conocimiento los comités de Auditoría, Inversiones y Riesgos. Se declara acuerdo firme.
	La Comisión de Gobierno Corporativo deberá presentar a la Junta el Plan Anual Operativo con base en el Plan Estratégico.



	13
	VI
	27/4/2020
	Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio N° 1400-DE-2020 de la Dirección Ejecutiva, con el que informa del cumplimiento del Estudio de Valuación Actuarial. Al respecto, esta Junta conoció de dicho informe en sesión N° 12 del 20 de abril de 2020, artículo IX. 2) Convocar a las organizaciones gremiales del Poder Judicial así como a la Dirección Ejecutiva, Departamento Finaciero Contable y la Dirección de Gestión Humana, para la presentación del Estudio actuarial por parte del asesor Raúl Hernández González.  Se declara acuerdo firme.
	Pendiente definir fecha para la exposición del Estudio Actuarial a las asociaciones gremiales, se está en la espera de que el Colegio de Abogados nos indique la disponibilidad de la sala para la exposición.



	14
	XX
	4/5/2020
	Se acordó: Solicitar al licenciado Raúl Hernández González, Asesor externo de la Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que elabore la hoja de ruta para el nuevo estudio actuarial del 2020 y que considere las observaciones que ha hecho la Superintendencia de Pensiones sobre los estudios anteriores, y la viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados. 
	Indica el Sr. Actuario vía correo que no pudo poner  fecha porque la viabilidad de crear un fondo especial para el pago del seguro de salud de los pensionados y jubilados, depende de valorar opciones de donde obtener los recursos.

	15
	III
	11/5/2020
	Una vez analizado el fondo de la gestión presentada por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora María Esther Jiménez Barletta y de conformidad con el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” aprobado por esta Junta Administradora en sesión N° 4-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo III, se acuerda por unanimidad: Previamente a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección Jurídica que remita criterio jurídico sobre las formalidades indicadas en el escrito presentado por el licenciado Rodrigo Chaves Jiménez, Abogado y Notario Público, en representación de la señora Jiménez Barletta. 
	El  acuerdo fue remitido a la Dirección Jurídica, mediante oficio  N° 291-2020.




	15
	XX
	11/5/2020
	En atención al oficio SP-439-2020 del 16 de abril de 2020, emitido por la superintendencia de Pensiones, sobre las potestades y responsabilidades contempladas en el Reglamento sobre Gobierno Corporativo, esta Junta Administradora por unanimidad acuerda lo siguiente: 1.) Delegar al integrante Montero Zúñiga para que remita respuesta a la Superintendencia de Pensiones sobre el plan de acción que tomará esa Junta Administradora para la atención de cada uno de los aspectos citados en el oficio SP-439-2020, la fecha de atención, el nombre y cargo de la persona responsable de su ejecución. 2.) Delegar al integrante Villalta Fallas la realización de las actividades indicadas en el siguiente cronograma:

ACTIVIDAD FECHA INICIAL FECHA FINAL
1- Aprobación de Requerimientos de la Consultoría. 11/05/2020 11/05/2020
2- Publicación de la Oferta de Servicios de la Consultoría y búsqueda de oficinas 
 12/05/2020 12/05/2020
3- Asignación de la Consultoría 01/06/2020 01/06/2020
4- Recepción de Consultoría 31/08/2020 31/08/2020
5- Alquiler de oficinas 31/08/2020 31/08/2020
6- Nombramiento de plazas. 07/09/2020 05/10/2020
	La Junta Administradora a la fecha  29/06/2020, tiene asignada la consultoria  Price Waterhouse.

	15
	XXIII
	11/5/2020
	Se acuerda por unanimidad: 1.) Aprobar la minuta N° 1-2020 referente a la sesión de trabajo realizada el 6 de mayo de 2020. 2.) En razón de los permisos otorgados por el Consejo Superior en sesión N° 42-2020 celebrada el 30 de abril de 2020 Artículo LV, se hace el presente acuerdo de conocimiento del citado órgano para los fines correspondientes. Aunado a lo anterior, con la finalidad de que tome nota de las conformaciones finales a los comités de Inversiones, Riesgos y Auditoría, así como de la Comisión de Gobierno Corporativo.
	Pendientes los siguientes puntos: 
1. Compra o alquiler con opción de compra del edificio para la Junta Administradora. Se delegó alMBA. Mauricio Villalta Fallas a que valore opciones de alquiler en oficentros y exponga a esta Junta las  opcionesmás 
3. Elaboración de un Plan Operativo anual (para registrar las capacitaciones, compra de bienes y servicios, etc). Se delegó a la Comisión de Gobierno Corporativo.
4. Propuesta de dietas para los miembros de comités y comisiones. Pendiente criterio de la Dirección Jurídica.

	16
	XI
	18/5/2020
	Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo del Consejo Superior de sesión N° 28-2020 celebrada el 26 de marzo de 2020, artículo XIII y siendo que el estudio que antecede corresponde al cruce de bases de datos del III Trimestre del año 2018, considera esta Junta que lo oportuno es solicitar al Departamento Financiero Contable el Informe de Cruce de Bases de Datos con la CCSS del I Trimestre de 2020, con el fin de tomar decisiones más ajustadas respecto de estos casos. 2.) Con base en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, solicitar criterio a la Dirección Jurídica, en cuanto a lo que se entiende como actividades o labores remunerativas. Se declara acuerdo firme.
	El acuerdo fue remitido a la Dirección Jurídica, mediante oficio N° 295-2020



	16
	XII
	18/5/2020
	Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo del Consejo Superior de sesión N° 28-2020 celebrada el 26 de marzo de 2020, artículo XIII y siendo que el estudio que antecede corresponde al cruce de bases de datos del III Trimestre del año 2018, considera esta Junta que lo oportuno es solicitar al Departamento Financiero Contable el Informe de Cruce de Bases de Datos con la CCSS del I Trimestre de 2020, con el fin de tomar decisiones más ajustadas respecto de estos casos. 2.) Con base en el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial solicitar criterio a la Dirección Jurídica, referente a cuál sería el trámite a seguir en atención a los trabajadores separados por incapacidad absoluta y permanente que están realizando actividades o labores remunerativas. 
	El acuerdo fue remitido a la Dirección Jurídica, mediante oficio N° 322-20



	16
	XIII
	18/5/2020
	Por unanimidad se acordó: Posponer la presentación del estudio actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con corte al 31 de diciembre de 2019, para nueva fecha que se indicará oportunamente.
	Pendiente programar fecha de exposición

	16
	XX
	18/5/2020
	Por unanimidad se acordó: Solicitar a la licenciada Ana Lucrecia Ruiz que se remitan al ente asegurador los documentos que se solicitan con el fin de que a la brevedad se cuente con la póliza requerida.
	Se remitió al asegurar toda la  documentación solicitada y se está pendiente de la respuesta del INS.

	16
	XXI
	18/5/2020
	Por unanimidad, se acordó: Mantener la publicación conforme fue remitida inicialmente para la población jubilada y pensionada para la actualización de datos para el próximo estudio actuarial y en el caso de la población activa se solicitará la actualización en el tercer trimestre de 2020.
	La  actualización de datos para la población activa,  será a partir de  setiembre  2020

	18
	VII
	1/6/2020
	Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibida la presentación de la integrante Moya Aguilar. 2.) Solicitar su divulgación para la población jubilada y pensionada mediante el Departamento Financiero Contable, conforme las direcciones electrónicas que se mantiene en el Sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. 3.) Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional que comunique la citada información a la población judicial activa. 2) Incluir como banner dentro de la página Web del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Se declara acuerdo firme.
	El acuerdo fue remitido al Departamento de Prensa, mediante  oficio N° 351-2020 pero aún está  pendiente correo masivo a la población activa del PJ y a FICO la remisión a la población jubilada.

	18
	XII
	1/6/2020
	Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por recibida el acta del Comité de Auditoría N°01-20 celebrada virtualmente el 20 de abril de 2020 y remitida por el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Presidente de ese Comité, en correo electrónico de 21 de mayo de 2020. 2.) En razón de las solicitudes realizadas por el Comité de Auditoría en el acta supra, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial dispone: a.) Tener por recibido el proyecto de Reglamento del Comité de Auditoría. b.) Trasladar a la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones el informe de Auditoría Externa, elaborado por la empresa Carvajal & Asociados para que informe sobre el cumplimiento a los hallazgos detectados, con el fin de que el Comité de Auditoría le brinde seguimiento. c.) Solicitar al Departamento de Financiero Contable que confeccione un listado de aquellas jubilaciones que se otorgaron con incapacidad total y permanente, indicando el mecanismo de detección utilizado para el cumplimiento de la normativa, así como las acciones efectuadas para la recuperación de los dineros girados en demasía, en el caso de que no se haya detectado en tiempo y forma el incumplimiento a la normativa. 
Las Direcciones de Gestión Humana y de Tecnología de la Información y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. 
	El acuerdo fue enviado a FICO, mediante oficio N° 322-20, no obstante, está  pendiente lo indicado en el inciso c)

	19
	IV
	8/6/2020
	Por unanimidad se acordó:  1.) Tener por rendido el oficio N° 1901-DE-2020, mediante el cual la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, remite el oficio N° 143-PI-2020, del Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, al 31 de marzo de 2020, así como de las diferencias que se mantienen en dicho informe y de las medidas que se han aplicado para conciliar lo que corresponda. 2.) Estar a la espera de que el Banco de Costa Rica (BCR) remita respuesta a las consultas realizadas por esta Junta Administradora relacionadas con el informe comparativo. 3.) Hacer una instancia a la Dirección Ejecutiva y al Departamento Financiero Contable para que se realicen los ajustes necesarios para conciliar los datos que se mantienen pendientes. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, Departamento Financiero Contable, Comité de Inversiones y Comité de Auditoría para lo que a cada uno corresponda. 5.) Hacer una instancia a la Dirección de Gestión Humana, para que remita el informe correspondiente a los sistemas que utiliza esa Dirección, relacionados con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, para contar con la totalidad de elementos pendientes de mejoras tecnológicas a los sistemas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Asimismo, una vez que se tenga la información de la Dirección de Gestión Humana, solicitar criterio a la Dirección de Tecnología de la Información sobre los requerimientos de dichas mejoras. Se declara acuerdo firme.
	El plazo al BCR Custodio 31 de agosto, para que brinde respuesta. Visto en sesión del 06-07-2020.

	19
	X
	8/6/2020
	Por mayoría, se acordó: Tener por conocido el oficio N° PJ-DGH-AP-1907-2020 de la Dirección de Gestión Humana y previo a resolver lo que corresponda, solicitar a la Dirección Jurídica que remite un criterio jurídico, referente a la consulta realizada en el oficio de cita, sobre la ejecución del reajuste y liquidación de las diferencias, montos que solicita sean acreditados de forma directa a la cuenta personal de la señora Grettel Alexandra Azofeifa Herrera en condición de albacea propietaria de la jubilada fallecida Liliete Herrera Zamora. 
	El 06-07-2020 la Lida. Lucrecia Ruiz envió al MBA.  Miguel Ovares  el acuerdo tomado por la Junta sobre la solcitud para la contratación de la Licda. Karol Monge

	19
	XVII
	8/6/2020
	Por unanimidad se acordó: 1.) Tomar nota de informado por la integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas. 2.) Solicitar a la Comisión de Gobierno Corporativo, los motivos por los cuales no han podido sesionar y remitan un plan de trabajo. Lo anterior, en vista de la importancia de la citada Comisión este sesionando, o se aclare si existe alguna imposibilidad para reunirse, para  esta Junta Administradora, tome en cuenta a otros integrantes.
	No se ha recibido respuesta.

	19
	XVIII
	8/6/2020
	por unanimidad se acordó: Solicitar a la Dirección Jurídica un informe sobre la legalidad de que los integrantes de la Junta Administradora y otros miembros que participan en los Comités y Comisiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, perciban dietas, dado que son servidores activos y personas jubiladas del Régimen del Poder Judicial. 
	El acuerdo fue remitido a la Dirección Jurídica, mediante  Oficio N° 382-2020

	20
	VII
	15/6/2020
	Se acordó: 1) Tener por conocido el oficio Nº 2073-DJ/CA-2020 del 4 de junio de 2020, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina, mediante el cual somete a valoración de la Junta Administradora en su condición de Órgano Decisor, la importancia de resolver el recurso de apelación interpuesto por el jubilado judicial Navarro López,  refiriéndose a cada uno de los alegatos presentados contra la resolución final dictada en este procedimiento, en resguardo del derecho de defensa que asiste al administrado 2) De previo a resolver el recurso de apelación interpuesto por el jubilado judicial Navarro López, delegar al integrante suplente Juan Carlos Segura Solís para estudio e informe. Se declara este acuerdo firme.
	Pendiente criterio jurídico del Dr. Juan Carlos Segura

	20
	XI
	15/6/2020
	Se acordó: 1) Tomar nota del oficio N° GF-DSCR-0401-2020 del 2 de junio de 2020, suscrito por el licenciado Luis Rivera Cordero, Director de la Dirección Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social. 2) Comunicar que esta Junta si considera que existe un interés público el cual es resguardar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y dicha información es requerida para verificar los datos de las personas jubiladas y pensionadas del Régimen del Poder Judicial. Se declara este acuerdo firme.
	No se ha recibido respuesta de SICERE

	20
	XIV
	15/6/2020
	Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe de los másteres Carlos Montero Zúñiga y Mauricio Villalta Fallas. 2.) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana, que en los requisitos que deben presentar los gestionantes para obtener un beneficio de pensión deberá acreditar los ingresos, para que esa Dirección aplique la fórmula de dependencia económica aprobada por la Junta Administradora y remita el informe incluyendo esos datos, que a continuación se indican:
- Llenar el formulario de declaración jurada y aportar los documentos que se le soliciten
- La persona técnica encargada consultará los sistemas de información institucional necesarios para verificar los ingresos de la persona solicitante de la pensión 
- En caso de que la situación de la persona solicitante presente alguna condición particular, se coordinará con el Departamento de Trabajo Social y Psicología, para determinar si procede la elaboración de un estudio social. Se deberá hacer la solicitud mediante la boleta única de referencia de este Departamento indicando de manera puntual el motivo del estudio
- La instancia designada por la Dirección de Gestión Humana, una vez cuente con toda la información necesaria procederá a aplicar la fórmula para calcular el ingreso de la persona solicitante de la pensión y determinar si había dependencia respecto a la persona jubilada fallecida.
El Departamento de Trabajo Social tomará nota para lo que corresponda.
	Pendiente ajuste de la metodología por parte del MBA. Mauricio Villalta

	20
	XV
	15/6/2020
	Se acordó: 1.) Tener por hechas las manifestaciones del integrante Ovares Chavarría. 2.) Contratar a la licenciada Karol Monge Molina, Abogada para que elabore un criterio respeto a la relación que tiene la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones propiamente con el Poder Judicial, tanto a nivel de recurso humano como de infraestructura, a fin de remitir la consulta a la Procuraduría General de la República para que se refieran al respecto.
	El 01 de julio se envió criterio a la Procuraduría y está pendiente la respuesta.

	 
	 
	 
	 
	 

	Notas: no hay acuerdos pendientes del acta No.21
	


”
- 0 -
Se acordó: Tener por rendido el informe presentado por la integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas, en correo electrónico de 6 de julio de 2020, respecto al Control de acuerdos pendientes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y sus comités.
ARTÍCULO XXXIII  
DOCUMENTO N° 695-2020.
Se presenta el contrato con la firma Price Waterhouse Cooper, que incorpora las observaciones realizadas por los miembros de Junta Administradora, por unanimidad, se acordó: Trasladar el contrato a revisión final de la Licenciada Karol Monge Molina, asesora legal contratada para esos efectos. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIV 
DOCUMENTO N° 743-2020.
Por consulta de la Dirección de Gestión Humana, la integrante Moya Aguilar, solicita que la Junta Administradora aclare a esa Dirección, la práctica que debe darse a las solicitudes de pensión, debido a que en anteriores acuerdos de esta Junta no queda claro en qué casos aplica la metodología por parte de la Dirección de Gestión Humana y cuáles deben ser valorados adicionalmente por el Departamento de Trabajo Social y Psicología.
Al respecto, se acordó: 1) Hacer la aclaración a la Dirección de Gestión Humana, que dentro de los requisitos a presentar por parte de las personas gestionantes de pensión, deberá aportar constancia de ingresos del patrono en caso de tenerlos o certificación de Contador Público que acredite ingresos en caso de ser independiente, así como constancia de si recibe pensión por parte de algún régimen de pensiones o si recibe ayudas por parte de alguna institución de bienestar social. En caso de no tener ingresos, aportar declaración jurada, así como cualquier otro documento adicional que considere pueda demostrar sus ingresos. Con estos documentos la Dirección de Gestión Humana procederá a aplicar la metodología aprobada por la Junta Administradora y envío del informe para lo que corresponda a esta Junta. 2) En los casos en que existan gestionantes de diferentes grupos familiares ó que lo que se solicite sea un acrecimiento de pensión, si deberá remitirse la gestión al Departamento de Trabajo Social y Psicología, para el estudio socioeconómico dentro del cual será ese Departamento quien aplique la metodología.   
ARTÍCULO XXXV 
DOCUMENTO N° 744-2020.
Expone la integrante Moya Aguilar la preocupación que existe por el desarrollo que debe efectuarse para dar cumplimiento al envío de estados de cuenta a las personas cotizantes del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Según se había indicado por parte de la Superintendencia de Pensiones estos debían remitirse a más tardar el 31 de diciembre de 2020. Al respecto, en un anterior acuerdo de la Junta en la sesión 22 del 29 de junio de 2020, se delegó a don Mauricio Villalta para que estudiara posibles opciones de empresas que pudieran colaborar con este requerimiento. Asimismo, debe tenerse en cuenta que mucha de la información requerida para los estados individualizados, no se tiene en el Poder Judicial y debe ser solicitada a la Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda, aspecto que deberá ser considerado. 
Se acordó: Solicitar al Máster Oslean Mora Valdez, colaboración en este estudio, con el fin de tener un avance en el tema y de ser requerido informar a la Superintendencia lo que corresponda.
[bookmark: _Toc47033670]ARTÍCULO XXXVI 
DOCUMENTO N° 613-2020.
En sesión N° 48-19 celebrada el 24 mayo del 2019, artículo XLVI, se dispuso lo que literalmente dice:

“La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
De conformidad con el Transitorio I de la Ley N° 9544, artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial y el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, por mayoría, Se acordó: 1.) Tomar nota la manifestación de la NOMBRE 001; así como de la comunicación realizada por la servidora Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Tener por recibido el oficio Nº PJ-DGH-SAS-2332-2019, de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 7333), y con base en el informe rendido por la Dirección de Gestión Humana: Validar los cálculos realizados por la Unidad de Componentes Salariales y reconocer para efectos de jubilación el estudio RTFPJ: Nº 2019012 el cual determina que el monto que la servidora NOMBRE 001, debe reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones para poder reconocer el equivalente de 9 años, 7 meses y 21 días laborados en Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, corresponde a la suma de DATOS 001; monto que ya canceló la servidora a favor del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial. 3.) Aprobar la jubilación de la licenciada NOMBRE 001, cuya asignación mensual bruta será de DATOS 002 a partir del 24 de mayo de 2019. 4.) Agradecer a doña Carmen, los servicios prestados al Poder Judicial y de conformidad con los artículos 1° y 3° del Reglamento respectivo, otorgarle un pergamino de Mérito y Reconocimiento, que se le entregará oportunamente. 5.) Se previene a la servidora NOMBRE 001, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo, según lo que establezca la Dirección de Gestión Humana. 6.) Además, se previene a NOMBRE 001, que debe señalar medio para recibir notificaciones (no puede ser el correo institucional) ante la Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales.
El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley.
La Dirección de Gestión Humana, los Departamentos Financiero Contable, de Prensa y Comunicación Organizacional y la Oficina de Relaciones Públicas y Protocolo, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
-0-
La licenciada NOMBRE 001, en correo electrónico del 14 de julio de 2020, solicitó lo siguiente:
“Como jubilada del Poder Judicial de Costa Rica y residente en el extranjero, requiero saber si me es posible trabajar en el sector privado, sin que se vean afectados mis ingresos como jubilada.”

-0-

Se acordó: Tener por conocida la gestión de la señora NOMBRE 001, mediante correo electrónico del 14 de julio de 2020, en que consulta si le es posible trabajar en el sector privado en el extranjero. Al respecto, es importante indicar, que las leyes de Costa Rica no tienen asidero legal en otros países. No obstante, el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, párrafo primero señala: “[…]Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades.” (el subrayado no es del original).
A las 12:29... horas terminó la sesión.
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1. OBJETIVO DE LA POLITICA

Cumplir con lo establecido en el Articulo 4 del Reglamento Actuarial Aprobado por el
Consejo Nacional de Supervision del Sistema Financiero, mediante articulo 5 del acta de
la sesion 1275-2016, celebrada el 30 de agosto del 2016, publicado en el Alcance 200 del
Diario Oficial “La Gaceta”, del 27 de septiembre del 2016 y que dice: “Politica de
Solvencia el Organo de Direccion debe aprobar y revelar una politica de solvencia que
contenga como minimo el objetivo de solvencia y el minimo de solvencia tolerable,
considerando el perfil de beneficios, los niveles de contribucion definidos en la normativa y
la estrategia de inversiones.”

2. DEFINICIONES

Activo Actuarial: Valor presente de los activos con que dispone un régimen. Esta
compuesto por las provisiones actuales y las contribuciones futuras.

Pasivo Actuarial: Valor presente de los compromisos que debe pagar un régimen. Esta
compuesto por el pago de Jubilaciones, pensiones y montos derivados de liquidaciones
futuras.

Plan de Recuperacion: Conjunto de acciones desarrolladas por el régimen de pensiones
para restablecer su solvencia actuarial.

Razdn de Solvencia: relacion entre el Activo Actuarial y el Pasivo Actuarial. Su célculo
se obtiene de esta forma:

Total del Activo Actuarial

Total del Pasivo Actuarial

Solvencia actuarial: Un régimen es solvente si los recursos de la provision para
pensiones en curso de pago y de las reservas en formacién, mas el valor presente de las
contribuciones futuras, son suficientes para pagar los beneficios de los pensionados
actuales, de los miembros activos y de los beneficiarios de ambos grupos.
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3. POLITICA DE SOLVENCIA

Considerando que el perfil de beneficios y que los niveles maximos de contribucion se
encuentran establecidos en la Ley Organica del Poder Judicial. Cambios que solo pueden
realizarse con aprobacion de dos tercios de la Asamblea Legislativa. Que la estrategia
de inversidn esta supeditada a lo establecido en la Ley Organica del Poder Judicial y las
normas vigentes, se define:

Objetivo de solvencia, el objetivo de solvencia es que la Razén de Solvencia sea
superior o igual al 90%.

Minimo de solvencia tolerable, se establece que el minimo de solvencia tolerable es
que la Razoén de Solvencia sea mayor o igual al 80%.

La Razén de Solvencia serd tomada de la Evaluacion Actuarial Anual y de acuerdo con
los resultados obtenidos se procedera de la siguiente forma:

e Si la Razon de Solvencia es mayor a 1.05 se deben tomar acciones en
mejoramiento del perfil de beneficios.

e Sila Razoén de Solvencia es mayor a 0.90, pero menor a 1.05 no se deben tomar
acciones.

e Si la razén de Solvencia es mayor o igual a 0.80, pero menor a 0.90, existe un
déficit que en el contexto del Fondo es administrable. Por lo tanto, se verificara
anualmente este indicador y otros que se consideren oportunos, con la finalidad de
observar la tendencia de estos. En caso de que la tendencia no sea favorable, se
debe realizar ajustes que reversen tal tendencia.

e Si la Razén de Solvencia es menor a 0.80, esto significa que el déficit es
relativamente alto en el contexto del Fondo y se debe realizar ajustes dentro de la
posibilidad normativa de la Junta Administradora del Fondo.

4. ACTUALIZACION DE ESTA POLITICA

Esta Politica sera revisada, como minimo, anualmente por la Junta Administradora.
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San José 21 de julio de 2020



Señores

Asunto: Respuesta SP-901-2020







1. Política de Solvencia (numeral 9 del SP-1056-2019):



i. Se agrego la aclaración:



“En todos los casos se toma el escenario cerrado para efectuar el cálculo“

ii. Sobre este punto la Junta Administradora considera que se deben tomar acciones.



“Si la Razón de Solvencia es mayor a 1.05 se deben tomar acciones en mejoramiento del perfil de beneficios.”; y se considera que, dado el contexto, debería leerse: “Si la Razón de Solvencia es mayor a 1.05, no se deben tomar acciones en mejoramiento del perfil de beneficios.”





iii. Sobre las acciones de las políticas

  

Se agrego  en el aparto que indica cuando “(…) exista un déficit que en el contexto del Fondo es administrable.”  lo siguiente:



Por lo tanto, se verificará anualmente este indicador  y otros que se consideren oportunos, con la finalidad de observar la tendencia de estos.  En caso de que la tendencia no sea favorable,  se  debe realizar ajustes que reversen tal tendencia.











b. Acciones para atender las recomendaciones de la valuación actuarial con corte a diciembre 2018 (numeral 10 del SP-1056-2019):



		Recomendación

		Acción 

		Estado/Fecha



		1.Instalar lo antes posible la Junta Administrativa del Fondo. Como se
mencionó en la conclusión sétima, este es el órgano con la facultad para establecer los parámetros del perfil de beneficios para garantizar el equilibrio actuarial del régimen y, considerando una interpretación bajo el principio de in dubio pro fondo, si la Junta decidiera que la
actualización de los beneficios sean de acuerdo con los resultados actuariales del fondo, pudiendo ser estos menos que proporcional a las
variaciones en el IPC, se lograría la tan ansiada sostenibilidad del mismo.

		Ya la Junta Administrativa del Fondo está instalada.

		Concluida



		2.Administrar el Fondo bajo los preceptos técnicos actuariales, eso quiere
decir que cuente con todas herramientas y unidades que exige la SUPEN,
a los regímenes básicos sustitutos; empezando por aprobar una Política de Solvencia, que según lo dispuesto en el artículo 4 del Reglamento de
Solvencia, como mínimo debe contener : “el objetivo de solvencia y el
mínimo de solvencia tolerable, considerando el perfil de beneficios, los
niveles de contribución definidos en la normativa y la estrategia de
inversiones”.

		Ya se cuenta con la política

		Concluida



		3.La Junta Administrativa debe establecer que los ajustes en las pensiones en curso se harán de acuerdo con los resultados actuariales, los cuales
temporalmente podrían resultar no directamente proporcionales a las variaciones del IPC. Hacemos énfasis en que sería una medida temporal,  pensada a favor de la protección del Fondo y, por lo tanto, de los
derechos de los trabajadores del Poder Judicial como un colectivo.

		Esto se valoró de acuerdo con las posibilidades legales y se descartó.

		Atendida



		4.Que la Junta Administrativa considere el pago por postergación y
bonificación, similar a lo expuesto en el escenario alternativo en la
sección 5.148. Esto representaría beneficios adicionales para los jubilados, que sobrepasen las 400 cuotas o que además que se queden laborando
por más tiempo a partir del cumplimiento de los requisitos de la tabla de
retiro reglamentario, a la vez que sería una medida en procura del
equilibrio del fondo.

		Esto se valoró de acuerdo con las posibilidades legales y se descartó.

		Atendida



		5. Que, para el cálculo de la pensión, se utilicen todos los salarios cotizados
a valor presente, tal y como se hace con los veinte años. Actualmente, uno de los factores que puede poner en peligro la estabilidad actuarial
del Régimen, es el cálculo del monto de pensión por jubilación y la forma
en que se revalúan los montos de las pensiones en curso porque pone presión económica sobre el Fondo y crea, en parte, el incentivo para que
el trabajador se jubile tan pronto cumpla los requisitos reglamentarios.

		Esto se valoró de acuerdo con las posibilidades legares y se descartó.

		Atendida



		6. Eliminar el monto de pensión máxima y pensión mínima; ya que, al utilizar
todos los salarios, no hace falta considerar estas limitaciones. Combinada con la recomendación n°4, esta recomendación lo que busca es crear un incentivo para los trabajadores y a la vez mantenga la estabilidad del
fondo como prioridad.

		Esto se valoró de acuerdo con las posibilidades legales y se descartó.

		Atendida



		7. Con el propósito de realizar evaluaciones actuariales periódicamente,
manteniendo consistencia en cuanto al manejo de los datos, es
importante administrar la base de datos de los individuos activos y
pensionados exclusivamente por el Fondo.

		Esto es una  actividad que está en proceso de ejecución. 

		En proceso



		8. Mejorar la composición de la cartera de inversiones en títulos valores;  en
particular, se sugiere aprovechar el vencimiento relativamente próximo de algunas emisiones de títulos en unidades de desarrollo (TUDES) para
trasladarlos a emisiones con mejor rendimiento y acordes al perfil de
riesgo del fondo; de ser existir la posibilidad, realizar ese cambio cuanto antes, mejor.

		La estrategia es la sustitución de los Tudes conforme  el vencimiento.

		En proceso



		9. En la misma dirección de la recomendación anterior, analizar la posibilidad de realizar inversiones en títulos valores extranjeros con al
menos mínimo grado de inversión9, acordes con el perfil de riesgo del
Fondo que a la vez contribuyan a la diversificación de su cartera.

		Esto se encuentra en proceso.  Adicionalmente, esta recomendación está en el estudio del 2019.

		En proceso



		10. Analizar la posibilidad invertir en fideicomisos dirigidos a la creación de edificios que el Poder Judicial requiere alquilar10; no solo es el inquilino natural, sino que presenta una oportunidad de inversión con
diversificación geográfica local, ya que se requiere infraestructura al servicio de la administración de la Justicia en todo el territorio nacional.

		Esto es una  actividad que está en proceso de ejecución. 

		En proceso



		11. Establecer líneas de créditos dirigidas a los trabajadores del Poder Judicial como una forma para aumentar los ingresos; desde luego, para
poner en marcha un proyecto como este, se debe cumplir con toda la
normativa que sobre esta materia ha dictaminado el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), así como las directrices
de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN).

		Esto se valoró de acuerdo con las posibilidades legales y se descartó.

		Atendida




















c. Plan de recuperación para la valuación actuarial con corte a diciembre 2018 (numeral 11 del SP-1056-2019):



Este punto esto fue respondido con el oficio XXXXXXXXXXXXXX, del XXXXXXX.  Con base en los resultados del Estudio Actuarial con corte al 31 de Diciembre del  2019.  Considero oportuno tomar los resultados del Estudio Actuarial.
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6 de julio de 2020

SP-901-2020



Señores

Carlos Montero Zúñiga, Presidente 

Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva

Poder Judicial



Estimados señores:



Se recibieron los siguientes oficios con la información indicada:



1. Oficio N°150-2020 del 25 de marzo de 2020. Se comunican los acuerdos del Artículo II, de la sesión N°7-2020 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 9 de marzo del 2020, relacionados con los requerimientos pendientes del oficio SP-241-2020 del 24 de febrero de 2020, en el cual se indican las observaciones a tomar en cuenta para la valuación actuarial de diciembre 2019 y se reitera: la solicitud del plan de acción de las recomendaciones y el  plan de recuperación del estudio actuarial de diciembre 2018 y la solicitud de la Política de Solvencia.

2. Oficio N°175-2020 del 2 de abril de 2020. Se comunican los acuerdos del Artículo VIII, de la sesión N°10-2020 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 30 de marzo del 2020, relacionados con la solicitud de prórroga para atender lo solicitado en el SP-241-2020, la cual es concedida mediante oficio SP-312-2020 del 13 de marzo de 2020.

3. Oficio N°311-2020 del 28 de mayo de 2020. Se remite parte de la información solicitada en el oficio SP-536-2020 del 5 de mayo de 2020, relacionada con los requerimientos de la valuación actuarial de diciembre 2019 y se solicita plazo al 22 de junio de 2020, para atender con mayor amplitud los requerimientos 5, 6, 7, y 11 del citado oficio.

4. [bookmark: _Hlk43823221]Oficio N°360-2020 del 22 de mayo de 2020. Se remite la información de los aspectos pendientes, indicados en el oficio N°311-2020, citado anteriormente.



Sobre el particular, los oficios citados en los numerales 1 y 2, se refieren a la atención de los requerimientos pendientes de atención del oficio SP-1056-2019, sobre los cuales seguidamente se hace referencia.



a) Política de Solvencia (numeral 9 del SP-1056-2019):

Se detallan las siguientes observaciones, con la salvedad de que esta política no debe ser aprobada por esta superintendencia.



· El objetivo de solvencia y mínimo de solvencia tolerable se establecen en una Razón de Solvencia “superior o igual al 90%” y “mayor o igual al 80%”, respectivamente, pero no se detalla si corresponde a las Razones de Solvencia de conformidad con los resultados de la valuación con grupo cerrado, con beneficios devengados, o para ambas.

· El primer aspecto de las formas de proceder en la Política de Solvencia indica: “Si la Razón de Solvencia es mayor a 1.05 se deben tomar acciones en mejoramiento del perfil de beneficios.”; y se considera que, dado el contexto, debería leerse: “Si la Razón de Solvencia es mayor a 1.05, no se deben tomar acciones en mejoramiento del perfil de beneficios.” (el resaltado y subrayado no son necesarios).

· En el tercer aspecto de las formas de proceder en la Política de Solvencia, no se muestran las acciones que se tomarían cuando “(…) exista un déficit que en el contexto del Fondo es administrable.”



Al respecto, se recomienda valorar ambas valuaciones (con grupo cerrado y beneficios devengados) y establecer los indicadores necesarios y suficientes para su seguimiento. En ese sentido, si se establecen los mismos niveles de objetivo de solvencia y mínimo de solvencia tolerable para ambos tipos de valuación, su cumplimiento, seguimiento y acciones se harán de la misma forma.



Por lo tanto, se les solicita revisar la Política de Solvencia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial a la luz de las observaciones anteriores y remitirla de nuevo en un plazo máximo de 15 días hábiles posteriores al recibo de esta comunicación. 



b) Acciones para atender las recomendaciones de la valuación actuarial con corte a diciembre 2018 (numeral 10 del SP-1056-2019):

La Junta Administradora mantiene el incumplimiento con lo establecido en el artículo 13 del Reglamento Actuarial, relacionado con la remisión de las acciones tomadas en atención a las recomendaciones de la valuación actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial con corte a diciembre 2018.



c) Plan de recuperación para la valuación actuarial con corte a diciembre 2018 (numeral 11 del SP-1056-2019):

La Junta Administradora mantiene el incumplimiento con lo establecido en el artículo 12 del Reglamento Actuarial, relacionado con la remisión del Plan de Recuperación a la luz de los resultados de la valuación actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial con corte a diciembre 2018.



Con respecto a los puntos b) y c), se aclara que lo indicado en su oficio N°175-2020 del 2 de abril de 2020, no atiende lo requerido por la normativa; además, existe un compromiso que se comunicó mediante el oficio N° 5523-DE-2019 del 25 de noviembre de 2019, donde se indica que la atención de los numerales 9, 10 y 11 del SP-1056-2019 del 29 de octubre de 2019 se elevaron para el “(…) conocimiento del Consejo Superior para que esta, a la vez, los trasladara a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones de este Poder de la República, con el fin que los aborde cuando inicie sus funciones.” (el resaltado no es del original).





d) Requerimientos del SP-536-2020:

Se encuentran en proceso de revisión y análisis, por lo que posteriormente, se comunicará el estado de atención de estos requerimientos.









Atentamente,

[image: ]

Mauricio Soto Rodríguez, Director

División Supervisión Regímenes Colectivos



Copia:	Miembros Junta Administradora

	Lic. Ana Eugenia Romero Jenkins, Director Ejecutiva Poder Judicial

MBA. Floribel Campos Solano, Jefa a.i. Departamento Financiero Contable, Poder Judicial.

Lic. José Andrés Lizano Vargas, Jefe a.i. Área de Riegos del Fondo

MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe Proceso de Inversiones Poder Judicial





Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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ﬁPODER CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL
i JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA

Repablica de Costa Fica MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
depto-fico@poder-judicial.go.cr
FAX: 2295-3356 TELEFONO: 2295-3355

Oficio N° 402-FC-2020
San José, 15 de julio de 2020

Master

Floribel Campos Solano

Jefa Departamento Financiero Contable
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial
S. D.

Asunto: Pago horas de servicios
profesionales actuariales junio 2020,
Contrato N.° 002120.

Estimada sefora:

Para su conocimiento y fines consiguientes para el pago, se adjunta la informacion
de los productos o servicios brindados por el Asesor Externo Actuarial, MSC. Radul
Herndndez Gonzélez, mediante las horas profesionales del mes de junio de 2020,
segun lo dispuesto en el Contrato N.° 002120, "Contrato para el servicio de un
Asesor Externo Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial", clausula segunda, Linea N°1.

. Horas de
Producto / Servicio Trabajo
Politica de Solvencia 2
Plan de Acci6on / SP-536-2020 2
Respuesta Oficio 315-2020 1
Respuesta oficio 373-2020 3
Total Horas 8
Conclusion
[:1 Revisado los productos o servicios brindados por el Asesor Externo Actuarial, MSC.

Raul Herndndez Gonzalez, al mes de junio de 2020, se indica que este se
encuentra en lo definido en la clausula segunda, Linea N°1 del contrato N.° 002120,
por lo que se recibe a satisfaccion las horas brindadas con la Factura N.°
00100001010000000099. Es importante indicar que el Acta de Pago ya fue
generada por el Proceso de Riesgos con el numero Acta 2020-AD-004910 y se
encuentra en estado pendiente de aprobacion.
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Oficio N° 402-FC-2020
Atentamente;
Firmado digitalmente por
JOSE ANDRES JOSE ANDRES LIZANO

LIZANO VARGAS VARGAS (FIRMA)

Fecha: 2020.07.15

(FIRMA) 12:34:44 -06'00"

MBA. José Andrés Lizano Vargas
Jefe Proceso de Riesgos
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Factura Electronica N° 00100001010000000099 Fecha de Emisién: 01/07/2020 9:48 p.m

Ver. 4.3
Clave Numérica 50601072000020443065000100001010000000099103103088

RAUL HERNANDEZ GONZALEZ Teléfono: +(506) 8372-2364
Fax: +(506) 0

Correo: raul@actuarios.cr

ACTUARIO Direccién: GRECIA, ALAJUELA.

Ident. Fisica: 2-0443-0650
Receptor: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA PODER JUDICIAL

Ident. Juridica: 2-300-042155 Condicion de Venta: Contado
Teléfono: +(506) 2295-3000
Correo: fsalasf@Poder-Judicial.go.cr

Direccién: PODER JUDICIAL LS OCULCE AR ST

Lineas de Detalle

- . Unidad Descripcion del i L Naturaleza Monto
Codigo Cantidad Medida Producto/Servicio Precio Unitario Descuento del SubTotal Impuestos
Descuento.
HORAS 8.00 Unid CONTRATO No0.002120 linea 39,980.34 0.00 319,842.72 41,579.55
PROFESIO #1: 2h Politica de Solvencia,
NALES 2h Plan de Accién
SP-536-2020, 1h Respuesta
oficio 3105-2020, 3h
Respuesta oficio 373-2020
e R
Notas: Subtotal Neto:| ¢ 319,842.72
JOSE ANDRES Firmado digitalmente Total IVA:| ¢ 41,579.55
JOSE ANDRES
LIZANO EgANo VARGAS Total Otros Imp: ¢ 0.00
(FIRMA)
VARGAS Fecha: 2020.07.03 Total Exonerado: | ¢ 0,00
(FIRMA) 13:40:59 -06'00"
L Total Factura: | ¢ 361 ,422.27}

TRESCIENTOS SESENTA Y UN MIL CUATROCIENTOS
VEINTIDOS COLONES CON 27/100

Consulta en www.facturaelectronica.cr

Autorizado mediante la resolucion DGT-R-033-2019 del veinte de junio de dos mil diecinueve de la Direccion General de
Tributacion.
Generada por GTI , www.facturaelectronica.cr
Version del Documento Electrénico: 4.3
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL
DIRECCION EJECUTIVA

MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
depto-fico@poder-judicial.go.cr

" PODER
i JUDICIAL

Repablica de Costa Rica

Fax: 2295-3356 TELEFONO: 2295-3355

Oficio N° 861-TE-2020
San José, 14 de julio de 2020

Licenciado

Carlos Montero Zufiga

Junta Administradora

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Asunto: Traslado consulta
judicial Carlos Jiménez
(aplicacion de deducciones).

jubilado
Vasquez

Estimado sefior

El pasado 15 de junio de 2020 el sefior Carlos Jiménez Vasquez jubilado judicial
presenta mediante correo electronico a este Macroproceso consultas respecto al
fundamento legal para la aplicacion de las deducciones a su beneficio de jubilacion
y ademas solicita se indique si existe alguna regla de prelacion en la aplicacion
sobre el beneficio bruto.

Con correo de fecha 02 de julio de 2020 se brinda respuesta a las inquietudes

presentadas por el sefior Jiménez, segun se detalla seguidamente:

PRIMERA PETICION: a) cual es la Ley y su correspondiente articulo, b) reglamento, c)

0 acuerdo administrativo, gue da base legal al rebajo indicado. Si es via reglamento o

acuerdo, cual autoridad del Poder Judicial lo emitio:

Respuesta:

Entidad

Deduccion

Sustento Legal

PODER JUDICIAL-FONDOS

FONDO PENSIONES
PODER JUDICIAL, %
Jubilado

Ley 9544 en el articulo
236

DE SOCORRO MUTUO

PODER JUDICIAL-FONDO

FONDO DE SOCORRO
MUTUO CUOTA

Ley N° 2281 del Fondo de
Socorro Mutuo

ORDINARIA
CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO DE El Reglamento del Servicio
SEGURO SOCIAL-IVM ENFERMEDAD Y de Salud de la Caja
MATERNIDAD Costarricense del Seguro

Social

IMP.SOBRE LA RENTA

TESORERIA NACIONAL-

IMPUESTO DE RENTA
SOBRE SALARIO

Ley © 7092 en el articulo
32 inciso ch

APORTE JUNTA APORTE JUNTA Ley 9544 en el articulo
ADMINISTRADORA FIP ADMINISTRATIVA FIP 239

CONTRIBUCION CONTRIBUCION Ley 9796 modifico el 236
SOLIDARIA FJP SOLIDARIA bis
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§ JUDICIAL

Fax: 2295-3356

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL
DIRECCION EJECUTIVA

MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
depto-fico@poder-judicial.go.cr

" PODER

Repablica de Costa Rica

TELEFONO: 2295-3355

Oficio N° 861-TE-2020

SEGUNDA PETICION: Cual es la base legal, reglamentaria o directriz administrativa
para que las deducciones indicadas -salvo la del Fondo Socorro Mutuo- se apliquen al
salario bruto. Si no hay regla expresa legal, cual autoridad del Poder Judicial ha mandado
para que se aplique al bruto y no al monto liquido.

Respuesta:

Dichas deducciones se aplican al beneficio de jubilacion aprobado el cual es el monto
base para establecer la proporcién de cada deduccion. Por lo que, el beneficio de
jubilacién neto (liquido), es el resultado de la diferencia entre el beneficio bruto menos
las deducciones obligatorias y voluntarias adquiridas por el beneficiario del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

TERCERA PETICION: Indicar el titular y nimero de cuenta destino de las deducciones
siguientes:

Respuesta:
Deduccion Destino de las deducciones
FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL
% Jubilado
FONDO DE SOCORRO MUTUO CUOTA FONDO SOCORRO MUTUO PJ]
ORDINARIA
APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FIP JUNTA ADMISNISTRADORA DEL FONDO
DE JUBILACIONES PJ
CONTRIBUCION SOLIDARIA FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL

CUARTA PETICION: Indicarme siexiste o no existe por via legal o por via
reglamentaria y/o administrativa alguna regla de prelacién para que sean aplicadas

al neto y no al bruto, las deducciones siguientes:

Entidad

Deduccion

PODER JUDICIAL-FONDOS

FONDO PENSIONES PODER JUDICIAL, %
Jubilado

PODER JUDICIAL-FONDO DE
SOCORRO MUTUO

FONDO DE SOCORRO MUTUO CUOTA
ORDINARIA

CAJA COSTARRICENSE DEL SEGURO

SEGURO DE ENFERMEDAD Y

SOCIAL-IVM MATERNIDAD
TESORERIA NACIONAL-IMP.SOBRE LA |  IMPUESTO DE RENTA SOBRE SALARIO
RENTA

APORTE JUNTA ADMINISTRADORA APORTE JUNTA ADMINISTRATIVA FIP
FIP

CONTRIBUCION SOLIDARIA FIP

CONTRIBUCION SOLIDARIA
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depto-fico@poder-judicial.go.cr
Fax: 2295-3356 TELEFONO: 2295-3355
Oficio N° 861-TE-2020
Respuesta:

Dichas deducciones se aplican al beneficio de jubilacion aprobado el cual es el monto
base para establecer la proporcién de cada deduccion. Por lo que, el beneficio de
jubilacién neto (liquido), es el resultado de la diferencia entre el beneficio bruto menos
las deducciones obligatorias y voluntarias adquiridas por el beneficiario del Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Con correo de fecha 02 de julio de 2020 el sefior Jiménez Vasquez, solicita se
amplie la respuesta de la segunda y cuarta peticién, indicando:

...Con el debido respeto observo que las respuestas no corresponden a lo preguntado
tanto en la segunda como en la cuarta peticion, de manera que solicito respuesta segun
lo requerido; es de conocimiento que cada una de las diversas deducciones se aplican
al monto base o bruto; lo_que requiero saber es la base legal 0 administrativa de
gue cada deduccidn se apligue al monto bruto.

Por ejemplo: EI monto bruto mensual de mi pension es de 5,631,325.88 colones y la
proporcién de cada deduccion se obtiene sobre dicho monto, siendo que por ejemplo,
la proporciéon del aporte a la Junta Administradora FJP lo obtienen sobre la base
de 5,631,325.88 colones; e igualmente, la proporcién de la contribucién solidaria es
sobre el monto bruto de los mismos 5,631,325.88 colones y tengo entendido que es
igual respecto a las otras deducciones -salvo el fondo de socorro mutuo-.

3. Por ello mi peticion de informacién versa sobre cual es la ley, reglamento o
criterio, para que todas las deducciones sean sobre el monto bruto
de 5,631,325.88 colones sin ninguna regla de prelacién respecto a cada rubro de
deduccion. Y si no existe ley o reglamento, cuando v qué autoridad tomo la
decisiéon _de gque todos los porcentajes fueran sobre el monto bruto
de 5,631,325.88 colones

Por tanto, mediante correo de fecha 06 de julio se le contesta:

Se indica que las deducciones se aplican al beneficio de jubilacion aprobado el cual es
el monto base para establecer la proporcion de cada deduccion, por lo que el Poder
Judicial realiza una priorizacion en la aplicacién de las deducciones considerando
primero las de ley y posteriormente las voluntarias en el orden que fueron establecidos
en los convenios tales como préstamos y otros.

Sin embargo, el sefior Jiménez ese mismo dia brinda respuesta en la que indica:

Solicito requieran criterio Juridico, pues la respuesta dada no corresponde a la consulta
0 pregunta que les he formulado.

Tengo claro la prelacién que usted sefiala sobre prioridad de las legales sobre las
voluntarias; mi consulta es porqué todas las deducciones legales se aplican al monto
bruto de la pensién en concreto cual es la base legal o reglamentaria para que lo
apligue de esa manera.
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En vista de lo anterior se realiz6 reunion virtual con el sefior Jiménez para tratar de
aclarar al respecto, sin embargo insiste en su inquietud e indica que lo que requiere
saber es larazoén legal por la que la base que se utiliza para aplicar las deducciones
de ley es la misma y no una resultante de haber aplicado deducciones anteriores,
con una prelacion o prioridad de aplicacion, ya que al efectuarse todas las
deducciones sobre el mismo beneficio bruto el beneficiario de la jubilacion se ve
afectado.

En razén de lo anterior se traslada a esa Junta Administradora la consulta anterior,
con el fin que si a bien lo estima, se brinde respuesta al sefior Jiménez Vasquez.

Atentamente;

MBA. Andrea Valerin Arroyo Licda. Emma Lopez Ramirez
Jefa Subproceso Egresos Jefa Proceso de Tesoreria

MBA. Floribel Campos Solano
Jefa Macroproceso Financiero Contable

KZM
c:
Diligencias

3
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Oficio N° 415-FC-2020
San José, 10 de julio de 2020

Master

Carlos Montero Zafdiga

Presidente

Junta Administradora Fondo Jubilaciones y Pensiones Poder Judicial
S. O.

Asunto: Respuesta oficio SP-879-2020,
con respecto a la Metodologia del Deterioro
para el FIPPJ.

Estimado sefior:

En atencion al oficio SP-879-2020 con fecha 01 de julio de 2020 de la
Superintendencia de Pensiones, donde solicita remitir a mas tardar el 15 de julio de
2020, la metodologia de calculo de las pérdidas esperadas segun las nuevas
Normas Internacionales de Informacién Financiera (NIIF9), la formula de célculo de
la pérdida, asi como los valores y la metodologia de los pardmetros utilizados en los
calculos, se remite el documento de la Metodologia del Deterioro para el FIPPJ,
actualizado con la informacién dada por la empresa VALMER, con el fin que si a
bien lo estima, sea de conocimiento y aprobacion.

Conforme con lo anterior, se estima atendida la solicitud presentada por la
Superintendencia de Pensiones.

Atentamente,
JOSE ANDRES LIZANO Firmado digitalmente por JOSE FLORIBEL Honae s P
ANDRES LIZANO VARGAS (FIRMA) CAMPOS SOLANO (FIRMA)
VARGAS (FIRMA) Fecha: 2020.07.10 10:02:45 -06'00' SOLANO (FIRMA) frsas 2200710155607
MBA. José Andrés Lizano Vargas MBA. Floribel Campos Solano
Jefe Proceso de Riesgos Jefa Macroproceso Financiero Contable
JALV
Anexos: o STy,
Anexo | — Metodologia Deterioro FIPPJ '%'}"L "‘\f‘"r,,-
Anexo Il — Reporte Calculo Deterioro FIPPJ DEPT{} \, =

MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva [”,' TABLE
Archivo n:,."’z’

'-’-::- o
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I. INFORMACION GENERAL.

En atencién a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril
de 2014, articulo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, articulo XCIV y lo
consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones
del Poder Judicial en sesion N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 articulo VI, el
Macroproceso Financiero Contable (FICO) realiz6é el analisis comparativo de titulos
valores de las inversiones relativas a las dependencias administrativas del Poder
Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados
remitidos por los entes bancarios y custodia, que comprende las siguientes cuentas:

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Fondo de Socorro Mutuo

Fondo de Emergencias

Ingresos sobre Cuentas Corrientes Judiciales

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que
respaldan las inversiones con titulos valores desmaterializados’, asi como los titulos
valores fisicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos
econdmicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la
informacion con corte al 31 de mayo de 2020.

Al respecto, es de indicar que en el mes de mayo 2019 el Custodio del Banco de
Costa Rica (BCR), sin previo aviso cambié el formato y contenido del estado de cuenta
que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Fondo de
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y que custodia dicho Banco en Ddélares,
Colones y UDES, el cual es insumo para realizar la conciliacién, siendo que, se analiza
el nuevo formato del estado de cuenta y se determina que no es factible extraer la
informacion necesaria para realizarla.

Dado lo anterior, mediante oficio N° 508-TI-2019 del 10 de junio de 2019, se solicit6 lo
siguiente al BCR:

“..de la forma mas atenta se solicita remitir el estado de cuenta con el formato
anteriormente utilizado, o bien se realicen mejoras en el nuevo reporte, a fin de que
esta oficina tenga los insumos necesarios para poder realizar la citada conciliacion,
siendo que, hasta que no se cuente con dicha informacion la misma no se puede
llevar a cabo.

Por lo antes expuesto, de manera respetuosa solicitamos que en futuros casos se
indique previamente a esta Institucion cuando se vayan a realizar cambios como los
comentados, a fin de prever cualquier inconveniente como el que nos ocupa.”

1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento fisico.
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Al respecto, a solicitud del BCR el 17 de junio de 2019 se efectué reunién con
representantes de dicha entidad bancaria con el fin de valorar la posibilidad de que
remitieran en el formato anterior los estados de cuenta, sin embargo, el BCR expone
que el cambio obedece a un requerimiento de SUGEVAL y que la Institucion realizé
una gran inversion al respecto, por tal razén no es posible realizar cambio al formato o
estructura de dichos estados, por lo que recomiendan acceso a la informacién por
medio del Web Service, ademas se acordd que se enviaria los estados de cuenta en
formato XML, lo cual fue recibido mediante correo electrénico del 09 de julio de 2019
con oficio BCR-CEV-93-2019.

Se coordind con varias personas servidoras de esta Institucion, dentro de los cuales la
Direccion de Tecnologia de la Informacion (DTI), con el propdsito de convertir la
informacion contenida en el archivo de XML de manera que fuese funcional para
realizar la conciliacidn; no obstante, no fue factible.

Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a la DTI
los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la posibilidad de
obtener informacion que facilite ejecutar la conciliacion, de lo cual dicha Direccién
indico mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019:

“... En este momento nos encontramos de lleno en los ajustes contables, por lo que este
requerimiento lamentablemente no podria ser atendido este afio, debido a las estrictas
fechas establecidas por Supen para el cumplimiento de los catalogos contables”.

“... si es solo el consumir el servicio y generar un reporte plano de la informacion retornada
de los faciales e intereses de los titulos, el tiempo estimado podria ser de 3 a 4 semanas.”

En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propdsito
de determinar el método mas adecuado para ejecutar la conciliacién de éstos, lo cual
genero la inversion de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la
informacion contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificé que no
todos los cupones se reflejaban en dicho estado, que algunos se muestran agrupados
por numero de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible conciliarlos uno a
uno, asi mismo se identificd que algunos cupones presentan tasas y montos de interés
que difieren a los registrados por el Poder Judicial.

Dado lo anterior, a continuacion, se presentan los anexos donde se muestra el analisis
realizado:
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I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

Proceso Tesoreria-Subproceso de Ingresos
Unidad de Cuentas por Cobrar
Andlisis comparativo de Titulos Valores
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 31 de mayo del 2020

[ COLONES [ DOLARES [ UDES [ Participaciones FI(2) |

Notas | LIBROS | BANCOS | LIBROS | BANCOS | LIBROS | BANCOS |  LBROS [ BANCOS |

Principales 384,729,315,200.05" ¢384,729,315,198.01 $73,001,123.98 $73,001,122.47 108,447,683.93 108,447,683.93 29,228.00  29,228.00
Intereses 208,024,197,635.89 204,509,583,322.30 14,463,335.30 14,146.761.79 2,292,277.64 2,172,717.28

Total registrado €592,753,512,835.94 _ ¢589,238,898,520.31 $87,464,459.28 $87,147,884.26 _ 110,739,961.57 110,620,401.21 [ 29,228.00 _ 29,228.00

Movimiento a aplicar

_____Banco de Costa Rica
Diferencia por metodologia

Diferencia en intereses

Diferencias de redondeo
Consultas efectuadas

BCR Custodio

Diferencia en principales
Diferencia en compras fisicas cupones
Diferencias de redondeo 204 151
Consultas Efectuadas 1 3,614,614,313.59 $316,573.51 119,560.36
Diferencia por metodologia
Inversiones de otras dependencias

Saldos ajustados ©592,753,512,835.94 | ©592,753,512,835.94 | $87,464,459.28| $87,464,459.28|  110,739,961.57 110,739,961.57 29,228.00 | 29,228.00

Diferencia [ €0.00] €0.00] $0.00] $0.00] 50001 $0.00] $0.00 $0.00

Notas:

(1) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias obedecen principalmente a cupones en
colones y los UDES, de los cuales el Banco no refleja la informacion en el estado de cuenta. Respecto a la diferencia presentada en dolares ($316,573.51) se compone de informacion no
reflejada en el estado de cuenta del banco como cupones en el cual los montos no coinciden con respecto a la informacion del banco respecto a los que arroja el sistema de inversiones.

(2) Se refiere a los Fondos de inversion cerrados adauiridos a través de las sociedades administradoras de Fondos de inversion (SAFI).

Para el mes de mayo de 2020, en el analisis comparativo de la informacion brindada
por los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de
los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma
atenta, se indican las observaciones siguientes:

Operaciones reportadas por el Custodio BCR:

1. Dado el nuevo formato del estado de cuenta se presenta una diferencia
significativa entre el dato del Poder Judicial y la informaciéon remitida por el
custodio en cupones por la suma de ¢3,514,614,313.59, $316,573.51 vy
119,560.36 en UDES, las cuales obedece a las siguientes razones:

a. No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus
cupones.

b. Se muestran operaciones agrupadas por numero de ISIN y fecha de
vencimiento y no por operacion de compra conforme lo registra el Poder
Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio.

c. Falta informacion por parte del Banco o difieren los datos, por cuanto al
compararla con los registros del Poder Judicial difieren a los
registrados.

En virtud de lo anterior, mediante oficio N.° 227-PI-2020 se remite consulta al BCR al
respecto, a fin de subsanar dichas diferencias.

Es menester citar, que con oficios N.° 696-TI-2019, 787-TI-2019, 809-T1-2019, 914-TlI-
2019, 965-T1-2019, 26-TI1-2020, 142-P1-2020 y 179-PI1-2020, se enviaron al BCR las
diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses de junio, julio, agosto,
setiembre, octubre, noviembre, diciembre de 2019; asi como marzo y abril 2020, de lo
cual en correo electrénico de fecha 25 de noviembre de 2019, se recibi6 por parte del
BCR oficio BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de 2019, el cual cita en lo
que interesa respecto a las diferencias presentadas en el mes setiembre de 2019:
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e En cuanto a los cupones que presentan diferencias en tasa, lo que ocurre es
que para las emisiones cuya tasa sea variable el sistema calcula los cupones
futuros con relacion a la ultima tasa conocida del cupdén vigente, esto
considerando que la emisidn es tasa basica pasiva del inicio de cada periodo.

e Es importante considerar que la atencidén de los incidentes reportados a TI
depende de las prioridades institucionales y los ciclos de trabajo definidos por
dicho departamento. Por lo tanto, en el momento que recibamos notificacion de
la implementacion de los cambios les sera comunicado oportunamente.

¢ En cuanto a los cupones reflejados en el estado de cuenta de forma agrupada,
el sistema SAVE realiza la agrupacion en el estado de cuenta por emision con
el fin de manejar un estandar en la informaciéon que se presenta. Respecto a la
sugerencia de incluir el campo fecha de vencimiento de la operacion, la misma
sera valorada a lo interno y con el departamento de tecnologia

A la fecha de este informe, se esta la espera de la respuesta por parte de la Entidad
Bancaria de los oficios 787-TI1-2019, 914-TI-2019, 965-TI-2019, 26-TI1-2020, 142-PI-
2020 y 179-P1-2020.

I.II. CUENTAS ADMINISTRADAS PODER JUDICIAL

En el analisis de las cuentas administrativas del mes de mayo de 2020, no se anotan
observaciones, ya que corresponden a instrumentos emitidos por los mismos entes

financieros.
Analis comparativo de Titulos Valores
Cuentas administrativas Poder Judicial
Al 31 de mayo 2020
C_T:;?;:Iﬂa Fondo Socorro Mutuo Cta, intereses sobre Cte, Judiciales Fondo de Emergencia
sCl Notas Libro Colones UDES Colones UDES Colones

Principales ¢0,00 28 000,00 20612 667,37 3 522 600 000,00
Intereses ¢0,00 561,56 1858 575,50 61 024 123 67
Total registrado en libros €0,00 €28 561,56 €0,00 €22 471 242,87 3 583 624 123,67

Informacién Estados Bancarios

Banco de Costa Rica
Principales 28 000,00 20612 667,37 €3 522 600 000,00
Intereses 560,00 1858 575,50 €61 024 123,67
Consultas efectuadas -
Ajustes por redondeo 1,56
Diferencia cupones por fecha
Consulias efectuadas
r

Total informacién Estados Bancarios - - 28 561,56 - 22 471 242,87 3 583 624 123,67

Diferencia

Il. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del analisis comparativo de
instrumentos son satisfactorios, con excepcioén de la conciliacion de los cupones que
corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el BCR,
siendo que las diferencias mas significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones
se debe a:
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¢ Que, a partir del mes de mayo de 2019, el Custodio del Banco de Costa Rica
(BCR), sin previo aviso cambi6 el formato y contenido del estado de cuenta que
remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial
y que custodia dicho Banco en Dolares, Colones y UDES el cual es insumo
para realizar la conciliacion, siendo que como se expuso en la informacién
general de este informe.

e Por lo que el Poder Judicial realiza la conciliacién de manera distinta de cémo
se venia realizando, por cuanto se requiere manipular los datos del estado de
cuenta remitidos por el Custodio para lograr conciliarlos con los datos
generados en los reportes del sistema de carteras de inversion del Poder
Judicial.

¢ Que, en algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias
entre el monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del
BCR.

e Que, de las diferencias citadas en el punto anterior, algunas obedecen a que,
en los estados de cuenta suministrados por el Custodio del Banco de Costa
Rica, se incluye el calculo de tasas variables, con la tasa del cupon anterior, la
cual no se actualiza mensualmente, como ocurre en el sistema de carteras de
inversion (SCI) del Poder Judicial; no obstante, al efectuar la cancelacion de
vencimientos se verifica el monto correspondiente.

e Las demas diferencias presentadas en las conciliaciones de los meses
anteriores (de junio a noviembre de 2019) fueron comunicadas al BCR
mediante oficios N° 696-TI-2019, 787-T1-2019, 809-TI-2019, 914-TI-2019 y
965-T1-2019, 142-P1-2020 y 179-PI-2020. de los cuales el BCR atendi6 el
primero con oficio BCR-CEV-139-2019 de fecha 10 de octubre 2019 y el oficio
N° 809-TI-2019 con oficio N° BCR-CEV-173-2019 de fecha 25 de noviembre de
2019, recibido mediante correo electrénico del 15 de octubre de 2019 y 25 de
noviembre de 2019 respectivamente, no obstante, a la fecha no se cuenta con
respuesta de los restantes.

¢ Que, respecto a las diferencias presentadas en el mes de diciembre de 2019,
con oficio N° 26-TI-2020, N° 142-P1-2020 y 179-PI-2020, de marzo y abril 2020,
se remite consulta al Lic. Luis Sanchez Pefiaranda, jefe de Custodia de Valores
del Banco de Costa Rica, las cuales se detallan, en resumen:

» No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus
cupones.

» Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los
cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del custodio los
agrupa por fecha de vencimiento, al respecto se esta solicitando al BCR
corregir dicha situacion.

» Los montos y tasas de interés de algunos de los cupones difieren a los
registrados por el Poder Judicial y con lo informado anteriormente por el
Custodio.
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e Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a
la DTI los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la
posibilidad de obtener informacion que facilite ejecutar la conciliacion, a lo cual
dicha Direccién indico mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019 que
por este afio no puede ser atendido el requerimiento y que el tiempo estimado
para su ejecucién podria ser de 3 a 4 semanas.

Asimismo, como seguimiento se remite comunicacion a las entidades bancarias,
respecto del analisis comparativo individual de informe presentado por cada ente
emisor y custodio.
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		Rodrigo Delgado González

		To

		Kimberly Umaña Morales

		Recipients

		kumanam@poder-judicial.go.cr



Buenas noches compañera,



 



Para tener en consideración para realizar el oficio de reactivación.



 



Un gusto y estamos para servirles,



 







 



De: rodrigo vallecillo matamoros <r.vallecillom@hotmail.com> 
Enviado el: miércoles, 24 de junio de 2020 19:40
Para: Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Escáner_20200624 (3).png



 



 



 



Enviado desde Correo para Windows 10
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Guapiles, 22 de junio de 2020.

Sefior:

Lic. Rodrigo Alonso Delgado Gonzales
Fondo de Jubilaciones y Pensiones.
Poder Judicial.

San José.

La presente es con motivo de justificar por qué razén no se presenté el
comprobante que demuestra la continuidad de los estudios para el Il Trimestre del
2020 de Duvan Aguirre Vallecillo, siendo la fecha limite 30 de mayo de 2020; y es.
que obedeci6 que para esa fecha el Centro educativo Colegio Nacional Virtual
Marco Tulio Salazar, ( Guépiles) no tenia las instalaciones abiertas, debido a lo ya
notoriamente conocido (consecuencias de la pandemia covid-19), y no es sino
hasta el dia 17 de junio que logre obtener dicha constancia como al efecto se
aporta.

Asi mismo y siendo que en este acto se aporta la certificacion requerida y se hace
la justificacion, se solicita formal de reactivacion del beneficio ya que lo ocurrido se
da por causas ajenas a mi voluntad.

Agradeciendo la atencién prestada se despide atentamente;

Dovon )

Duvan Aguirre Vallecillo.
Céd. 7-0272-0178
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Lic. Rodrigo Alonso Delgado Gonzdlez
Profesional Il Fondo de Jubilaciones y Pensiones
Tel.: (506) 22953198 / 22954280 / Faxc: (506) 2295-3356
Correo electr6nico: rdelgadogo@poder-judicial go.cr-
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"PODER CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PODER JUDICIAL
4 JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA
R Cooes o Cova fues MACROPROCESO FINANCIERO CONTABLE
depto-fico@poder-judicial.qgo.cr
FAX: 2295-3356 TELEFONO: 2295-3355
Oficio N° 974-TE-2020

San José, 23 de julio de 2020

Licenciada

Francinie Cubero de la Vega
Procuraduria General de la Republica

Asunto: Respuesta a solicitud de
informacién sobre aplicaciéon de la
Contribuciéon Solidaria a las personas
beneficiarias del FJPPJ.

Estimada sefora

En relacion con la solicitud de informacion remitida a este Macroproceso via correo
electrénico el dia 23 de julio de 2020, donde se solicité para lo que interesa:

“[...] indicacién si los rebajos respectivos en razén de la Ley N° 9796 se han aplicado
o bien si se encuentra suspendida su aplicaciéon en razén de la citada resolucion
constitucional, esto concretamente con las personas de la lista que se adjunto. [...]”

Es importante senalar que, esta oficina aplicod lo estipulado en la Ley N° 9796
correspondiente a la deduccién de contribucion solidaria, a partir del 20 de junio de
2020. Lo anterior, de conformidad con lo acordado por la Junta Administradora del
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el 15 de junio de 2020, en la
sesion N° 20-2020, articulo XVI.

Atentamente;

MBA. Andrea Valerin Arroyo Licda. Emma Lépez Ramirez
Jefa Subproceso Egresos Jefa Proceso de Tesoreria

MBA. Floribel Campos Solano
Jefa Macroproceso Financiero Contable

RDG / KZM

c:
Diligencias
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		RODRIGO ALONSO DELGADO GONZALEZ (FIRMA)
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		KATHERINE ZAMORA MURILLO (FIRMA)
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		ANDREA VALERIN ARROYO (FIRMA)
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		EMMA LOPEZ RAMIREZ (FIRMA)
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		FLORIBEL CAMPOS SOLANO (FIRMA)
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